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ACTIVIDAD DE LA COMISIÓN 

DEL MERCADO 

DE LAS TELECOMUNICACIONES

Como en ediciones anteriores, presentamos en
este capítulo la actividad realizada por la CMT a
lo largo del pasado ejercicio. Mantenemos la es-
tructura seguida hasta el momento, que no es otra
que la definida por el conjunto de funciones o
competencias que la normativa de telecomunica-
ciones atribuye a esta Institución, y cuyo esquema
viene establecido principalmente en la Ley
12/1997 de Liberalización de las Telecomunica-
ciones. La gran variedad de actuaciones hace di-
fícil aplicar un guión único para la presentación de
todas las actividades; no obstante, se ha intentado
en cada epígrafe comenzar indicando cuál es la
normativa en la que se establece la habilitación
competencial de la CMT en cada ámbito, expo-
ner de forma cuantitativa la actividad realizada,
resumir los aspectos doctrinales más relevantes y,
en algunos casos, abordar de forma breve algu-
nas de las decisiones que a nuestro juicio han si-
do más relevantes por su impacto en el mercado.

Por primera vez, el CD-ROM que acompaña a es-
te Informe contiene el texto completo de las reso-
luciones adoptadas a lo largo del ejercicio. Se in-
corpora además un pequeño motor de búsqueda
que permite acceder a ellas bajo varios criterios,
en concreto en función de la habilitación compe-
tencial. De este modo, tras la lectura de este capí-
tulo, es fácil acceder directamente a las decisio-
nes que se deseen conocer con más detalle.

1. OTORGAMIENTO 
DE TÍTULOS HABILITANTES

La prestación de servicios y el establecimiento
o explotación de redes de telecomunicaciones
puede realizarse en régimen de autoprestación

o bien a través de la oferta a terceros, por parte
de los operadores habilitados al efecto, en régi-
men de libre concurrencia. La Ley 12/1997 de
Liberalización de las Telecomunicaciones y la
Ley 11/1998 General de Telecomunicaciones
confieren a la Comisión del Mercado de las Te-
lecomunicaciones la competencia para el otor-
gamiento de aquellos títulos habilitantes nece-
sarios para el establecimiento o explotación de
redes públicas de telecomunicación y para la
prestación de servicios de telecomunicación.

1.1. TÍTULOS HABILITANTES

1.1.1. Tipos de títulos habilitantes

La Ley General de Telecomunicaciones estable-
ce un sistema de licencias individuales y de au-
torizaciones generales para la prestación de los
servicios y la instalación o explotación de redes
de telecomunicaciones

A) Licencias Individuales 

El Capítulo III del Título II de la Ley General de
Telecomunicaciones y, en su desarrollo, la Or-
den de Licencias, establecen el régimen jurídi-
co básico de las licencias, determinando las re-
des de telecomunicaciones para cuyo estableci-
miento o explotación se precisa una licencia
individual y los servicios para cuya prestación
se requiere también este mismo título.

Se requiere una Licencia Individual para el esta-
blecimiento o explotación de redes públicas de
telecomunicaciones y para la prestación del
servicio telefónico disponible al publico. Las li-
cencias, cuyo número no esté limitado por tener
que garantizarse un uso eficaz del espectro ra-
dioeléctrico, se otorgan de forma reglada, pre-
via acreditación por el solicitante del cumpli-
miento de los requisitos exigidos por la Ley y de



la asunción por él de las condiciones estableci-
das en la Orden de 22 de septiembre de 1998.

a) Licencia de tipo A, habilita para la presta-
ción del servicio telefónico fijo disponible al pú-
blico, mediante la utilización de un conjunto de
medios de conmutación y transmisión, sin asu-
mir para ello los derechos y obligaciones de li-
cencia B ó C, en relación con el establecimiento
o explotación de la red.

b) Licencia de tipo B1, habilita para la presta-
ción del servicio telefónico fijo disponible al pú-
blico mediante el establecimiento o la explota-
ción, por su titular, de una red pública telefónica
fija. La explotación de la red incluye el derecho
a prestar el servicio de líneas susceptibles de
arrendamiento.

c) Licencia de tipo B2, habilita para la presta-
ción del servicio telefónico móvil disponible al
público mediante el establecimiento o explota-
ción, por su titular, de una red pública telefónica
móvil. Esta red podrá ser terrenal o basada en
satélites de órbita media o baja.

d) Licencia de tipo C1, habilita para el estableci-
miento o explotación de redes públicas. La explo-
tación de la red incluye el derecho a prestar el
servicio de líneas susceptibles de arrendamiento.

e) Licencia de tipo C2, habilita para el estable-
cimiento o explotación de redes públicas que
impliquen el uso del dominio público radioeléc-
trico. Esta red podrá ser terrenal o basada en
satélites de órbita media o baja.

B) Autorizaciones Generales

Las Autorizaciones Generales están regladas en
el Capitulo II del Título II de la Ley General de
Telecomunicaciones, donde se recogen los su-
puestos en los que es necesario disponer de es-
te título para prestar un servicio o establecer o
explotar una red de telecomunicaciones, esta-

bleciendo la necesidad de una autorización ge-
neral para la prestación de aquellos servicios
de telecomunicación a terceros distintos del
servicio telefónico disponible al público y para
el establecimiento o explotación de redes de te-
lecomunicaciones privadas, siempre que en
uno y en otro caso no se requiera el uso del do-
minio público radioeléctrico.

La normativa vigente simplifica al máximo los
trámites necesarios para ser titular de una auto-
rización general, siendo necesario únicamente
la notificación a la CMT por parte del interesado
de su intención de prestar determinado servicio
o establecer una red privada, aportando los da-
tos y documentos requeridos en el Reglamento
que regula el Registro Especial de Titulares de
Autorizaciones Generales y la asunción formal
de las condiciones que se establecen en la Or-
den de 22 de septiembre de 1998, sobre Auto-
rizaciones Generales, y la posterior inscripción
de los datos del titular y de los servicios en di-
cho Registro, cuya gestión compete también a la
CMT.

a) Autorización General de tipo A, habilita pa-
ra el establecimiento o explotación de redes
privadas para la prestación del servicio telefóni-
co en grupo cerrado de usuarios.

b) Autorización General de tipo B, habilita pa-
ra el establecimiento o explotación de redes
privadas.

c) Autorización General de tipo C, habilita para
la prestación de servicios de transmisión de datos
disponibles al público. En la actualidad, los opera-
dores que figuran inscritos en el registro están
prestando los siguientes servicios: Acceso a ba-
ses de datos, Almacenamiento y reenvío de men-
sajes cortos SMS, Conmutación de datos median-
te transferencia asíncrona, Conversión de proto-
colos, Correo electrónico, Distribución punto
multipunto de datos e imagen bajo demanda, Fax
bajo demanda, Intercambio Electrónico de Datos
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(EDI), Interconexión de redes de área local, Men-
sajería electrónica, Proveedor de acceso a Inter-
net, Reventa de capacidad de transmisión/circui-
tos, Servicios de audio digital mediante acceso
condicional, Suministro de conmutación de datos
por paquetes o circuitos, Transmisión de informa-
ción, texto, imagen y sonido mediante redes pú-
blicas fijas, y Videoconferencia.

C) Concesiones de televisión por cable

Concesiones para la prestación del servicio de
televisión por cable otorgadas en virtud de lo
dispuesto en la Disposición transitoria primera
de la Ley 12/1997, de 24 de abril, de Liberaliza-
ción de las Telecomunicaciones y Derogatoria
única de la Ley 11/1997, de 24 de abril, General
de Telecomunicaciones.

D) Autorizaciones de televisión por satélite

Autorización para la prestación del servicio de
difusión por satélite que se otorgan en cumpli-
miento de lo dispuesto en la Ley 37/1995, de 12
de diciembre, de Telecomunicaciones por saté-
lite, en el Real Decreto 136/1997, de 31 de ene-
ro, por el que se aprueba el Reglamento técnico
y de prestación del servicio y en la Disposición
derogatoria única de la Ley 11/1998, de 24 de
abril, General de Telecomunicaciones.

E) Autorizaciones provisionales

En desarrollo del artículo 14 de la Ley General de
Telecomunicaciones, la Orden de 22 de septiem-
bre de 1998, sobre Autorizaciones Generales, es-
tablece el procedimiento para la obtención de
una Autorización Provisional en aquellos casos en
los que la prestación de un servicio de telecomu-
nicación, o el establecimiento o explotación de
una determinada red de telecomunicaciones, no
haya sido objeto de regulación. En tales circuns-
tancias los interesados deberán dirigir su solici-

tud al Ministerio de Ciencia y Tecnología, quien
deberá resolver motivadamente, previa audiencia
a los interesados, su otorgamiento o denegación,
según proceda, en el plazo de 36 días.Transcurri-
do este plazo sin que hubiera recaído resolución
expresa, la solicitud deberá entenderse estimada.
En la Resolución por la que se autorice la presta-
ción del servicio o el establecimiento o explota-
ción de la red, dicho organismo establecerá las
condiciones provisionales a las que habrán de so-
meterse los interesados, además de las que les
resulten aplicables, en su caso, de las estableci-
das como generales en la Orden sobre Autoriza-
ciones Generales.

Por regla general, las Autorizaciones Provisiona-
les se han otorgado por un plazo de 24 meses,
renovándose automáticamente por periodos de
doce meses. No obstante, la autorización provi-
sional otorgada se extinguirá en cuanto entre en
vigor la Orden ministerial por la que se regule
el servicio autorizado. Toda vez que se produz-
ca la entrada en vigor de esta Orden, las autori-
zaciones otorgadas deberán acomodarse a lo
dispuesto en ella, sin que su titular pueda con-
servar ningún derecho preexistente a la citada
Orden. Posteriormente a estas actuaciones, el
Órgano del Ministerio de Ciencia y Tecnología
que hubiera dictado la Resolución, deberá no-
tificarlo a la CMT para que ésta proceda a la
correspondiente inscripción en el Registro Es-
pecial de Titulares de Autorizaciones Generales.

Hasta la fecha, se han otorgado autorizaciones
provisionales para la provisión de los siguientes
servicios: Reventa del servicio telefónico disponi-
ble al público, con o sin medios de conmutación,
Reventa del servicio telefónico móvil, Servicio te-
lefónico sobre redes de datos en interoperativi-
dad con el servicio telefónico disponible al públi-
co, Audioconferencia, Conmutación o transferen-
cia de llamadas, Correo vocal, Mensajería vocal,
Transporte de tráfico telefónico entre operadores,
Videotelefonía, Desvío de llamadas y Videoconfe-
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rencia (en este último caso cuando la prestación
del servicio no se realice a través de redes de
datos).

F) Autorizaciones Provisionales 
para  la realización de pruebas 
de carácter experimental
y para actividades de investigación

Los interesados en prestar un servicio o en es-
tablecer o explotar una red de telecomunicacio-
nes, cuya actividad pudiera estar amparada por
una Autorización General, con la finalidad de re-
alizar pruebas de carácter experimental o de
llevar a cabo actividades de investigación, po-
drán solicitar una autorización general provisio-
nal de acuerdo con lo que el artículo 7 de la Ley
General de Telecomunicaciones establece. El
procedimiento de obtención y posterior inscrip-
ción en el Registro Especial de Titulares de Au-
torizaciones Generales será igual que el indica-
do para la Autorizaciones Provisionales.

1.1.2.Transformación de los títulos
otorgados al amparo de la Ley de
Ordenación de las Telecomunicaciones
y sus normas de desarrollo

La entrada en vigor de la Ley 11/1998 General
de Telecomunicaciones supuso un profundo
cambio con respecto al anterior marco regula-
torio, definido esencialmente por la Ley 31/1987
de Ordenación de las Telecomunicaciones y sus
normas de desarrollo. El legislador, para asegu-
rar la transición razonable de uno a otro marco,
introdujo una serie de previsiones en la Disposi-
ción transitoria primera de la Ley, en particular
las que tienen que ver con la transformación de
los títulos de las empresas presentes ya en esos
momentos en el mercado y su adecuación al
nuevo marco. De conformidad con lo allí dis-
puesto, la CMT procedió durante el año 1999 a
la transformación de todas la Autorizaciones ad-

ministrativas otorgadas al amparo de los artícu-
los 21 y 22 de la Ley de Ordenación de las Tele-
comunicaciones en Autorizaciones Generales,
de tipo A o de tipo C, según el servicio autori-
zado inicialmente. En el año 2000, los órganos
competentes de la Administración General del
Estado procedieron igualmente a la transforma-
ción de los títulos por ella otorgados, de entre
los que destacamos los siguientes:

• Por Órdenes de 19 y 26 de abril de 2000, del
Ministerio de Fomento, y Resoluciones de 23 de
octubre del mismo año, de la Secretaría de Es-
tado de Telecomunicaciones y para la Sociedad
de la Información, se procedió a la transforma-
ción de las concesiones otorgadas al amparo
de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de Te-
lecomunicaciones por Cable, modificada por el
artículo 3 de la Ley 12/1997, de 24 de abril, de
Liberalización de las Telecomunicaciones, en
una Licencia Individual de tipo B1, una Autori-
zación Provisional para la prestación de vídeo
bajo demanda y una Autorización General de
tipo de C, manteniéndose la concesión para el
servicio público de difusión vigente en sus mis-
mos términos. Por falta de disponibilidad de
datos de obligatoria inscripción, las Licencias
Individuales de tipo B1 y la Autorización Provi-
sional están pendientes de inscripción en los
Registros Especiales correspondientes; única-
mente figura inscrita la titularidad de la Autori-
zación General de tipo C debido a que todas
las sociedades concesionarias solicitaron a la
CMT, en el año 1999, la correspondiente ins-
cripción en el Registro Especial de Titulares de
Autorizaciones Generales.

• Dado que las concesiones para el servicio
público de difusión subsisten en sus mismos
términos, el Registro Especial de Operadores
de Cable mantiene su vigencia, únicamente a
los efectos de dicha concesión.

• Otros títulos habilitantes a cuya transforma-
ción se ha procedido durante el año 2000 son
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algunos de los otorgados al amparo del artí-
culo 23 y la disposición adicional octava de la
Ley de Ordenación de las Telecomunicacio-
nes, es decir, las concesiones habilitantes pa-
ra la prestación del servicio de radiobúsque-
da de ámbito nacional y del servicio de ra-
diocomunicaciones móviles terrestres en
grupo cerrados de usuarios. Estos títulos ha-
bilitantes fueron transformados en la corres-
pondiente Licencia individual de tipo C2, ha-
biéndose procedido a la correspondiente ins-
cripción en el Registro Especial de Titulares
de Licencias Individuales de aquellas entida-
des cuya documentación administrativa, con
los datos actuales, constaba a la Comisión del
Mercado de las Telecomunicaciones.

1.1.3. Nuevos títulos otorgados y su
evolución

En el ámbito de las Licencias Individuales, cabe
destacar el otorgamiento de Licencias individua-
les de tipo C1 que incluyen la explotación de in-
fraestructuras de red soporte de los servicios de
radiodifusión sonora y televisión a las siguientes
sociedades: Cablemurcia S.L.U., Cartagena de
Comunicaciones S.A., Difusió Digital Societat de
Telecomunicacions S.A., Ibertele S.L., Medialatina
Holding S.A., Red de Banda Ancha de Andalucía
S.A., Sociedad Andaluza para el Desarrollo de las
Telecomunicaciones S.A. y Televisión por Cable
Santa Pola S.L. La Disposición Transitoria Segunda
de la Ley 12/1997, de Liberalización de las Tele-
comunicaciones dispuso que, hasta la finalización
del plazo de 10 años a que se refería el artículo 11
de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Pri-
vada, continuaba en vigor el régimen jurídico de
prestación del servicio portador soporte de los
servicios regulados por las Leyes 4/1980, de 10
de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión,
46/1986, de 26 de diciembre, reguladora del Ter-
cer Canal de Televisión, 10/1988, de 3 de mayo de
Televisión Privada, lo previsto en la disposición

adicional duodécima de la Ley 31/1990, de 27 de
diciembre, así como el resto de la normativa dic-
tada en desarrollo de las disposiciones citadas, en
los términos y condiciones vigentes a la entrada
en vigor de la Ley de Liberalización. Posterior-
mente, la Orden ministerial de 9 de marzo de
2000, por la que se aprobó el Reglamento de De-
sarrollo de la Ley 11/1998, de 24 de abril, Gene-
ral de Telecomunicaciones, en lo relativo al uso
del dominio público radioeléctrico, estableció, en
su artículo 43, que las Licencias Individuales B o C
podrían habilitar para el establecimiento o explo-
tación de estas infraestructuras. A tales efectos, los
solicitantes deberían manifestarlo expresamente
en su solicitud de Licencia Individual. Igualmente,
para aquellas Licencias otorgadas antes de la en-
trada en vigor de esta Orden ministerial, sus titu-
lares, en caso de estar interesados en la presta-
ción de dicho servicio, debían solicitarlo expresa-
mente antes del plazo establecido a tales efectos.

Otro de los títulos habilitantes otorgados durante
el año 2000 que merece una mención expresa, es
la Licencia Individual de tipo A, que habilita a su
titular para la prestación del servicio de informa-
ción telefónica sobre números de abonados1.

En la tabla siguiente se recoge la evolución en el
número de títulos habilitantes ocurrida durante
el pasado año y la situación a 31 de diciembre,
diferenciando por cada tipo de título. Puede
ocurrir, como de hecho ocurre, que una misma
compañía disponga de varios títulos, amparando
con cada uno de ellos una actividad diferente. En
la presente edición del Informe, hemos incluido
un CD-ROM en el que se contiene toda la infor-
mación de los distintos Registros Públicos de ope-
radores, responsabilidad de la CMT, y en el que
se pueden realizar todo tipo de consultas. Estas
mismas consultas pueden efectuarse a través de
la página web de la Comisión, en www.cmt.es.
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TIPO DE TÍTULO Vigentes a Otorgados Extinguidos3 Vigentes a
31/12/1999 en el 20002 31/12/00

LICENCIAS INDIVIDUALES (Tipos)

A 22 24 3 43

B1 32 23 4 51

B2 3 3 - 6

C1 8 31 - 39

C2 3 26 - 29

TOTALES 68 107 7 168

AUTORIZACION ES GENERALES (Tipos)

A 58 5 2 61

B 18 1 - 19

C4 416 307 14 709

TOTALES 492 313 16 789

AUTORIZACIONES PROVISIONALES

TOTALES 14 57 - 71

CONCESIONES DE TELEVISIÓN POR CABLE

Provisionales 368 2 35 335

Especiales 9 - 1 8

Habilitación Ex Lege 183 - 47 136

TOTALES 560 2 83 479

AUTORIZACIONES DE TELEVISIÓN POR SATÉLITE

Difusión de televisión 
por satélite mediante 2 - - 2
acceso condicional

Difusión de televisión 
por satélite sin acceso 5 - - 5

condicional

TOTALES 7 7
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2 Licencias individuales: Se han incluido las Licencias Individuales consecuencia de la transformación de los antiguos títulos 
habilitantes otorgados al amparo de la LOT que figuran inscritas en el Registro Especial de Titulares de Licencias Individuales.
Concesiones Provisionales de Televisión por Cable: Por transmisión, a favor de un nuevo titular, de estas concesiones.
3 Licencias Individuales: Transformación de una Licencia Individual de tipo A en una B1
Autorizaciones Generales: Por petición expresa de su titular.
Autorizaciones Provisionales: Inscripciones en el Registro Especial de Titulares de Autorizaciones Generales.
Concesiones de Televisión por Cable: Por aplicación de la Disposición adicional cuadragésima cuarta de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social
4 Se indica el número de Autorizaciones relativas a cada servicio inscrito y la suma total de todas ellas, pudiendo encontrarse
varios servicios contenidos en una misma autorización.



1.2. REGISTROS ESPECIALES
DE TELECOMUNICACIÓN 

1.2.1. Tipos de Registros 
y modificaciones registrales

A) Registros cuya gestión está encomendada
a la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones 

a) Registro Especial de Titulares de Licencias
Individuales, creado al amparo del artículo 8
de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones y regulado por el Real De-
creto 1652/1998, de 24 de julio (Anexo I). Tiene
por objeto la inscripción obligatoria de los titu-
lares de Licencias Individuales, de las condicio-
nes esenciales de tales licencias y de los actos
y negocios que afecten al titular de la licencia en
relación con el servicio telefónico disponible
para el público o la explotación de la red y a las
condiciones objeto de inscripción.

b) Registro Especial de Titulares de Autoriza-
ciones Generales, creado también al amparo
del artículo 8 de la Ley 11/1998, de 24 de abril,
General de Telecomunicaciones y regulado
igualmente por el Real Decreto 1652/1998, de
24 de julio (Anexo I). Tiene por objeto igual-
mente la inscripción obligatoria de los titulares
de Autorizaciones Generales, de las condicio-
nes impuestas a los sujetos habilitados para la
actividad y sus modificaciones y de los actos y
negocios que afecten tanto a la persona autori-
zada en relación con el servicio o red de que se
trate como a la información relativa al titular de
la autorización a la que se refiere el artículo 13
del Reglamento

c) Registro de Operadores de servicios de
acceso condicional para la televisión digital,
creado por la Ley 17/1997, de 3 de mayo, por la
que se incorpora al Derecho español la Directi-

va 95/47/CE y regulado en el artículo 2 del Real
Decreto 136/1997, de 31 de enero. Tiene por
objeto la inscripción de los operadores de ser-
vicios de acceso condicional, así como la ins-
cripción de los equipos, aparatos, dispositivos o
sistemas que se empleen.

d) Registro Especial de Operadores de Ca-
ble, creado por el artículo 5 de la Ley 42/1995,
de 22 de diciembre, de las telecomunicaciones
por cable, y regulado por el Real Decreto
1652/1998, de 24 de julio (Anexo III). Tiene por
objeto la inscripción obligatoria de las conce-
siones precisas para la prestación del servicio
de telecomunicaciones por cable, así como la
inscripción de las sociedades concesionarias.
Una vez transformados estos títulos habilitantes,
las inscripciones permanecen vigentes en lo
que se refiere a la concesión del servicio públi-
co de difusión.

e) Registro Especial de Sociedades concesio-
narias para la gestión indirecta del servicio
público esencial de la televisión, creado por el
artículo 20 de la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de
Televisión Privada y regulado por el Real Decre-
to 951/1989, de 28 de julio. Tiene por objeto la
inscripción obligatoria de las concesiones admi-
nistrativas para la gestión indirecta del servicio
público esencial de la televisión y para la presta-
ción del servicio de la televisión digital terrenal,
y de las sociedades concesionarias, así como
cuantos hechos, negocios jurídicos y circunstan-
cias técnicas afecten tanto a la sociedad presta-
dora como a la concesión misma.

f) Registro de Empresas Radiodifusoras, crea-
do por el Decreto de 9 de julio de 1954, y regu-
lado por la Orden de 30 de marzo de 1974, del
entonces Ministerio de Información y Turismo,
por la que se aprueban las normas de inscrip-
ción en dicho Registro. Tiene por objeto la ins-
cripción de las sociedades concesionarias del
servicio de radiodifusión sonora en ondas me-
dias hectométricas y en ondas métricas con
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modulación de frecuencia y sus concesiones,
éstas últimas siempre que las sociedades con-
cesionarias tengan concesiones en el ámbito de
más de una Comunidad Autónoma.

B) Registros pendientes de desarrollo 

a) Registro General de operadores de redes y
prestadores de servicios de telecomunica-
ción, creado por la Ley 12/1997, de 24 de abril,
de Liberalización de las Telecomunicaciones, en
su artículo 1.Dos.2.n).

Dada la proliferación de registros de servicios
de telecomunicaciones, cada vez se hace más
necesaria la regulación de un registro que aglu-
tine a todos los operadores y los servicios que
prestan cada uno de ellos, indistintamente de
que la prestación del servicio o la instalación de
una red estén amparados por una Licencia Indi-
vidual, por una Autorización o por cualquier
otro título habilitante. La consulta global de un
ciudadano que quiera conocer, no ya los titula-
res de cada tipo de servicio, sino los diferentes
servicios que prestan cada uno, es práctica-
mente imposible dado que es preciso consultar
cada registro por separado, teniendo en cuenta,
además, que los datos objeto de inscripción, en
relación con los titulares, no son los mismos se-
gún el tipo de registro de que se trate. Además,
existen operadores cuyos títulos habilitantes no
son objeto de inscripción, tales como las conce-
siones provisionales o especiales de cable o las
autorizaciones de televisión por satélite, motivo
por el cual no pueden ponerse a disposición del
ciudadano los datos relativos a su titular o al tí-
tulo habilitante, por no ser datos públicos al no
estar inscritos en registros públicos.

C) Modificaciones registrales

Todos los Reglamentos por los que se regulan
los Registros anteriormente citados establecen la

obligatoriedad de que, por parte del titular de la
Licencia Individual, Autorización General o Con-
cesión de que se trate, se solicite la inscripción
de la modificación de aquellos datos objeto de
inscripción en el plazo de un mes desde que se
produzca. Para las modificaciones de los datos
inscritos de los títulos habilitantes que deriven de
actos emanados de la propia CMT, la inscripción
se realizará de oficio. En este sentido, la mayor
parte de los operadores solicitan habitualmente
la inscripción de las modificaciones que se pro-
ducen en sus datos objeto de inscripción, tales
como cambios de domicilio social, modificación
de la denominación social, variaciones de la
composición accionarial o transmisiones de ac-
ciones, otorgamiento o revocación de poderes
de representación, etc. No obstante, visto el nú-
mero de operadores inscritos y el volumen de
inscripciones registrales, se estima que todavía
son bastante aquellos operadores que no comu-
nican al Registro que corresponda la modifica-
ción de los datos objeto de inscripción.

1.2.2. Convenios de colaboración 
con las Comunidades Autónomas

El Registro de Empresas Radiodifusoras, por su
fecha de creación, es ajeno al nuevo marco de
distribución de competencias en materia de ra-
diodifusión entre el Estado y las Comunidades
Autónomas. Como se ha indicado anteriormen-
te, su objeto es únicamente la inscripción de las
concesiones del servicio de radiodifusión sono-
ra y de las sociedades concesionarias, siempre
y cuando, en el caso de las concesiones de emi-
soras en frecuencia modulada, las sociedades
tengan otorgadas concesiones en el ámbito de
más de una Comunidad Autónoma. Este cometi-
do es perfectamente compatible con la existen-
cia de los correspondientes Registros de Em-
presas Radiodifusoras en cada una de las Co-
munidades Autónomas. La CMT, consciente de
la importancia que para la Comisión y las Co-
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munidades Autónomas tenía la actualización co-
ordinada de los datos de este Registro y sus fu-
turas inscripciones, inició ya durante el año 1999
una serie de visitas a las diferentes Comunida-
des Autónomas, con el fin de lograr una colabo-
ración eficaz sin menoscabo de las respectivas
competencias registrales. Esta iniciativa, acogi-
da con gran interés desde un principio, fue con-
tinuada a lo largo del pasado año, de forma que
en la actualidad se ha contactado ya con todas
las Comunidades. Como resultado de esta la-
bor, se han firmado Convenios de Colaboración
con las Comunidades Autónomas de Madrid, La
Rioja y Navarra, y se espera poder firmar los
restantes a lo largo del presente año. Estos Con-
venios de Colaboración son de carácter admi-
nistrativo y no van más allá de lo que la normati-
va vigente obliga a ambas partes. No obstante,
se consideran una herramienta sumamente efi-
caz para poder llevar a cabo las funciones que
cada Organismo tiene encomendadas.

2. GESTIÓN DEL ESPACIO
PÚBLICO DE NUMERACIÓN

2.1. ASIGNACIÓN DE NUMERACIÓN

De conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 30.2 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, Gene-
ral de Telecomunicaciones y en el artículo
1.dos. 2 c) de la Ley 12/1997, de 24 de abril, de
Liberalización de las Telecomunicaciones, co-
rresponde a la Comisión del Mercado de las Te-
lecomunicaciones la función de gestión del es-
pacio público de numeración y, en concreto, la
de asignación de los recursos de numeración.

Las reglas que rigen la gestión del espacio públi-
co de numeración quedaron ya suficientemente
definidas a lo largo del ejercicio anterior, por lo
que se puede decir que la mayor parte de la ac-
tividad de este año se resolvió mediante la apli-

cación directa de criterios ya establecidos, con la
importante salvedad de la asignación de numera-
ción para el servicio de acceso a Internet. En total
fueron 293 las resoluciones adoptadas, con la si-
guiente distribución por tipo de asignación:

Con el mismo orden de la tabla pasamos a con-
tinuación a realizar un breve repaso a cada tipo
de asignación, describiendo la utilización de la
numeración o del código, detallando los crite-
rios de asignación5 y reflejando la actividad más
relevante.

2.1.1. Numeración telefónica

El espacio público correspondiente a la nume-
ración telefónica está regulado por el Plan Na-
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5 Estos criterios pueden ser consultados con más detalle en
la sección “Numeración” de la página web de la CMT,
http://www.cmt.es/cmt/centro_info/numeracion/index.htm.
La página ha sido modificada en el 2000 para incluir esta in-
formación, así como para permitir consultas puntuales so-
bre códigos o bloques de numeración inscritos en el regis-
tro de numeración y para obtener un fichero completo con
el estado de todos los recursos.

Números acceso Internet 7

Números geográficos 101

Números servicios móviles 7

Números servicios inteligencia de red 50

Numeración personal 3

Números cortos 31

Códigos de selección de operador 32

Indicativos de red móvil 1

Indicativo de red móvil TETRA 3

Códigos punto señalización nacional 29

Códigos punto señalización internacional 17

Códigos identificativos de redes de datos 1

Prefijos de encaminamiento en portabilidad 11O
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cional de Numeración para los Servicios de Te-
lecomunicaciones (PNN), aprobado por Acuer-
do de Consejo de Ministros de fecha 14 de no-
viembre de 1997, y la gestión de estos recursos
por parte de la CMT se regula en el Reglamen-
to de procedimiento de asignación y reserva de
recursos de numeración por la CMT, aprobado
por el Real Decreto 225/1998, de 16 de febrero.
La CMT también gestiona el espacio de nume-
ración correspondiente al indicativo de país
“34” de la Recomendación E.164 de la Unión In-
ternacional de Telecomunicaciones (UIT), asig-
nado a España por este organismo.

Dentro del ámbito de la numeración telefónica
se asigna numeración para el servicio de acce-
so a Internet, numeración geográfica, numera-
ción para servicios de comunicaciones móviles,
numeración para servicios de inteligencia de
red y de numeración personal, números cortos
y códigos de selección de operador.

Numeración para el servicio de acceso a
Internet

Durante el mes de septiembre la CMT llevó a
cabo una consulta pública sobre el empleo de
numeración específica para el servicio de acce-
so a Internet (SAI). Esta consulta se planteó con
el objeto de conocer los puntos de vista de los
agentes implicados acerca del establecimiento
de medidas que permitieran disponer de recur-
sos del PNN específicos para la identificación
de los centros del servicio de acceso a Internet
(CASI). En el documento se analizaba la evolu-
ción del SAI desde redes fijas y redes móviles,
las condiciones de interconexión en SAI, distin-
guiendo entre los modelos de acceso y de ter-
minación, la relación entre la numeración y los
niveles tarifarios, los rangos de numeración a
emplear y los mecanismos de asignación.

En él se proponía un esquema basado en la di-
ferenciación entre los modelos de acceso y de

terminación en interconexión, planteando el
empleo de rangos de numeración diferentes pa-
ra diferenciar entre ambos modelos. En cuanto a
los niveles tarifarios, se abogaba por que la nu-
meración permitiera identificar únicamente al
operador que facturaba al cliente, distinguiendo
si era o no el operador que proporcionaba el ac-
ceso. No se consideraba oportuno que el núme-
ro pudiera ofrecer información sobre la tarifa
aplicada debido a la dificultad para ofrecer una
información útil y precisa a los usuarios.

Mediante Resolución de 31 de octubre de 2000,
la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones
y para la Sociedad de la Información (SETSI)
atribuyó rangos de numeración específicos pa-
ra el servicio de acceso a Internet, en concreto
los rangos NXY = 908 y NXY = 909 de la se-
cuencia NXY ABMCDU, para las modalidades
de interconexión de terminación (factura el
operador de acceso) y de acceso (no factura el
operador de acceso), respectivamente. Quedó
disponible para la asignación inmediata el 30%
de la capacidad de estos rangos, que se co-
rresponde con los dígitos A del PNN de valores
2, 3 y 4.

Finalmente, con fecha 30 de noviembre, la CMT
acordó aprobar el documento resultado de la
contestación a la consulta pública sobre la nu-
meración para SAI, en el que se detalla el me-
canismo de asignación que se va a seguir para
estas numeraciones, además de resumirse las
respuestas de los operadores en la fase consul-
tiva y de analizarse la atribución llevada a cabo
por la SETSI. Destacar que en ella se establece
que son los operadores que disponen de un tí-
tulo que les habilite para la prestación del servi-
cio telefónico disponible al público, los únicos
con derecho a obtener asignaciones de nume-
ración de los rangos 908 y 909. Los proveedores
del servicio de acceso a Internet no podrán so-
licitar directamente a la CMT esta numeración,
sino que la deberán obtener de los operadores

IIIACTIVIDAD DE LA COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES

2
0
0
0

Informe Anual
283



asignatarios. Las asignaciones de numeración
específica para acceder a Internet se realizarán
en bloques de 1.000 números, identificados por
las cifras ABM del número nacional.

Numeración geográfica 

Las asignaciones se llevan a cabo en bloques
de diez mil números dentro del indicativo adju-
dicado a cada provincia telefónica. En el 2000
destaca la cantidad de numeración asignada a
los operadores de cable, con un total de 118
bloques (1.18 millones), lo que supone un
18.4% del total de numeración geográfica asig-
nada.

Numeración para servicios de
comunicaciones móviles 

Los operadores móviles solicitan a la CMT la
asignación de indicativos nacionales de destino
conteniendo un millón de números. Tras las
asignaciones efectuadas en 2000 se encuentra
asignado el 52% del segmento 6XY atribuido en
el PNN para estos servicios.

Numeración para servicios de inteligencia
de red y de numeración personal

En este rango se asigna a cada solicitante el blo-
que o los bloques de mil números, pertenecien-
tes a un grupo de cinco mil números, que sean
necesarios para satisfacer sus necesidades, en
atención a la demanda de uso prevista para esas
numeraciones o para diferenciación tarifaria.

Números cortos

Los números cortos de un mismo rango se
agrupan en grupos de cinco números cortos
consecutivos, y cada operador tiene derecho a
un máximo de cinco números cortos correspon-
dientes a un mismo grupo. También correspon-

den a esta categoría los números cortos del ran-
go 12XY, de utilización interna en el ámbito de
cada operador, según el punto 10.8.d) del PNN.
La CMT los ha asignado para su utilización dis-
crecional por todos los operadores, en el ámbi-
to de sus respectivas redes, quedando prohibi-
da por lo tanto su entrega en interconexión.

Códigos de selección de operador

En lo que respecta a los códigos de selección
de operador, el Ministerio de Ciencia y Tecno-
logía resolvió incrementar en seis meses el pla-
zo impuesto en la Resolución de la Secretaría
General de Comunicaciones, de 5 de julio de
1999, para la disponibilidad de los códigos de
selección de operador que comienzan por
«103» y «104». La disponibilidad a partir del 1
de agosto de estos nuevos códigos supuso una
aportación de 17 códigos de cuatro cifras, 20
códigos de cinco cifras y 100 códigos de seis ci-
fras.

La Orden del Ministerio de Ciencia y Tecnología
de 6 de noviembre de 2000 establece que la
red de Telefónica deberá diferenciar entre pre-
selecciones de llamadas de larga distancia y fi-
jo-móvil y preselecciones que también incluyan
tráfico metropolitano, para un mismo operador y
una misma central de conmutación. Ante la im-
posibilidad de realizar las necesarias adapta-
ciones en su red para la prestación de la facili-
dad de preselección en el plazo y forma indica-
dos en la citada Orden, contando con un único
código de selección por operador, con fecha 24
de noviembre Telefónica remitió escrito a esta
Comisión en donde propuso una solución tem-
poral. Esta solución temporal pasaría por la
asignación de nuevos códigos de selección de
operador para cada uno de los operadores cu-
ya licencia individual, obtenida o pendiente de
obtención hasta diciembre de 2001, les otorgue
el derecho a ser seleccionados mediante el pro-
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cedimiento de preselección, de tal modo que
cada operador disponga de dos códigos:

• Un código para permitir la prestación de la
preselección en la modalidad de larga distan-
cia y de fijo a móvil, sin la extensión de las lla-
madas al ámbito metropolitano.

• Un código que permita la prestación de la
preselección en la modalidad de larga distan-
cia, de fijo a móvil y metropolitana

En la Resolución de la CMT de fecha 21 de di-
ciembre, se habilitó el uso transitorio de 99 có-
digos de selección de operador del rango
«1040(X)(Y)», uno para cada operador con de-
recho a ser preseleccionado. Estos códigos son
internos a las redes de los operadores, y no se
pueden utilizar por parte de los usuarios para
selección llamada a llamada. Esta medida de
carácter temporal recoge que dicha habilitación
de uso expira el 1 de abril de 2002.

2.1.2. Otros espacios públicos de
numeración gestionados por la CMT 

A) Indicativos de Red para el servicio Móvil (IRM)

La gestión de los números de identificación de
los terminales o estaciones móviles terrestres
(IMSI) se lleva a cabo de acuerdo con la Reco-
mendación E.212 de la UIT. La CMT asigna IRM
a los prestadores de servicios habilitados, para
que estos puedan disponer de códigos IMSI pa-
ra los terminales o estaciones móviles que co-
mercialicen. Durante 2000 se asignó un IRM a
Xfera Móviles, S.A

B) Indicativo de Red Móvil para TETRA 

La prestación del servicio de radiocomunicacio-
nes móviles terrestres en grupo cerrado de
usuarios con tecnología digital TETRA (Trans

European Trunked Radio), especificada por el
Instituto Europeo de Normas de Telecomunica-
ción (ETSI) requiere la asignación de un código
TETRA IRM. La composición de la identidad del
terminal TETRA viene descrita en las normas
ETS 300 392-1 y ETR 300-5 de ETSI.

La CMT asigna a las entidades que explotan re-
des TETRA los indicativos IRM para estas tecno-
logías. Durante el año 2000 se asignaron estos
códigos a las dos entidades que obtuvieron li-
cencia individual tipo C2 para el establecimien-
to de la red necesaria y para la explotación del
servicio de radiocomunicaciones móviles te-
rrestres en grupo cerrado de usuarios con tec-
nología digital (TETRA). Estas entidades fueron
Dolphin Telecom Móviles, S.A., y Telefónica Ser-
vicios Móviles, S.A. También se asignó un indi-
cativo IRM TETRA al Gobierno de Navarra, que
había obtenido con fecha 28 de septiembre de
2000 la afectación demanial de frecuencias para
la red de emergencias con tecnología TETRA.

C) Códigos de puntos de señalización
internacionales (CPSI)

Los CPSI, empleados en señalización para la
identificación de centrales y demás elementos
de red en el contexto internacional, están nor-
malizados en la Recomendación Q.708 de la
UIT. Estos códigos de 14 bits son asignados in-
dividualmente por la CMT.

Los CPSI son recursos de numeración interna-
cionales, cuya gestión es dirigida por la UIT se-
gún los principios recogidos en la Recomenda-
ción Q.708. Cuando las tres cuartas partes de
los CPSI que la UIT ha cedido a un país ya están
asignados a operadores, la autoridad de ese pa-
ís puede solicitar nuevos códigos a la UIT. Tras la
asignación de CPSI por la entidad gestora de
cada país, se comunica a la UIT el CPSI asigna-
do, el operador, y la localización geográfica del
punto de señalización, información que poste-
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riormente es publicada en los listados oficiales
de la UIT.

D) Códigos de puntos de señalización de red
nacionales (CPSN)

La Recomendación Q.700, sobre el Sistema de
Señalización Nº 7, normaliza los CPSN. La CMT
asigna Bloques de CPSN a los operadores, cada
uno conteniendo 8 códigos. De los 2048 blo-
ques disponibles bajo el indicativo de red 10, a
fecha 31 de diciembre de 2000 había 833 en es-
tado libre, disponibles para su asignación.

E) Código Identificativo de Red de Datos
(CIRD)

La numeración que afecta a redes públicas de
datos está normalizada en la Recomendación
X.121 de la UIT, en donde se define la estructu-
ra y características del plan de numeración in-
ternacional con el fin de facilitar la explotación
de redes públicas de datos y permitir su inter-
funcionamiento a escala mundial. Estos códigos
se emplean en redes basadas en X.25 o Frame
Relay. En la Recomendación X.121 se indica
que estos recursos de numeración podrán asig-
narse otorgando un CIRD a cada red de datos, o
bien compartiendo un CIRD por varias redes.
En el segundo caso, se asignarían décimas par-
tes de un CIRD. Dado el auge de Internet y el es-
caso crecimiento de redes X.25, la demanda de

estos recursos es mínima. Del espacio que la
UIT ha puesto a disposición de España, hay 29
décimos de CIRD en el estado de libres.

F) Prefijo de encaminamiento de portabilidad
o Network Routing Number (NRN)

Tanto en la especificación técnica aplicable a la
conservación de números en redes telefónicas
públicas móviles, como en la aplicable a la con-
servación de numeración en las redes públicas
telefónicas fijas, ambas aprobadas por la CMT
en ejercicio de las competencias que le otorga
la normativa vigente, se contempla un prefijo de
encaminamiento de portabilidad o Network
Routing Number (NRN), entendido como el pre-
fijo asociado a un número que servirá a las re-
des del dominio de portabilidad para encami-
nar adecuadamente las llamadas realizadas a
dicho número. Cada operador con derecho a
importar números móviles, geográficos y de
servicios de inteligencia de red, en el marco de
la conservación de números en las redes telefó-
nicas públicas móviles o fijas, debe estar identi-
ficado por un código de operador de portabili-
dad, que asigna la CMT. Hay 6 códigos libres de
2 dígitos, y 200 más de 3 dígitos.

2.2. CUADROS DE NUMERACIÓN

Presentación en tablas del estado del espacio
de numeración a 31 de diciembre de 2000.
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Murcia

68

Cuenca

69
*

70

Balears

71

Girona

72

Lleida

73

Huesca

74

Soria

75

Zaragoza

76

Tarragona

77

Teruel

78

Palencia

79
Zamora

80

A Coruña

81

Lugo

82

Valladolid

83

A s t u

84

r i a s

85

Pontevedra

86

León

87

Ourense

88

*

89
#

90

#

91

#

92

#

93

#

94

#

94

#

96

#

97

#

98

#

99

Y

X

9XY

Capacidad total de numeración:
100 millones de números.

Bloques I R: 8
Bloques Acceso Internet 2
Bloques Radiobúsqueda: 1
Bloques utilizados: 72
Bloques no adjudicados: 7
Bloques no atribuidos: 10

Total bloques disponibles: 100

Servicios de Inteligencia de Red

Servicios de Acceso Internet

Radiobúsqueda

Numeración geográfica utilizada

Bloques no adjudicados

Bloques no atribuidos#

*

NUMERACIÓN 9XYABMCDU

(GEOGRÁFICA, RADIOBÚSQUEDA, SERVICIOS INTELIGENCIA DE RED Y ACCESO INTERNET)
INDICATIVO NACIONAL DE DESTINO: XY BLOQUES DE 1 MILLÓN DE NÚMEROS

S e r v i c i o s  d e  I n t e l i g e n c i a  d e  R e d Servicios Acceso
Internet

Radio-
búsqueda
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NUMERACIÓN 8XYABMCDU

(GEOGRÁFICA Y DE INTELIGENCIA DE RED)
INDICATIVO NACIONAL DE DESTINO: XY BLOQUES DE 1 MILLÓN DE NÚMEROS

Capacidad total de numeración:
100 millones de números.

Total bloques asignables: 15
Bloques no adjudicados: 75
Bloques Inteligencia de Red: 10

Total bloques: 100

Numeración geográfica asignable

Bloques vacantes (no adjudicados)*

S e r v i c i o s  d e  I n t e l i g e n c i a  d e  R e d
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Airtel
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Retevisión
Móvil

05

Movistar
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Airtel
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Moviline
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Movistar

09
Airtel
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Móvil
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Movistar
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Airtel

17 18

Movistar
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Movistar
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22 23 24 25

Movistar

26

Airtel

27 28

Movistar

29
Movistar

30 31 32 33 34 35

Movistar
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Airtel

37 38

Movistar

39

40 41 42 43 44 45

Movistar
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Airtel

47 48

Movistar

49
Movistar
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Retevisión
Móvil

51

Retevisión
Móvil

52

Retevisión
Móvil

53

Retevisión
Móvil
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Retevisión
Móvil
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Retevisión
Móvil
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Retevisión
Móvil
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Retevisión
Móvil
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Movistar

59
Movistar
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Airtel
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97 98
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NUMERACIÓN 6XYABMCDU

SERVICIOS MÓVILES BLOQUES DE 1 MILLÓN DE NÚMEROS

Capacidad total de numeración:
100 millones de números.

Total bloques asignados: 52
Bloques libres: 48

Total bloques: 100
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1030 Comunitel

1031

1032

1033 Vocalis

1034

1035 Firstmark

1036

1037

1050 Retevisión

1051 BT

1052 Uni2

1053 RSLCom

1054 Priority Telecom

1055 LDI

1057 Interoute

1058 Viatel

1071 Airtel

1072 Ola Internet

1073 Tele2

1074 Jazztel

1075 Telefónica Móviles

1077 American Telecom

1078 Telefónica

1041

1042

1043

1044

1045

1046

1047

1048

1049

CÓDIGOS DE SELECCIÓN DE OPERADOR

DE CUATRO CIFRAS

Operadores con licencia individual de tipo B1 de ámbito nacional
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10380 Metrored B1

10381

10382

10383

10384

10385

10386

10387

10388

10389

10390

10391

10392

10393

10394

10395

10396

10397

10398

10399

10580 Global One 10590 Teleglobe 10780 Madritel 10790 Cabletelca

10581 10591 Telef. Cable 10781 10791

10582 Spantel 2000 10592 Menta 10782 10792

10583 10593 10783 10793

10584 10594 10784 Carrier 1 10794

10585 Retecal 10595 AXS 10785 Loop Tel. 10795 C&W B1

10586 10596 10786 10796

10587 10597 10787 Colt 10797 *

10588 Flash 10 10598 Procono 10788 Global Tel.

10589 10599 Euskaltel 10789 R Galicia y
R Coruña

10799 Ono

CÓDIGOS DE SELECCIÓN DE OPERADOR

DE CINCO CIFRAS

Operadores con licencia individual de tipo B1 de ámbito inferior al nacional

* Asignado a R Coruña hasta 27/07/00

10798 Catalana de
Telecom.
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107000 Intertrace
107011 TM Comm 107033 Aucs 107069 Tiscali 107090 **

107001 Capcom 107012 Sarenet 107040 Peopletel 107070 Inter-
terminal

107090 Primus
Spain

107002 Vic
Telehome

107017 MCI W. 107044 Idecnet 107071 System
One

107090 Iberian N.

107003 Mondragón 107020 Tf. Data 107050 C&W A 107075 Tele-
connect

107007 * 107022 Roblon 107055 Intermail 107077 Med Tel.

107009 Duocom 107025 Opera 107060 Grupalia 107080 Loop

107010 Comunitel 107030 ARI 107066 Primus
Ibérica

107088 World-
xchange

CÓDIGOS DE SELECCIÓN DE OPERADOR

DE SEIS CIFRAS

Operadores con licencia individual de tipo A

104040 Metrored A

*

1040XY

1040XY

* De los 99 códigos de selección de operador restantes, cada operador con derecho a preselección
tiene habilitado el uso de un código de entre los anteriores hasta 01/04/2002. Dicha medida ha sido
tomada para reducir el plazo de disponibilidad de la facilidad de preselección metropolitana.

* Asignado a Priority Telecom. hasta 13/08/00

** Asignado a Ola Internet hasta 04/09/00



2.3. PRESELECCIÓN

La preselección permite al usuario decidir por
adelantado qué compañía cursará sus llamadas,
sin necesidad de marcar el código de selección
de operador en cada llamada. Por tratarse de
una importante medida para promover la com-
petencia en el mercado de la telefonía vocal, la
CMT ha efectuado un atento seguimiento de su
proceso de implantación, resolviendo con pron-
titud los conflictos planteados, adoptando una
nueva Circular sobre preselección para llama-
das metropolitanas, aprobando un plan de con-
tingencia presentado por Telefónica ante la apa-
rición de dificultades técnicas para su realiza-
ción efectiva, complementado con medidas
adicionales en caso de incumplimiento de pla-
zos, y analizando con detalle los informes que
periódicamente le remiten los operadores.

2.3.1. Resoluciones sobre conflictos
de preselección

Con posterioridad a la fecha de entrada en vi-
gor de la Circular 1/99, RSL COM y BT solicita-
ron la intervención de la CMT alegando que TE-
LEFÓNICA pretendía pactar procedimientos de
preselección en condiciones más restrictivas
que las previstas en esta Circular. La CMT resol-
vió el conflicto con fecha 2 de marzo de 2000, fi-
jando las condiciones detalladas para la tramita-
ción de solicitudes de preselección.

Dentro de este conflicto, la CMT dictó medida
cautelar en contra de TELEFÓNICA el día 28 de
diciembre de 1999, consistente en la obligación
de procesar las solicitudes de preasignación
presentadas por BT y RSL COM de acuerdo con
los procedimientos y plazos previstos en la Cir-
cular 1/99. Tras la tramitación de una denuncia
presentada por BT y RSL COM en contra de TE-
LEFÓNICA por el supuesto incumplimiento de
esta medida cautelar, la CMT sancionó a TE-
LEFÓNICA, con fecha 20 de julio, como puede

leerse en el epígrafe dedicado al ejercicio de la
potestad sancionadora.

Por otra parte, TELEFÓNICA presentó ante esta
Comisión solicitud de ampliación de los plazos
previstos para la efectividad de la preselección
amparándose en el apartado séptimo de la Cir-
cular 1/99. TELEFÓNICA acompañaba a esta so-
licitud un plan de contingencias para la tramita-
ción de las solicitudes encoladas, y aducía limita-
ciones de orden técnico que le impedían
gestionar un volumen ilimitado de solicitudes de
preasignación en los plazos indicados en la Cir-
cular. Mediante resolución 13 de abril de 2000, la
CMT aprobó, a título de medida cautelar, el plan
de contingencia propuesto por Telefónica.

Asimismo, y dado que las circunstancias excep-
cionales se prolongaron más allá del término
previsto para la aplicación del plan de contingen-
cia, la Comisión, mediante resolución de 29 de
junio de 2000, adoptó medidas tendentes a ase-
gurar el dimensionamiento adecuado de los sis-
temas de gestión de Telefónica, y aceptó tempo-
ralmente la tramitación de solicitudes en un plazo
superior a 5 días. La resolución de 29 de junio de
2000 fue objeto de recurso de reposición por
parte de Lince, el cual fue desestimado por el
Consejo, en sesión de 11 de enero de 2001.

Como resultado de toda esta actividad, se ha po-
dido llegar a finales de 2000 a una cifra cercana
a los ochocientos mil clientes preseleccionados.
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2.3.2. Circular 1/2000 sobre
preselección metropolitana

El artículo 3 del Real Decreto-Ley 7/2000, de 23
de junio, de Medidas Urgentes en el Sector de
las Telecomunicaciones establece que los ope-
radores de redes públicas fijas que tuvieran la
consideración de dominantes habrían de facili-
tar, antes del 15 de noviembre de 2000, los pro-
cedimientos de selección de operador llamada a
llamada y de preasignación de operador para
llamadas de ámbito metropolitano en las líneas
de abonado conectadas a centrales telefónicas
digitales. La Orden del Ministerio de Ciencia y
Tecnología de 6 de noviembre de 2000 estable-
ció transitoriamente un mecanismo de preselec-
ción de operador para las llamadas metropolita-
nas. Esta Orden dispone en su artículo único
que, hasta tanto no se regule el establecimiento
de mecanismos que permitan preseleccionar a
diferentes operadores en función del tipo de lla-
mada, el transporte de las comunicaciones de
ámbito metropolitano que se cursen mediante el
procedimiento de preselección será efectuado,
a elección de cada usuario, bien por el opera-
dor que provea el acceso, o bien por el opera-
dor que el usuario elija para transportar me-
diante preselección las llamadas telefónicas de
larga distancia y las llamadas a los servicios de
telefonía móvil automática y de comunicaciones
móviles personales. También se indica en este
artículo que, en los supuestos en los que el
usuario no determine expresamente el opera-
dor que deba efectuar el transporte de sus lla-
madas metropolitanas, será el operador que
provea el acceso el responsable de cursar este
tráfico.

Mediante la Orden de 31 de octubre de 2000 se
dispuso la publicación del acuerdo de la Comi-
sión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
nómicos por el que se modificó la oferta de in-
terconexión de referencia de Telefónica. En este
acuerdo se estableció que la CMT habilitase un

procedimiento abreviado para la tramitación de
las solicitudes de preselección para las llamadas
metropolitanas, formuladas a Telefónica por
aquellos operadores que ya tuvieran solicitada la
preselección para las llamadas de larga distancia
y de fijo a móvil. En cumplimiento de esta dispo-
sición, la CMT adoptó la Circular 1/2000, de 30
de noviembre, sobre la habilitación de procedi-
mientos para la preselección de comunicaciones
de ámbito metropolitano. La disponibilidad efec-
tiva de la preselección para llamadas metropoli-
tanas requirió, además de este procedimiento
abreviado, de otros dos nuevos procedimientos
no contemplados previamente. El primero per-
mitiría preseleccionar directamente a un opera-
dor para cursar todas las llamadas susceptibles
de preselección, incluidas las metropolitanas. El
segundo permitiría pasar de esta situación de
preselección de todas las llamadas, a otro estado
en la que no se preseleccionasen las llamadas
metropolitanas, y quedaran preseleccionadas ex-
clusivamente las llamadas telefónicas de larga
distancia y de fijo a móvil. En esta Circular se
consideró conveniente admitir el consentimiento
tácito para el caso concreto del procedimiento
abreviado, que permite a los clientes ya prese-
leccionados la extensión de la preselección a las
llamadas metropolitanas.

Adicionalmente a esta Circular, y para asegurar
la efectiva implantación de la preselección me-
tropolitana, la CMT, mediante Resolución de 15
de febrero de 2001, aprobó el plan de contin-
gencia propuesto por Telefónica, para comple-
tar la disponibilidad técnica de la citada facili-
dad en toda su planta, junto con otras medidas
complementarias en caso de incumplimiento
del plan de contingencia aprobado, o de los pla-
zos que apliquen a las ampliaciones de capaci-
dad de transmisión en los puntos de intercone-
xión solicitadas por los operadores interconec-
tados.
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2.4. CONSERVACIÓN DE LA
NUMERACIÓN TELEFÓNICA POR
CAMBIO DE OPERADOR:
PORTABILIDAD

2.4.1. Portabilidad móvil

El Real Decreto-Ley 16/1999 de 15 de octubre,
por el que se adoptan medidas urgentes para
combatir la inflación y facilitar un mayor grado
de competencia en las telecomunicaciones, es-
tablece que “todos los operadores que presten
servicio de telefonía móvil automática imple-
mentarán, antes del 1 de julio del año 2000, los
procedimientos que permitan a sus abonados la
conservación de su número”. A tal efecto, y en
el ejercicio de las competencias que el Regla-
mento de Interconexión atribuye a la CMT, ésta
aprobó mediante resolución de 11 de noviem-
bre de 1999 el procedimiento para la elabora-
ción de las especificaciones técnicas de las so-
luciones de la portabilidad para redes móviles.
Según este procedimiento, los operadores ha-
brían de presentar las especificaciones técnicas
de red y los procedimientos administrativos, cu-
briendo las numeraciones prepago, la portabili-
dad entre redes digitales y entre éstas y la ana-
lógica, así como la portabilidad de numeracio-
nes de red inteligente entre redes móviles y
fijas, con anterioridad al 31 de enero del 2000.
Sin embargo, y a pesar de los trabajos realiza-
dos en el seno del Foro de Portabilidad desde
noviembre de 1998, en esa fecha aún no se ha-
bía alcanzado un consenso entre los operado-
res, que presentaron sus propuestas de especi-
ficación por separado: Retevisión Móvil el 31 de
enero de 2000, y Telefónica Móviles España y
Airtel Móvil, de forma conjunta y consensuada
con posterioridad a dicha fecha.

El 11 de abril de 2000 los operadores de móvi-
les enviaron finalmente a la CMT un documento
de consenso con la definición de los mecanis-

mos necesarios para el desarrollo de la portabi-
lidad móvil en España, que significaba un
acuerdo básico sobre la introducción de las so-
luciones técnicas, así como sobre uno de los
costes asociados más relevantes: la puesta en
marcha de la portabilidad móvil en su modali-
dad de acceso indirecto6 y la migración a la mo-
dalidad de acceso directo tras superarse el um-
bral de 500.000 abonados portados. Dicho
acuerdo incluía la fijación de un precio de 2,5
pts/min para las llamadas en tránsito a través del
operador donante para tráficos originados en
redes móviles.

Finalmente, mediante Resolución de fecha 8 de
junio, la CMT aprobó las especificaciones técni-
cas aplicables a la conservación de numeración
en caso de cambio de operador en redes tele-
fónicas públicas móviles, estableciendo como
fecha límite para la implantación de las especifi-
caciones en las redes el día 22 de agosto de
2000, fijando asimismo el día 8 de octubre de
2000 como fecha límite para la realización de las
pruebas necesarias para permitir a los abona-
dos ejercer su derecho a la portabilidad. Las es-
pecificaciones se basaban esencialmente en las
propuestas de especificaciones presentadas
por los operadores, teniendo en cuenta el con-
senso por ellos alcanzado, e introduciendo mo-
dificaciones para incrementar la robustez de los
procedimientos administrativos y de la propia
solución técnica a partir de la experiencia obte-
nida por la CMT en el contexto de la portabili-
dad en redes fijas y otras actuaciones.
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6 Encaminamiento directo: Modo de encaminamiento en el
que el operador en el que se originan las llamadas resuelve
la consulta de portabilidad y encamina la llamada directa-
mente hacia la red receptora. Encaminamiento indirecto:
Modo de encaminamiento en el que la llamada es encami-
nada al operador propietario del rango de numeración del
abonado llamado, el cual resuelve la consulta de portabili-
dad y reencamina la llamada hacia la red receptora.



Adicionalmente, los operadores de móviles sus-
cribieron un acuerdo por el que se modificaba
el que había suscrito con fecha 6 de abril de
2000, en el sentido de que cada operador po-
dría desde un principio adoptar la solución de
encaminamiento (directo o indirecto) que consi-
derara más idónea, sin que ello supusiera la vul-
neración del acuerdo ni la pérdida de validez de
las restantes cláusulas.

Con posterioridad a la aprobación del calendario
para la implantación de las especificaciones téc-
nicas, un operador puso en conocimiento de la
CMT que el retraso por parte del suministrador
en la entrega del software necesario para la im-
plantación de la solución de red de portabilidad
podía comprometer el cumplimiento de dicho ca-
lendario, estimándose que la fecha de despliegue
no tendría lugar con anterioridad al 26 de no-
viembre de 2001; esta estimación no gozó del
consenso de todos los operadores, y se instó a la
CMT a que adoptase las medidas que resultasen
oportunas a fin de garantizar que la fecha de dis-
ponibilidad de la portabilidad fuera respetada.

Superada la fecha límite de 8 de octubre y ante la
constatación del incumplimiento de los operado-
res en el despliegue de la solución de red de por-
tabilidad, se solicitó por parte de un operador mó-
vil la suspensión temporal de las obligaciones de-
rivadas de la conservación de numeración en las
redes telefónicas públicas móviles, al amparo de
lo establecido en el artículo 24.10 del Reglamento
de Interconexión. La CMT acordó con fecha 8 de
noviembre la desestimación de esta petición y la
apertura de oficio de un procedimiento para la
aprobación de un Plan Excepcional de implanta-
ción de la portabilidad en redes públicas móviles.
Además, se acordó abrir, al amparo del artículo 69
de la Ley de Procedimiento Administrativo Común
y del artículo 12 del Reglamento para el ejercicio
de la potestad sancionadora, un procedimiento de
información previo a la apertura, en su caso, de un
procedimiento sancionador, con el fin de determi-

nar si existían indicios de incumplimiento imputa-
ble a operadores de redes telefónicas públicas
móviles de la resolución de esta Comisión de 8 de
junio de 2000. El Plan Excepcional de implanta-
ción de la portabilidad en redes públicas recogía
que la portabilidad de la numeración entre redes
móviles debería ser efectiva a partir del día 27 de
noviembre de 2000. A 27 de marzo de 2001, se
habían portado ya 65.182 números.

2.4.2. Portabilidad en redes fijas

Cumpliendo con la fecha prevista, la Entidad de
Referencia7 (ER) entró en producción el 3 de
enero para el desarrollo de la prueba piloto, si
bien de forma paralela los operadores siguieron
realizando pruebas en el entorno específico
creado a tal efecto. En ese momento buen nú-
mero de operadores no se encontraba aún dis-
puesto para la prueba piloto por no disponer de
la solución técnica de procedimientos adminis-
trativos que le permitiese interactuar con la ER
y/o por no tener implementados y probados en
su red los cambios en la señalización que per-
mitiesen el adecuado encaminamiento. No obs-
tante, un grupo importante de operadores sí se
encontraba en condiciones de soportar en la
fase piloto la interacción con la ER e incluso te-
nían disponibles sus sistemas para el adecuado
encaminamiento de las llamadas al nivel de se-
ñalización.

La fase piloto, cuyo horizonte temporal cubría
inicialmente los meses de enero y febrero, tenía
como objetivo corregir todos los problemas pa-
ra que los operadores pudiesen, a partir del
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7 Entidad de Referencia: La entidad que gestiona la base de
datos de referencia de los números portados y la base de
datos de transacciones, actúa como medio de comunicación
de mensajes entre operadores y toma determinadas deci-
siones ejecutivas con objeto de facilitar de forma adecuada
los procedimientos administrativos entre operadores.



mes de marzo, ofrecer comercialmente la por-
tabilidad con suficientes garantías de calidad.
Sin embargo, durante el período de pruebas se
detectó un error grave en las aplicaciones de
gestión de transacciones que llegaban a colap-
sar el sistema, traduciéndose en inestabilidad y
lentitud de proceso de la ER cuando se supera-
ban ciertos niveles de carga, niveles que se en-
contraban muy por debajo de los rendimientos
máximos recogidos en el pliego del concurso
de adjudicación de la gestión de la ER. A pesar
de las dificultades encontradas, el 16 de marzo
se portaron en España los dos primeros núme-
ros individuales, ambos donados por Telefónica,
uno a Retevisión en Barcelona (el primer núme-
ro portado) y otro a Supercable en Sevilla. Los
problemas de inestabilidad y lentitud de la ER
se sucedieron hasta mayo, fecha en la que la ER
pudo garantizar el rendimiento bajo condicio-

nes normales de carga y se comprometió a ga-

rantizar el máximo rendimiento exigible de

acuerdo con las condiciones establecidas en el

pliego para la selección de la Entidad de Ges-

tión Técnica de la ER. No obstante, la validación

de la ER por parte de los operadores del Comi-

té de Seguimiento de la Entidad de Referencia

(en adelante, CSER) no tuvo lugar hasta el 31 de

octubre de 2000.

Todos estos problemas han condicionado de

forma significativa el desarrollo de la portabili-

dad en redes fijas, como se puede apreciar en

el incremento del volumen de números porta-

dos que se observa a partir de octubre de 2000,

fecha en la cual se procedió a la validación de la

Entidad de Referencia, tal y como se aprecia en

la siguiente gráfica:
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Por otro lado, el insuficiente despliegue de las
redes de acceso alternativas, salvaguarda he-
cha de los operadores de cable, ha constituido
una barrera de facto a la penetración de la
portabilidad. Baste como ejemplo el caso de
la portabilidad en redes móviles, donde la ma-
yor disponibilidad de acceso y la tradicional
elevada rotación de los abonados de servicios
móviles han motivado que la penetración sea
superior a las redes fijas pese a llevar operati-
va un plazo de tiempo muy inferior. La recien-
te aprobación del Reglamento de acceso al
bucle de abonado y la publicación de la Ofer-
ta de Bucle de Abonado de Telefónica de Es-
paña, permiten albergar fundadas esperanzas
de que la acción combinada de acceso al bu-
cle y la facilidad de conservación de numera-
ción constituyan un arma competitiva de pri-
mer orden que permita el desarrollo de la
competencia en las redes de acceso. En con-
secuencia, a la fecha de elaboración del pre-
sente informe, resulta prematuro pronunciarse
acerca del impacto de la conservación de nu-
meración en redes de telefonía fija sobre la
competencia en el mercado de servicios de
telecomunicación.

2.4.3. Modificaciones al convenio
relativo al establecimiento
de la Entidad de Referencia

El Convenio suscrito el 2 de julio de 1999 entre
la CMT y una serie de operadores relativo al es-
tablecimiento de la ER, tenía como objeto la en-
comienda por los operadores firmantes del
Convenio a la CMT de la contratación de una
entidad (en adelante, Entidad de Gestión Técni-
ca o EGT) que analice, diseñe, desarrolle, reali-
ce las necesarias pruebas, ponga en funciona-
miento y gestione el sistema informático y de
comunicaciones de la ER. El Convenio recogía
el compromiso de la CMT y los operadores pa-
ra la constitución de un Comité de Seguimiento

de la Entidad de Referencia (CSER) al que le co-
rrespondería, en general, la supervisión del fun-
cionamiento de la ER y la elaboración de un in-
forme anual que serviría de base para posibles
revisiones del Convenio.

De igual modo, el Convenio recogía una serie
de previsiones relativas a los operadores que no
hubieran suscrito el Convenio (denominados
operadores “no adheridos”) garantizándose, en
todo caso, el derecho de acceso a la ER en con-
diciones de disponibilidad y calidad de servicio
no discriminatorias con respecto a los operado-
res sí adheridos. En la reunión del CSER cele-
brada el día 10 de marzo de 2000 y de confor-
midad con lo previsto en el apartado 1.14 del
Anexo II del Convenio, que reconoce la capaci-
dad del CSER de proponer modificaciones al
Convenio, se acordó proponer a la CMT la mo-
dificación del Convenio, con el fin de eliminar la
figura de los operadores “no adheridos”, identi-
ficándose una serie de problemas relativos a es-
ta figura.

La conservación de numeración por cambio de
operador requiere de una serie de interaccio-
nes entre los operadores, con el fin de intercam-
biar la información necesaria para completar
con éxito la transición de la numeración entre el
operador que originalmente prestaba el servi-
cio (operador donante) y el nuevo operador
prestador del mismo (operador receptor); estas
interacciones se encuentran soportadas sobre
la Entidad de Referencia, que intermedia en las
interacciones multilaterales que se establecen
entre todos los operadores para llevar a cabo to-
dos aquellos procesos asociados a la conserva-
ción de números, y actúa también como deposi-
tario de información de los números portados
constituyendo la Base de Datos de Referencia
(BDR).

A tenor de lo dispuesto en las especificaciones
técnicas y en el Convenio de la Entidad de Re-
ferencia, los operadores podrían optar por las
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siguientes cuatro posibilidades, en función de la
modalidad de conexión a la ER y a la adhesión
o no al Convenio:

A) Conexión directa a la ER y adhesión al
Convenio

Esta opción es la que plantea menos proble-
mas tanto legales como económicos, puesto
que el operador, al firmar el Convenio, se ha
comprometido frente al resto de operadores
firmantes a la financiación en la parte que le
corresponda de los costes de establecimiento,
operación, mantenimiento y futuras ampliacio-
nes de la ER.

B) Conexión indirecta a la ER y adhesión al
Convenio

Esta opción sería elegida por aquellos operado-
res que, si bien se comprometen a la financia-
ción de la ER, han optado por apoyarse en los
sistemas de otro operador a la hora de su inte-
racción con la ER, por razones técnicas y/o eco-
nómicas. Sin embargo, su presencia en el CSER
les permitiría adoptar un papel activo en la toma
de decisiones relativas a la ER.

C) Conexión directa a la ER y no adhesión al
Convenio

Esta opción constituye el supuesto que plantea
más problemas a la hora de su realización
práctica. La relación jurídica debería estable-
cerse entre el operador que quisiera conectar-
se a la ER y la propia ER. La ER constituye una
propiedad mancomunada de todos los opera-
dores adheridos al Convenio, razón por la cual
el operador no adherido debería establecer
una relación jurídica con todos y cada uno de
los operadores adheridos. Este planteamiento

adolece de una serie de inconvenientes que lo
hacen desaconsejable, tales como la falta de
determinación de unas reglas que arbitren las
relaciones con los operadores adheridos, fija-
ción de los costes, facturación, responsabilidad
exclusiva de los operadores adheridos, riesgo
de separación de los operadores adheridos...
etc.

D) Conexión indirecta a la ER y no adhesión
al Convenio

En este supuesto, los operadores no adheri-
dos podrían acceder a la ER de forma indirec-
ta, esto es, apoyándose en los sistemas de un
operador adherido a la hora de su interacción
con la ER. En este caso, la relación entre un
operador no adherido y otro adherido que
proporciona al primero una conexión indirecta
es esencialmente bilateral, ya que el operador
no adherido se conectaría a la ER soportándo-
se en el adherido, fijándose únicamente unas
reglas que regulen las relaciones entre ambos.
Esta opción podría llevarse a cabo aún cuando
no se contempla expresamente en el Conve-
nio, de acuerdo con el principio de libertad de
pactos que rige nuestro ordenamiento jurí-
dico.

Una vez analizada la propuesta del CSER rela-
tiva a la supresión genérica de los no adheri-
dos, tanto desde el punto de vista del manteni-
miento de las condiciones de competencia
efectiva como desde el punto de vista estricta-
mente jurídico, la CMT resolvió denegar la
propuesta de supresión con carácter general
de la figura de los operadores no adheridos al
Convenio de la ER. En este sentido, la Comi-
sión entiende que sería posible dar cabida a
una fórmula alternativa a la supresión total de
los no adheridos (propuesta del CSER), que
simultáneamente a) siga garantizando la liber-
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tad de suscribir o no el Convenio; b) no colo-
que en situación de desventaja competitiva a
los operadores que decidan no adherirse al
mismo y c) libere a los firmantes de las obli-
gaciones relativas a la disponibilidad, calidad
y demás condiciones que los operadores ad-
heridos tienen que proporcionar a los no ad-
heridos relativas al uso de la entidad de refe-
rencia. No obstante, la Comisión propuso una
fórmula alternativa que consistía en la supre-
sión del acceso directo a la ER de los no ad-
heridos al Convenio, entendiendo que esta si-
tuación provocaría una serie de problemas
(facturación, fiscalidad de los ingresos, fijación
de costes) que quedarían solventados mante-
niendo la posibilidad de que los operadores
no adheridos accedieran de forma indirecta a
la ER, disponiendo los operadores con obliga-
ciones de portabilidad de la posibilidad de
optar por alguna de las siguientes alternativas:

a) Firma del Convenio y acceso directo a la ER.

b) Firma del Convenio y acceso indirecto a la
ER (subcontratación del servicio de portabi-
lidad con otro operador).

c) No adhesión al Convenio y acceso a la ER in-
directamente, esto es, a través de un tercero
que le prestaría el servicio de portabilidad.

El acceso indirecto a la ER se materializaría en
el marco de un contrato de derecho privado en-
tre las partes, quedando a la libertad contractual
de éstas la fijación de las condiciones (econó-
micas y de todo tipo) que se estimen oportunas,
sin perjuicio de que tales pactos habrán de ga-
rantizar en todo caso los principios de objetivi-
dad, transparencia, proporcionalidad y no dis-
criminación en el acceso a la ER. En la actuali-
dad, los operadores se encuentran analizando
las alternativas antes de proceder a la modifica-
ción del Convenio de la Entidad de Referencia.

3. CONTROL
DEL CUMPLIMIENTO
DE LAS OBLIGACIONES
DE SERVICIO PÚBLICO

3.1. OBLIGACIONES DE SERVICIO
PÚBLICO

De conformidad con lo establecido en el artículo
35.2 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones (en adelante Ley General
de Telecomunicaciones)8 y en el artículo 1.dos. 2
d) de la Ley 12/1997, de 24 de abril, de Liberali-
zación de las Telecomunicaciones, corresponde
a la Comisión del Mercado de las Telecomunica-
ciones la función de control del cumplimiento de
las obligaciones de servicio público.

En este ámbito de actuación, la CMT ha aproba-
do quince resoluciones, todas ellas relativas a la
prestación del servicio universal. Como nove-
dad respecto a 1999, destacar que este año las
actuaciones no sólo se han producido como
consecuencia de reclamaciones o denuncias de
particulares, sino también a raíz de consultas
formuladas por otras Administraciones Públicas,
operadores de telecomunicaciones y asociacio-
nes de consumidores y usuarios. Del total de re-
soluciones aprobadas, siete tuvieron por objeto
atender reclamaciones relativas a la conexión a
la red telefónica pública fija y el acceso a la
prestación del servicio telefónico fijo disponible
al público y tres de ellas versaron sobre el de-
recho de los abonados a disponer de una guía
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telefónica y de un servicio de información na-
cional sobre el contenido de dicha guía. En tres
resoluciones se declaró concluso el procedi-
miento como consecuencia de la desaparición
sobrevenida del objeto del mismo y, en las dos
restantes, se resolvió no iniciar procedimiento
administrativo alguno al quedar acreditado en el
periodo de información previa que no persistían
las deficiencias en la prestación del servicio ob-
jeto de la denuncia.

Como puede apreciarse, y al igual que el año
pasado, el mayor número de reclamaciones ha
girado en torno a las condiciones económicas y
técnicas bajo las que Telefónica debería pro-
porcionar la conexión a la red telefónica pública
fija y al acceso a la prestación del servicio tele-
fónico fijo. En todos los casos, la CMT ha decla-
rado que ambos servicios están reconocidos en
la Ley General de Telecomunicaciones como
derechos de todo ciudadano incluidos dentro
del concepto de servicio universal de telecomu-
nicaciones y que Telefónica de España, S.A.U.
está obligada a su prestación. Este criterio se ha
asentado sobre el principio de neutralidad eco-
nómica: el cumplimiento de la obligación de
servicio universal no se puede eludir sobre la
base del coste de la operación, ni se puede con-
dicionar a la previa recepción de compensa-
ción.

A continuación se comentan algunas de las re-
soluciones más relevantes, sin perjuicio de que
todas las resoluciones aprobadas durante el año
2000 aparezcan a texto completo en el CD-ROM
que se adjunta con el presente Informe Anual:

• Resolución de 15 de junio de 2000, por la que
se aprueba el Informe al Ayuntamiento de
Cubas de la Sagra (Madrid) con relación a la
negativa de Telefónica de España, S.A.U. a la
prestación, a un vecino de dicho municipio,
del servicio telefónico disponible al público.

El Ayuntamiento de Cubas de la Sagra puso de
manifiesto en su escrito, que debido a la dene-
gación a Telefónica de España, S.A.U., de una li-
cencia de obra para instalar postes en suelo ur-
bano residencial (puesto que las Normas Subsi-
diarias de Planeamiento de Cubas de la Sagra
obligan a que las redes de suministros en suelo
urbano sean subterráneas), el citado operador
informó a un vecino que había solicitado el ac-
ceso al servicio telefónico fijo disponible al pú-
blico que no iba a atender su solicitud por no te-
ner presupuesto suficiente para acometer el en-
terramiento de la línea. En atención a lo anterior,
el Ayuntamiento solicitó informe acerca de la
actitud de Telefónica de España, S.A.U.

Tras el análisis de la solicitud presentada, la Co-
misión, en su Acuerdo de 15 de junio de 2000,
concluyó lo siguiente:

a) Que la conexión a la red telefónica pública fija
y el acceso al servicio telefónico fijo disponible al
público, son derechos que la Ley General de Te-
lecomunicaciones reconoce a todo ciudadano
como derechos incluidos en el servicio universal
de telecomunicaciones, siendo Telefónica de Es-
paña, S.A.U., el operador obligado transitoria-
mente a la prestación del servicio universal.

b) Que el cumplimiento de la obligación de ser-
vicio universal por parte de Telefónica de Espa-
ña, S.A.U. no se puede eludir sobre la base del
coste de la operación ni se puede condicionar a
la previa recepción de compensación.

c) Que el cumplimiento de la obligación de ser-
vicio universal puede realizarse haciendo uso
de la solución tecnológica que Telefónica de Es-
paña, S.A.U. estime conveniente, siempre y
cuando se asegure la efectividad de los dere-
chos que, en materia de servicio universal, el le-
gislador reconoce a los solicitantes, garantizan-
do asimismo las prestaciones, características
técnicas y niveles de calidad previstos por la
normativa sectorial aplicable.
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d) Que Telefónica de España, S.A.U., en el uso
del dominio público local para la instalación de
redes públicas de telecomunicaciones, se halla
obligada a respetar las normas urbanísticas vi-
gentes, y, en particular, a canalizar subterránea-
mente la red cuando así lo establezca un instru-
mento del planeamiento.

• Acuerdo de 6 de julio de 2000, por el que se
aprueba la Resolución en el expediente ME
1999/1416: Suministro de puntos de termina-
ción de red (en adelante, PTRs) en la vía públi-
ca y de servicio de telefonía fija disponible al
público, por parte de Telefónica de España,
S.A.U., a empresas cuyo objeto de negocio es
la instalación y explotación de teléfonos de uso
público.

La Asociación de Operadores de Telefonía de
Uso Público de España (en adelante, AOTEP)
solicitó la intervención de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones para que de-
clarase la obligación de Telefónica de España,
S.A.U., como operador obligado a prestar el ser-
vicio universal, de instalar PTRs en la vía pública
y de suministrar el servicio telefónico fijo dispo-
nible al público a empresas cuyo objeto de ne-
gocio es la instalación y explotación de teléfo-
nos públicos de pago, siempre que acrediten
disponer de la preceptiva concesión administra-
tiva para ocupar el dominio público, otorgada
por el Ayuntamiento correspondiente.

A juicio de Telefónica de España, S.A.U., la insta-
lación de PTRs en la vía pública y del servicio
telefónico fijo disponible al público a este tipo
de empresas, no tiene la consideración de pres-
tación incluida en el servicio universal, puesto
que el fin de éste último es garantizar que los
ciudadanos (consumidores finales) accedan a
una oferta suficiente de teléfonos públicos de
pago en todo el territorio nacional, pero no faci-
litar que terceros desarrollen actividades co-
merciales subvencionadas por los operadores
obligados a sufragar el servicio universal.

Una vez incoado el correspondiente expediente
administrativo, en su Resolución de 6 de julio de
2000, esta Comisión concluyó:

a) Que no cabe catalogar el suministro de PTRs
en la vía pública solicitado como un acceso es-
pecial, sino como un acceso equiparable al con-
vencional, suministrado a la generalidad de los
usuarios, y por lo tanto integrado en el concep-
to de servicio universal.

b) Que la empresa Servicios Telefónicos del Ar-
chipiélago, S. L., perteneciente a la AOTEP, tiene
derecho al suministro de los PTRs en la vía pú-
blica municipal donde resulta acreditado el
otorgamiento de permiso de ocupación por
parte de la autoridad local competente.

c) Que la instalación de PTRs y la provisión del
servicio de telefonía disponible al público por
parte de Telefónica de España, S.A.U. deberán
garantizar las prestaciones, características téc-
nicas y niveles de calidad previstos por la nor-
mativa sectorial aplicable. Igualmente, en el
cumplimiento de estas obligaciones el opera-
dor habrá de respetar los principios de accesi-
bilidad, asequibilidad, igualdad, no discrimina-
ción, permanencia y continuidad fijados por di-
cha normativa. En lo que se refiere a las
condiciones económicas, se aplicará el régimen
de precios que en cada momento pueda estar
vigente para los conceptos de alta e instalación
de PTRs y provisión de telefonía fija disponible
al público.

• Resolución de 20 de julio de 2000, sobre la so-
licitud presentada por una usuaria en relación
con su petición a Telefónica de España, S.A.U.
de conexión a la red Telefónica pública fija en
Abarán (Murcia).

La interesada puso de manifiesto en su escrito
de solicitud que Telefónica de España, S.A.U. ha-
bía anulado su petición de alta de una línea te-
lefónica para su fábrica de belenes, determi-
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nando que la solución técnica adecuada era uti-
lizar un acceso TRAC puesto que la instalación
de una línea de cable de pares convencional se
había calificado de alto coste.

La interesada se negó a la instalación de la línea
telefónica mediante el acceso TRAC porque, a
su juicio, dicha tecnología planteaba problemas
para la transmisión telefónica de datos.

Tras la incoación del correspondiente expedien-
te administrativo, la Comisión, en su Resolución
de 20 de julio de 2000 concluyó lo siguiente:

a) Que Telefónica de España, S.A.U. está obliga-
da a atender de inmediato la solicitud de la in-
teresada y, en consecuencia, debe proceder a
suministrarle en su establecimiento una cone-
xión con la red telefónica pública fija y a pres-
tarle el servicio telefónico fijo disponible al pú-
blico, haciendo uso de la solución tecnológica
que, resultando más conveniente y posibilitando
la compatibilidad de su instalación con lo pre-
visto en la normativa vigente, asegure la efecti-
vidad de las prestaciones del servicio universal
de telecomunicaciones, garantizando asimismo
las prestaciones, características técnicas y nive-
les de calidad previstos en la normativa vigente
de aplicación.

b) Que en virtud del principio de neutralidad
económica en la prestación del servicio univer-
sal, resulta irrelevante, a los efectos del cumpli-
miento de las obligaciones de servicio universal
por Telefónica de España, S.A.U., el coste de la
instalación necesaria para atender las solicitu-
des de los ciudadanos en relación con la cone-
xión a la red telefónica pública fija, sin perjuicio
de que dicho coste sea susceptible de contra-
prestación económica, según las reglas estable-
cidas para la financiación del servicio universal
de telecomunicaciones.

• Resolución de 21 de septiembre de 2000, so-
bre la denuncia formulada por el Ayuntamien-

to de Guadalajara en relación a la nueva edi-
ción de las Páginas Blancas en la provincia de
Guadalajara, por parte de Telefónica Publici-
dad e Información, S.A.

En su escrito, el Ayuntamiento de Guadalajara
solicitaba la intervención de la Comisión del
Mercado de las Telecomunicaciones, centrando
su reclamación en dos cuestiones:

a) La obligación de Telefónica Publicidad e In-
formación, S.A. (en adelante TPI), como filial del
operador dominante, de incluir determinados
datos en la guía de abonados, en concreto, la in-
clusión en la misma del nombre y número de te-
léfono de cada uno de los servicios del Ayunta-
miento.

b) La obligación de TPI de incorporar determi-
nados elementos publicitarios en dicha guía co-
mo medio para destacar determinados datos en
la misma.

Tras la incoación del correspondiente expe-
diente administrativo, la Comisión, en su Resolu-
ción de 21 de septiembre de 2000 concluyó lo
siguiente:

a) Que el legislador nacional garantiza entre el
conjunto mínimo de prestaciones que deberán
financiarse en el marco del servicio universal, la
puesta a disposición gratuita a todos los abona-
dos del servicio telefónico fijo disponible al pú-
blico de una guía telefónica, que deberá ser im-
presa, actualizada y unificada para cada ámbito
territorial y un servicio nacional de información
sobre el contenido de la misma.

b) Que, de conformidad con la normativa vigen-
te en materia de telecomunicaciones y hasta
tanto no se apruebe la Orden Ministerial previs-
ta en el artículo 14 del Reglamento del Servicio
Universal, a efectos de identificar correctamen-
te al abonado, esto es, el Ayuntamiento de Gua-
dalajara, Telefónica de España, S.A.U., está obli-
gada a incluir el nombre de cada uno de los ser-
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vicios de dicho Ayuntamiento en las páginas
blancas de su provincia.

c) Que las inserciones publicitarias que se rea-
licen en las guías deberán acordarse libremen-
te entre Telefónica de España, S.A.U. y el Ayun-
tamiento de Guadalajara, pues, al afectar al as-
pecto editorial del servicio de guías de
abonados, está sujeto al principio de libertad de
contratación entre las partes, si bien deberá res-
petarse en todo caso el principio de no discri-
minación.

3.2. CONTABILIDAD ANALÍTICA
DE COSTES

A lo largo del año la CMT ha llevado a cabo una
serie de actividades esenciales para el correcto
desarrollo posterior de las funciones vinculadas
a la contabilidad analítica de costes de los ope-
radores dominantes, como son las de asegurar-
se de que los precios de los servicios ofertados
estén orientados a costes y de que el cálculo
del coste neto de la prestación del Servicio Uni-
versal se fundamente, efectivamente, en proce-
dimientos y criterios objetivos, transparentes, no
discriminatorios y proporcionales. Estas activi-
dades han dado como resultado las tres resolu-
ciones siguientes: Resolución de 15 de junio
“sobre el sistema de contabilidad analítica de
Telefónica de España, S.A.U. para el ejercicio
1999”, Resolución de 15 de junio sobre “la tasa
anual de retorno para el cómputo de los costes
de capital en la contabilidad de costes de Tele-
fónica de España, S.A.U. durante los ejercicios
1999 y 2000” y Resolución de 27 de julio sobre
“los principios de contabilidad de costes apli-
cables a operadores dominantes”.

En 1999, la CMT había definido ya “los princi-
pios, criterios y condiciones que debía satisfa-
cer el sistema de contabilidad analítica de cos-
tes” de Telefónica de España, S.A.U., y había es-
tablecido un plazo de nueve meses para que

dicha compañía procediera a su elaboración y
lo presentara para su posterior aprobación. La
aprobación se llevó a cabo, con algunas modifi-
caciones de mejora y de subsanación de erro-
res detectados, mediante la primera de las re-
soluciones citadas en el párrafo anterior. En es-
ta misma resolución se instó a Telefónica para
que implantara inmediatamente el nuevo siste-
ma contable y lo aplicara al período de opera-
ciones del año 1999, de forma que se pudiera
contar con los resultados del ejercicio anterior,
en sus versiones de “costes históricos” y “cos-
tes corrientes”, antes del 30 de octubre de
2000.

Como aspecto complementario al anterior e im-
prescindible para la obtención de resultados en
la contabilidad analítica, la CMT aprobó, tam-
bién con modificaciones, en la segunda de las
resoluciones citadas, la tasa anual de retorno
para el cómputo de los costes de capital en la
contabilidad de costes de Telefónica de España,
S.A.U. durante los ejercicios 1999 y 2000. Según
la metodología propuesta por Telefónica, la tasa
sería la resultante de aplicar el coste medio
ponderado de los capitales utilizados (en termi-
nología anglosajona WACC: Weighted Average
Cost of Capital), según la siguiente fórmula fi-
nanciera:

WACC= Re* (E/(E+D)) + Rd * (D/(E+D))

donde Re es el coste de los recursos propios,
Rd es el coste de la deuda financiera, E es el va-
lor de mercado de los fondos propios y D es el
valor de la deuda financiera.

Una vez obtenido el valor del WACC con la fór-
mula anterior, la tasa de retorno sobre activos
(ROA) se calcularía mediante la fórmula:

ROA = WACC / (1-% IMPUESTO)

La propuesta de Telefónica indicaba un ROA =
15,88% para el año 2.000, del que, una vez de-
ducido el Impuesto de Sociedades del 35%, se
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obtendría un WACC = 10,32%. Y para el ejerci-
cio 1.999, un ROA = 14,30% y un WACC =
9.30%. La CMT, una vez valorados los paráme-
tros básicos, y aceptando la metodología, consi-
deró razonable una “tasa de retorno” (ROA) del
12,0% para el año 1999 y del 12,6% para el
2000.

Con posterioridad a estas dos resoluciones, se
publicó el Real Decreto-Ley 7/2000, de 23 de ju-
nio, que establece que los operadores del ser-
vicio telefónico fijo y de líneas susceptibles de
arrendamiento que tengan la consideración de
dominantes, deberían presentar a los Ministe-
rios de Economía y de Ciencia y Tecnología y a
la CMT, antes del 31 de julio de cada año, los re-
sultados del Sistema de Contabilidad de Costes
para el último ejercicio cerrado y del inmediata-
mente anterior. Su publicación en el Boletín Ofi-
cial del Estado de fecha 24 de junio de 2000 im-
plicaba que la entrada en vigor de la citada obli-
gación se iniciaba ese mismo año, con efectos
sobre las cuentas del ejercicio 1999. En cumpli-
miento de esta norma, TESAU presentó a la
CMT los resultados de su Contabilidad de Cos-
tes para el ejercicio 1999, si bien señalaba que,
debido a la premura de tiempo, los resultados
se habían obtenido utilizando el sistema de cos-
tes desarrollado inicialmente, sin que se hubie-
ran introducido las modificaciones aprobadas
en su día por la CMT.

Por último, a través de la Resolución sobre “los
principios de contabilidad de costes aplicables
a operadores dominantes”, la CMT amplió el
ámbito de aplicabilidad de tales principios, que
afectaban anteriormente sólo a Telefónica de
España, a otras operadoras declaradas domi-
nantes por esta Comisión. De esta forma se da-
ba el primer paso hacia un proceso similar al
descrito anteriormente, que debe permitir a la
CMT asegurar la orientación a costes de los
precios de interconexión de los operadores de
móviles que han sido declarados dominantes en

el mercado nacional de interconexión a lo largo
del pasado ejercicio, como se detallará más
adelante en este Informe.

4. COMPARTICIÓN
DE INFRAESTRUCTURAS

A lo largo del año, la CMT aprobó diez resolu-
ciones relativas al uso compartido de infraes-
tructuras de telecomunicaciones a construir en
diversos tramos del dominio público viario de
carreteras de la Red de Interés General del Es-
tado, parte todos ellos del mismo proyecto de
construcción de un anillo de fibra óptica. Dada
la generalidad9 del precepto de la Ley General
de Telecomunicaciones que se ocupa de esta
materia (artículo 47), la repercusión de estas re-
soluciones10 ha sido grande, ya que ha permiti-
do fijar unos criterios que están siendo aplica-
dos directamente por los operadores en situa-
ciones similares, sin necesidad de recurrir a la
CMT.

Estas resoluciones resuelven un conflicto de
compartición de infraestructuras de telecomuni-
caciones planteado tras la solicitud previa por
parte de Interoute de ocupación del dominio
público. La Ley General de Telecomunicacio-
nes, en su artículo 47, prevé que en supuestos
de solicitud de ocupación de dominio público
por parte de un operador, pueda permitirse a
otros operadores interesados que así lo mani-
fiesten la utilización compartida de las infraes-
tructuras. En el presente caso fueron varios los
operadores que expresaron sucesivamente su
interés, sin que lograran alcanzar un acuerdo
sobre las condiciones de uso compartido. Tras
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agotar el plazo del que disponían para llegar a
un acuerdo voluntario, el solicitante inicial de la
ocupación del dominio público, Interoute, solici-
tó la intervención de la CMT para que fuera és-
ta quien fijara las condiciones de uso comparti-
do, de acuerdo con el artículo 49 del Reglamen-
to de Servicio Universal.

Estas Resoluciones han consolidado un modelo
de Acuerdo para determinar las condiciones de
uso compartido en aquellas situaciones en que
los operadores han solicitado la intervención de
la CMT.

Debe señalarse que si bien el Acuerdo hace re-
ferencia a supuestos de compartición de infra-
estructuras para la instalación de redes subte-
rráneas de fibra óptica en autopistas y carrete-
ras, la aplicación del mismo mutatis mutandi en
otros tipos de redes es prácticamente automáti-
ca, ya que el Acuerdo se caracteriza por su ge-
neralidad y facilidad de aplicación práctica. Las
líneas generales del Acuerdo se resumen a con-
tinuación:

4.1. Establecimiento de los Principios
generales de actuación de la CMT
en la materia

La CMT ha considerado necesario establecer
una serie de principios que aplica en los asun-
tos que corresponden a su competencia, pres-
tando especial atención al contexto particular
de cada uno de ellos. Los principios son los si-
guientes:

4.1.1. Ámbito de la compartición

En principio, la LGTel habla de uso compartido
de los “bienes de propiedad pública y priva-
da”. Sin embargo, el Reglamento del Servicio
Universal, en su artículo 48.1, alude al uso com-
partido “de las instalaciones que realicen sobre
las propiedades afectadas o de éstas”. Es decir,

se puede establecer el uso compartido de la
propiedad misma o bien de las instalaciones o
infraestructuras que sobre tal propiedad cons-
truya el operador beneficiario de la ocupación.
Así lo subraya el artículo 48.2 del citado Regla-
mento al señalar que “el uso compartido de ta-
les instalaciones, infraestructuras o propiedades
deberá ser objeto de acuerdo técnico y comer-
cial entre las partes afectadas”.

La determinación, en cada caso, de cuál sea el
bien a compartir no es, en modo alguno, baladí.

En efecto, la posición de los operadores (bene-
ficiario e interesados) en este procedimiento no
puede ser la misma, y por tanto las condiciones
a imponer por esta Comisión serán de naturale-
za e intensidad bien diferente si la compartición
lo es de la propiedad pública o privada sobre la
que aún no se han realizado instalaciones, o si
se trata de establecer condiciones para el uso
compartido de instalaciones realizadas o a rea-
lizar, o de infraestructuras de telecomunicacio-
nes ya establecidas o a establecer.

La determinación de qué es objeto de uso com-
partido (si el bien o la instalación) dependerá
del momento en que se solicita la compartición
y del acuerdo entre los interesados y puede
adoptar muy variadas formas: que el operador
inicial sea titular de las infraestructuras y ceda
su uso al entrante, o viceversa; que se constru-
yan conjuntamente las instalaciones, constitu-
yéndose una comunidad de bienes; que se cree
una persona jurídica distinta para la construc-
ción y explotación de las nuevas instalaciones,
etc.

En defecto de acuerdo entre los interesados, de-
berá determinarse el ámbito de la compartición
en la resolución de esta Comisión (así, el artícu-
lo 48.2 del Reglamento, en su inciso final, señala
que “las resoluciones de la Comisión del Mer-
cado de las Telecomunicaciones que establez-
can condiciones de utilización compartida po-
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drán incluir la fijación de criterios del reparto
de costes, del reparto de las instalaciones o de
la propiedad”).

Tal determinación implicará condiciones distin-
tas de compartición. En aquellos supuestos en
que se pretenda construir una infraestructura
que permita satisfacer las necesidades del ope-
rador interesado en la compartición sin obras
adicionales (o con obras de escasa importan-
cia) parecería lógico que fuera el operador be-
neficiario de la ocupación el que construyera la
infraestructura, concediendo a los demás un de-
recho de uso sobre la misma. En este caso, la re-
solución de compartición debería atribuir al be-
neficiario de la ocupación la responsabilidad de
la construcción de la infraestructura (estable-
ciendo las cautelas necesarias para salvaguar-
dar que no se impida el derecho de uso de los
demás operadores) y fijar el precio a abonar al
beneficiario y las demás condiciones de la ce-
sión del uso de las instalaciones.

En aquellos casos en que la solicitud de los de-
más interesados sea de ocupación de la propie-
dad, el uso compartido lo será del bien mismo,
de tal manera que todos los operadores intere-
sados serían cotitulares de las instalaciones o de
la infraestructura creada sobre el bien cuyo uso
se comparte y podrían controlar su construc-
ción. En estos casos, debe buscarse la forma de
conciliar el hecho de que el responsable frente
a la Administración es sólo el beneficiario y el
hecho de que parece adecuado atribuir a todos
los operadores la cotitularidad de las infraes-
tructuras comunes que se construyan.

Esta misma solución sería aplicable en el caso
de que las peticiones de los demás interesados
alterasen la obra que pretendiera realizar el be-
neficiario (siempre y cuando no supusieran que
la coutilización fuera económicamente inviable
o que se requirieran obras adicionales de im-
portancia, supuesto en que no procedería la
compartición conforme al artículo 47.3.a) y b)

de la LGTel), caso en el cual la compartición de-
berá establecerse sobre la propiedad misma.

En todo caso es importante destacar que el de-
recho a compartir se ejerce respecto de un de-
terminado proyecto de ocupación, como vere-
mos, lo que supone que los demás operadores
que acudan deberían, en principio, sumarse al
proyecto existente. Esta afirmación implica el
reconocimiento de que las bases del proyecto
inicial presentado por aquel que en primer lu-
gar solicita la ocupación de un bien, deben ser
aceptadas por los demás que quieran ejercer la
compartición. En este sentido se pronuncia la
propia Ley General de Telecomunicaciones en
su artículo 47.3 cuando indica que las condicio-
nes de uso compartido “no requieran obras adi-
cionales de importancia” sobre –se sobreen-
tiende- el proyecto inicial. Este proyecto inicial
sufrirá las modificaciones necesarias para que,
en lugar de satisfacer las necesidades de infra-
estructuras de uno en ese recorrido, se satisfa-
gan las de todos aquellos que acudan a la com-
partición. Se trata por lo tanto de una adaptación
de su naturaleza exclusivamente necesaria para
dar cabida adicional a otros operadores.

La preponderancia del proyecto inicial puede,
no obstante, verse matizada si su configuración
no resulta adecuada para la salvaguarda de la
competencia o si del mismo puedan resultar le-
sionados los derechos que, como cousuarios de
la infraestructura común que se construya, tie-
nen los demás operadores que, no lo olvide-
mos, tienen reconocido un derecho genérico de
ocupación.

A) Intervención mínima

Es éste un principio que preside la actuación
administrativa con carácter general y la actua-
ción de esta Comisión en el ámbito del uso
compartido de infraestructuras, por imperativo
legal. Como se recoge en el régimen que reco-
ge la LGTel, la compartición debe ser objeto de
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acuerdo entre las partes y sólo en defecto de
éste interviene la CMT.

Los operadores que manifestan su interés en el
uso compartido de infraestructuras disponen de
un periodo de veinte días para negociar libre-
mente las condiciones de coutilización. La falta
de acuerdo total o parcial entre los operadores
legitima la intervención de esta Comisión, pre-
via solicitud por parte de uno o varios operado-
res (artículo 47.2 de la LGTel).

En virtud del principio de intervención mínima,
esta Comisión no ha tenido la intención de re-
gular exhaustivamente todos los aspectos del
uso compartido, sino que ha establecido las
condiciones de uso compartido únicamente en
aquellos puntos en los que las partes mantienen
su desacuerdo.

Este principio de mínima intervención se matiza
con el establecimiento de un mecanismo de re-
solución vinculante por esta Comisión de los
conflictos que pudieran derivarse de la inter-
pretación o ejecución de las condiciones de
coutilización.

B) Proporcionalidad en las condiciones que
se deban adoptar

El principio de mínima intervención implica,
además, que la coutilización y sus condiciones
deben limitarse al ámbito estrictamente necesa-
rio para la obtención del fin legalmente per-
seguido, sin perjuicio de que, cuando la com-
partición sea objeto de acuerdo entre las par-
tes, éstas le den el alcance que tengan por
conveniente.

En este sentido, el volumen de la obra a realizar,
expresado mediante el importe total de ejecu-
ción del proyecto, así como del número de kiló-
metros lineales de carretera, será el factor que
permita ponderar la idoneidad de las condicio-
nes de uso compartido.

C) Posición que ocupan cada uno de los sujetos
intervinientes interesados en la compartición

Es necesario distinguir aquí entre aquél que en
primer lugar ejerce su derecho de ocupación
de una propiedad y aquél o aquéllos que, a pos-
teriori, manifiestan su interés en compartir la in-
fraestructura que sobre dichos bienes ocupa-
dos va a desplegarse.

Aquél que solicita la ocupación de dominio públi-
co o la expropiación forzosa de una propiedad
privada (o el establecimiento de una servidum-
bre sobre ésta) es el único beneficiario de los
mencionados procedimientos, esto es, el único
responsable frente a la Administración conceden-
te y el único titular de los derechos derivados de
estos procedimientos administrativos.

Así resulta de lo establecido en el apartado 3. c)
del artículo 47 de la Ley General de Telecomu-
nicaciones, que alude a “la entidad a la que se
otorga el derecho de ocupación”, y en el apar-
tado 5 del mismo artículo que se refiere a “la
obligación del beneficiario [de la ocupación o
de la expropiación forzosa de bienes] de per-
mitir su uso compartido”, así como en el artícu-
lo 49 párrafo quinto del Reglamento de Servicio
Universal que alude “a las obligaciones impues-
tas al beneficiario”. Es decir, el operador que
solicita la compartición no tendrá el derecho de
ocupación concreta del dominio público -o de
la propiedad privada expropiada o de la servi-
dumbre establecida- (que se otorgará exclusi-
vamente al solicitante inicial), sino exclusiva-
mente un derecho de uso compartido.

4.1.2. Beneficiario de la concesión de
ocupación y determinación del
derecho de uso compartido.
Preponderancia del Proyecto Inicial

La ocupación de un bien concreto de titularidad
pública se realiza mediante la tramitación, por la
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Administración titular del bien, del correspon-
diente expediente de ocupación.

Por lo tanto, el solicitante inicial de la ocupación
de dominio público objeto de compartición es el
único beneficiario de la concesión de ocupación,
sin perjuicio de que el titular de la propiedad le
obligue al uso compartido en los términos del art.
49, párrafo 5 del Reglamento del Servicio Univer-
sal. No es obstáculo a lo anterior el hecho de que
los operadores que han solicitado la utilización
compartida sean titulares del derecho de ocupa-
ción del dominio público y tengan impuestas obli-
gaciones de servicio público (artículo 48.1 del
Reglamento del Servicio Universal).

Asimismo, el derecho a compartir se ejerce res-
pecto de un determinado proyecto de ocupa-
ción presentado por el solicitante inicial, lo que
supone que los demás operadores que acudan
deben, en principio, sumarse al proyecto exis-
tente. Esta afirmación implica el reconocimiento
de que las bases del proyecto inicial presentado
por aquel que en primer lugar solicita la ocupa-
ción de un bien, deben ser aceptadas por los
demás que quieran ejercer la compartición. En
este sentido se pronuncia la propia LGTel en su
art. 47.3 cuando indica que las condiciones de
uso compartido “no requieran obras adicionales
de importancia” sobre –se sobreentiende- el
proyecto inicial. Este proyecto inicial sufrirá las
modificaciones necesarias para que, en lugar
de satisfacer las necesidades de infraestructu-
ras de uno en ese recorrido, se satisfagan las de
todos aquellos que acudan a la compartición. Se
trata por lo tanto de una adaptación de su natu-
raleza exclusivamente necesaria para dar cabi-
da adicional a otros operadores.

La preponderancia del proyecto inicial puede,
no obstante, verse matizada si su configuración
no resulta adecuada para la salvaguarda de la
competencia o si del mismo puedan resultar le-
sionados los derechos que, como cousuarios de
la infraestructura común que se construya, tie-

nen los demás operadores que tienen reconoci-
do un derecho genérico de ocupación.

4.1.3. Determinación de la extensión
del derecho compartido

Con el fin de determinar la extensión del dere-
cho de uso compartido de los operadores que
han manifestado su interés, debe partirse de
que el proyecto concebido por el solicitante ini-
cial se ve alterado por las peticiones de los de-
más operadores, en la medida en que la zanja a
construir tiene un volumen superior al inicial-
mente previsto. En esta situación, no sería lógi-
co que el operador beneficiario de la ocupación
acometiera la realización de toda la obra, insta-
lando los tubos que solicitaran los otros opera-
dores, pero sin intervención alguna de éstos, a
los que se concedería un derecho de uso de
esos tubos. Parece más razonable que se otor-
gue a estos operadores el derecho a intervenir
en la construcción misma de las canalizaciones,
instalar los materiales que tengan por conve-
niente –que serían de su exclusiva propiedad-,
supervisar la ejecución de la obra, etc.

Ello hace necesario distinguir dos ámbitos en la
infraestructura compartida: de un lado, los ele-
mentos de uso exclusivo de cada operador, so-
bre los cuales estos mantienen una propiedad
exclusiva; y de otro, los elementos de la infraes-
tructura construida cuyo uso es intrínsecamente
común a todos los operadores, cuya propiedad
se rige en régimen de comunidad entre los
operadores partícipes, sin perjuicio de que el
único titular del derecho de ocupación frente a
la Administración sea solamente el promotor o
solicitante inicial.

4.1.4. Comité de Seguimiento

La creación del Comité de Seguimiento constitu-
ye el establecimiento de un mecanismo que evite
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trasladar en las relaciones ad intram entre los ope-
radores copropietarios la situación preponderan-
te del titular de la ocupación y como entidad que
contrata la obra en el presente proyecto.

Corresponden a la Comisión de Seguimiento
dos facultades de gran relevancia para el control
y seguimiento de la ejecución de las obras por
parte de los operadores solicitantes, como son,
por una parte, la potestad de los operadores so-
licitantes para suspender parcial o totalmente la
ejecución de las obras en caso de que se verifi-
que el incumplimiento de los requisitos solicita-
dos en el Proyecto de ejecución y, por otra par-
te, las condiciones que deben establecerse si se
produce la incorporación de nuevos operadores
al procedimiento de compartición.

Las facultades de dicho Comité son, además de
las señaladas anteriormente, las siguientes:

- Proponer modificaciones de las unidades de
obra del proyecto inicial y aprobar las varia-
ciones de presupuesto correspondiente y su
distribución.

- Suspender temporalmente las obras cuando
se detecten deficiencias en la calidad de los
trabajos realizados o no se respeten los requi-
sitos establecidos por los operadores solici-
tantes en el proyecto de ejecución.

- Estudiar las peticiones de nuevos titulares de
licencias con derecho genérico de ocupación
de la propiedad que quieran participar en la
compartición con posteridad. Estas peticio-
nes, en ningún caso, podrán perjudicar a la
compartición establecida entre los operado-
res participantes. El Comité de Seguimiento
deberá aceptar aquellas peticiones que pue-
dan realizarse siempre que no supongan un
retraso en la ejecución de las obras de cons-
trucción de la infraestructura compartida.

El Comité de Seguimiento estará formado por
un representante de cada operador partícipe en

el acuerdo de compartición, siendo el Presiden-
te del Comité será el representante del solici-
tante inicial.

4.1.5. Dirección y ejecución de las obras

El operador beneficiario de la ocupación del
dominio público es el único responsable frente
a la Administración concedente y frente a terce-
ros de las obras que constituyen el motivo de la
ocupación, por lo que es lógico que, salvo que
concurran circunstancias excepcionales, co-
rresponda a él la ejecución y dirección de las
obras.

Esto no obstante, en aplicación del principio de
proporcionalidad antes expuesto y atendiendo
a la importancia de la obra a ejecutar, podría
considerarse adecuado separar la función de
dirección de la obra de función de ejecución.

Por lo demás, el respeto a los intereses de los
operadores interesados en la compartición pue-
de conseguirse facultando al Comité de Segui-
miento para fiscalizar la buena marcha de los
trabajos, asegurándose que la empresa cons-
tructora despliega toda la diligencia debida pa-
ra la ejecución del proyecto sin demoras.

4.1.6. Relación contractual entre los
operadores y la empresa
constructora

Como lógica consecuencia de que el solicitante
inicial sea responsable de la construcción y di-
rección de las obras que se realicen en la parte
del dominio público que alcanza su propia con-
cesión, también ha de ser el único que, en nom-
bre propio y de los demás operadores interesa-
dos, suscriba los correspondientes contratos
con el contratista y con el Director de la obra.

En la construcción de las infraestructuras que
son objeto de compartición, los demás opera-
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dores mantienen con el beneficiario una rela-
ción directa que queda plasmada en las Resolu-
ciones de compartición de la CMT sin que en
ningún caso mantengan relación con el contra-
tista que ejecuta la obra si no es a través del Co-
mité de Seguimiento, todo ello sin perjuicio de
la responsabilidad que, en su caso, pudiera con-
traer el contratista respecto a los copartícipes
por razón del contrato de obra, bien por demo-
ra o por defectos en su ejecución.

4.1.7. Reparto de costes

La finalidad de la construcción de la infraestruc-
tura es el despliegue de una red de telecomuni-
caciones para el transporte de la señal, cuya ca-
pacidad de transmisión vendrá determinada
por las características técnicas de los equipos
de transmisión y conmutación que se instalen
así como por el número de circuitos que pue-
dan establecerse. El número de circuitos que
pueden instalarse en un tramo de carretera es
proporcional al número y a la sección de los tu-
bos que se instalen en la infraestructura com-
partida, por lo que puede concluirse que, para
una misma tecnología de transmisión, existe una
relación directa entre la capacidad de transmi-
sión de la red de telecomunicaciones y la canti-
dad y sección de los tubos de que disponga ca-
da operador, por lo que el Presupuesto total de
ejecución de la obra debe ser distribuido según
la variable de reparto definida como la sección
de los tubos por kilómetro longitudinal que po-
sea cada operador.

4.1.8. Desistimiento de los operadores
interesados en la compartición

El desistimiento de un operador tiene efectos
sobre dos aspectos de gran relevancia: los gas-
tos que hasta el momento del desistimiento se
hayan realizado o haya surgido la obligación de
realizar y la distribución de la propiedad y la ca-

pacidad de tubos ahora sobrantes entre el resto
de los operadores.

Este segundo aspecto es considerado por esta
Comisión de mayor importancia desde el punto
de vista de la competencia en el mercado de te-
lecomunicaciones.

Esta Comisión entiende que las cuestiones re-
lativas a este punto deben ser solventadas
dentro del ámbito competencial del Comité
de Seguimiento, el cual debe estar dotado de
competencias adecuadas con el fin de que los
acuerdos referidos al desistimiento sean acor-
dados por el conjunto de los operadores im-
plicados.

El Comité de Seguimiento deberá tener pre-
sente que, producida la circunstancia del desis-
timiento por parte de un operador, deberá
comprobarse como primer extremo si cuando
se realizó el proyecto de ejecución hubo reque-
rimientos de capacidad de algún operador que
no pudieron satisfacerse en aquel momento por
limitaciones de espacio físico de la zanja. En ca-
so afirmativo, la capacidad de tubos sobrante
por el desistimiento debería dedicarse a satisfa-
cer las necesidades que no pudieron ser cu-
biertas en la distribución de tubos que recoge
el Proyecto de ejecución.

4.1.9. Propiedad de las infraestructuras

Como se comentó anteriormente, y en relación
con la extensión de los derechos atribuidos a las
partes, es necesario distinguir dos ámbitos en la
infraestructura compartida: de un lado, los ele-
mentos de uso exclusivo de cada operador, so-
bre los cuales éstos mantienen una propiedad
exclusiva; y de otro, los elementos de la infraes-
tructura construida cuyo uso es intrínsecamente
común a todos los operadores, por lo que su
propiedad se rige en régimen de comunidad
entre los operadores partícipes, sin perjuicio de
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que el único titular del derecho de ocupación
frente a la Administración sea solamente el soli-
citante inicial.

Desde el momento de la toma de posesión, ca-
da operador asumirá frente a terceros y frente al
resto de operadores todas aquellas responsabi-
lidades que se puedan derivar de sus propias
infraestructuras y de aquellas de las que sea co-
titular.

Asimismo, serán de cuenta de cada operador
aquellas tasas, costes e impuestos que se de-
venguen por su canalización.

4.1.10. Cesión

Los operadores que participan en la comparti-
ción tienen plena libertad de ceder sus dere-
chos a las personas jurídicas que estimen con-
venientes, pertenezcan o no al mismo grupo
empresarial.

Esto no obstante, dicha libertad se encuentra li-
mitada por dos hechos:

- En primer lugar, que la entidad que recibe los
derechos (y también las obligaciones de
compartición) debe cumplir los requisitos
que establece el art. 47 LGTel para ser titular
del derecho de uso compartido de infraes-
tructuras.

- Que la infraestructura se vaya a destinar a la
prestación de servicios de telecomunicacio-
nes. En este sentido cabría plantearse la posi-
bilidad de que la infraestructura de telecomu-
nicaciones pudiera tener usos alternativos. Tal
posibilidad debería ser valorada por la Admi-
nistración titular del bien, ya que la concesión
de ocupación del dominio público se realiza
con una finalidad concreta (el establecimiento
de una red pública de telecomunicaciones) al
tiempo que el proyecto está realizado para la
misma finalidad.

4.1.11. Futuros interesados en la
compartición

El procedimiento de uso compartido busca con-
ciliar varios intereses a la vez. Por una parte, el
interés de aquel que tiene la iniciativa de ocu-
par un bien para que, no obstante la necesidad
de llegar a acuerdos con otros para compartir-
lo, esta circunstancia no retrase en su perjuicio
la ocupación y creación de la infraestructura
que tiene prevista. Por otro lado, quiere fomen-
tar la competencia estimulando que a la hora de
ocupar un bien, todos los posibles interesados
lo hagan a un tiempo, aprovechando las ventajas
de ahorro económicas y burocráticas que esto
supone. Por último, razones de eficacia adminis-
trativa y de protección de los respectivos domi-
nios implicados justifica este procedimiento.

Ahora bien, la negociación o, en su caso, la de-
cisión de esta Comisión sobre el acuerdo de
compartición, no puede prolongarse en el tiem-
po de manera indefinida a la espera de posibles
nuevos operadores interesados. Es cierto que
siempre podrán aparecer con posteridad nue-
vos licenciatarios, pero esta circunstancia no
puede ir en detrimento de aquellos que han
manifestado en primer lugar su interés y lo ma-
terializan en un acuerdo. El principio “primero
en el tiempo, mejor en derecho” no obsta la po-
sibilidad de incorporaciones posteriores a un
acuerdo de compartición o, en su defecto, me-
diante una Resolución de la CMT, que podrán
aceptarse siempre que no perjudiquen los de-
rechos de aquellos que ya se han concertado.

Además de las resoluciones relativas al uso
compartido de infraestructuras de telecomuni-
caciones a construir en el dominio público via-
rio de carreteras de la Red de Interés General
del Estado, cabe mencionar la Resolución de 21
de diciembre relativa a la compartición de infra-
estructuras en el Ayuntamiento de Alcobendas.
En ella, la CMT determina las posiciones domi-
nicales (relativos al dominio público) de los
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operadores interesados, estableciendo que la
infraestructura de telecomunicaciones a com-
partir debe contemplarse constituida por unos
elementos delimitados de aprovechamiento in-
dependiente por cada operador, cuyo uso y dis-
frute son privativos, y unos elementos comunes
a todos los operadores, cuyo uso y disfrute han
de ser, naturalmente, compartidos. Aunque
unos y otros derechos sean distintos en su al-
cance, se reputan inseparablemente unidos, de
tal manera que no puede imaginarse la utiliza-
ción de los tubos propios de cada operador sin
el uso simultáneo de los elementos comunes a
todos los operadores.

Por último, debe citarse la Resolución de 5 de
octubre, que afecta a la concesionaria de auto-
pistas Autopistas Vasco Aragonesa SA, en la que
la CMT clarifica la posición de las concesiona-
rias de autopistas respecto de la prestación de
servicios telecomunicaciones a terceros sobre
una red desplegada en el dominio público afec-
to a la explotación del servicio de la concesio-
naria.

5. INTERCONEXIÓN Y ACCESO A
REDES

5.1. MODIFICACIÓN A LA OFERTA DE
INTERCONEXIÓN DE REFERENCIA

En el mes de septiembre de 1999 y tras aproxi-
madamente un año de experiencia en la aplica-
ción de la primera Oferta de Interconexión de
Referencia (OIR), Telefónica de España S.A.U.
propuso a la CMT una serie de modificaciones
a fin de adaptarla mejor a la realidad del mer-
cado. Esta propuesta dio origen a un proceso de
revisión, en que se consideraron, junto a los
cambios propuestos por Telefónica, otros deri-
vados de las necesidades manifestadas por un
total de veinte operadores. Este exhaustivo pro-

ceso de revisión culminó el 25 de mayo con la
aprobación de la OIR 2000, que presenta las si-
guientes modificaciones fundamentales:

Revisión de los precios de
interconexión

Se fijaron nuevos precios de interconexión con
unas nuevas franjas horarias coincidentes con
las de la oferta comercial de Telefónica, lo que
suponía en la práctica la eliminación del horario
punta de dichos precios. Al mismo tiempo, y con
base en la referencia de los precios de interco-
nexión de los restantes países de la UE, se intro-
dujo un importante descenso en los precios de
los servicios al nivel de local y al nivel de tránsi-
to doble. Los nuevos precios de interconexión
quedaron fijados como sigue:

Además, estos precios pasaron a ser aplicables
a todos los operadores con licencia de tipo A y
B1, a diferencia de lo que se establecía en la pri-
mera OIR, por la que los operadores con licen-
cia de tipo A debían pagar precios un 30% más
caros.

Mayor exactitud en los conceptos de
tránsito unicentral y nacional

Se aceptó la definición propuesta por Telefónica
que clarificaba el ámbito del primer tipo de
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PRECIOS DE INTERCONEXIÓN EN ACCESO
Y TERMINACIÓN

Tasas por tiempo de comunicación medio
en segundos (ptas / minuto)

Horario Normal Horario Reducido

Local 1.50 1.06

Tránsito Simple 2.50 1.95

Tránsito Doble 3.60 3.10



tránsito y establecía un procedimiento para los
pagos de la terminación en el caso de tránsito
nacional.

Inclusión de una nueva configuración
de Puntos de Interconexión (PdI): PdI
translocal

A propuesta de Telefónica, se aceptó la intro-
ducción de un nuevo tipo de configuración de
Punto de Interconexión, el PdI translocal. Dicho
PdI se constituye sobre PdI ópticos ya estableci-
dos y permite, sobre la misma infraestructura fí-
sica, la interconexión con todas las centrales de
Telefónica que estén ubicadas en el mismo edi-
ficio que la central frontera con que original-
mente se estableció el PdI. Esto supone un cla-
ro ahorro de costes tanto para Telefónica como
para el operador que se interconecta y cobra
mayor importancia al ponerse en referencia con
la bajada de los precios de interconexión para
el nivel local.

Compartición de arquetas

Se eliminó de la OIR la exclusividad concer-
niente a las arquetas en que se produce la in-
terconexión física entre los operadores, de for-
ma que una misma arqueta pueda ser utilizada
para interconectarse con dos o más centrales
frontera de Telefónica, o incluso puedan ser
compartidas por varios operadores para inter-
conectarse con Telefónica. Una vez más, esto
posibilita un importante ahorro de costes a los
operadores.

Inclusión del servicio de conexión a
cabeceras de cable submarino

Se incluyó en la OIR el citado servicio, que no
incluye capacidad en el cable. Es un servicio
concebido para operadores que disponen de

este tipo de capacidad en cables submarinos
que amarran en estaciones propiedad de Tele-
fónica, de forma que puedan conectarse allí con
sus propias infraestructuras o las del operador
que decidan, para separar su señal sin depen-
der de los servicios de backhaul de Telefónica.
Con esta inclusión en la OIR se abre este seg-
mento del mercado, hasta ahora monopolizado
de facto por Telefónica.

5.2. CONFLICTOS EN MATERIA DE
INTERCONEXIÓN

Durante el año 2000 la CMT resolvió 21 conflictos
de interconexión11. En siete ocasiones se adopta-
ron medidas cautelares al considerarse necesario
asegurar de forma urgente la interconexión de las
redes y la interoperabilidad de los servicios, en
beneficio de los usuarios12. En seis, el procedi-
miento finalizó por desistimiento de los interesa-
dos al haberse llegado a un acuerdo. En la mayo-
ría de los casos se puede presumir que lamera
presentación del conflicto ante la CMT jugó un
papel positivo en el proceso de negociación.

Los conflictos planteados mostraron una casuís-
tica muy variada, si bien un conjunto importante
de ellos tuvo como denominador común el de-
sacuerdo entre los nuevos operadores y Telefó-
nica de España, S.A.U. al intentar los primeros
modificar los acuerdos de interconexión exis-
tentes para incluir nuevos servicios, en especial
servicios de inteligencia de red (números 905 y
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mente a la preselección, se tratan los conflictos de interco-
nexión en materia de preselección que han surgido a lo lar-
go del año.
12 La actuación de la CMT en este sentido ha sido acorde con
la importancia que la interconexión tiene para los operado-
res, llegándose a acordar una medida cautelar para el man-
tenimiento de la interconexión entre dos operadores en me-
nos de 24 horas desde la presentación de la solicitud (Reso-
lución de 27 de junio de 2000).



906) y servicios basados en tarjetas a través de
números cortos y de inteligencia de red. Con-
flictos por este mismo motivo también surgieron
con operadores de telefonía móvil.

En este sentido, puede citarse la Resolución de
28 de diciembre, por la que se resolvió el con-
flicto planteado por Lince Telecomunicaciones
S.A. contra Telefónica de España S.A.U. al no con-
seguir acordar ni las condiciones técnicas ni las
económicas que regirían la interconexión de los
servicios de red inteligente de Lince prestados a
través del rango de numeración 905. La CMT
acordó obligar a ambas partes a interconectar
los servicios 905 de Lince, de forma que Telefó-
nica de España prestara los servicios de gestión
de tráfico y de red necesarios para ello y Lince
asumiera el coste de dichos servicios adicionales
no contemplados ni en la OIR ni en los precios
generales de interconexión del Acuerdo vigente
en esos momentos entre ambas partes.

Este es también el caso de las resoluciones por
las que se obligaron a Amena y Airtel a permitir
el acceso a números 900 de otro operador, des-
de sus terminales móviles, a usuarios de la mo-
dalidad pre-pago, en virtud de la obligatoria in-
teroperabilidad de los servicios y del principio
de no-discriminación. En esta ocasión, la CMT
intervino ante la solicitud de una empresa que
prestaba servicios a través de números 906 de
Telefónica por la falta de acceso de los usuarios
de Amena y Airtel a los mismos, decidiendo la
CMT que la interoperabilidad debida a los
usuarios es la finalidad misma de todo el régi-
men jurídico de la interconexión, y que era ne-
cesario asegurarla aun cuando los operadores
no hubieran planteado conflicto al respecto13.

En cuanto a conflictos de interconexión relacio-
nados con la prestación de servicios de tarjetas,
cabe mencionar el suscitado por Lince Teleco-
municaciones y que dio lugar a la Resolución de
13 de julio por la que se obligó cautelarmente a
Telefónica a abrir a interconexión el número
1411 asignado por la CMT a Lince para prestar
dicho servicio. Telefónica pretendía que se apli-
caran a los servicios de tarjetas las limitaciones
impuestas por la normativa en materia de se-
lección de operador. Esta pretensión era similar
a la planteada por Telefónica en sus denuncias
por la comercialización por parte de Comunitel,
Capcom y Lince de tarjetas prepagadas, deci-
diéndose en consecuencia la acumulación de
ambos expedientes. El 1 de febrero de 2001, se
resolvió que a estos servicios de tarjetas no se
les aplican las restricciones establecidas por la
normativa para el servicio de selección de ope-
rador y que, en consecuencia, en virtud de la in-
teroperabilidad de los servicios, deben ser ac-
cesibles desde cualquier tipo de terminal, inclu-
yendo móviles y cabinas, y para cualquier tipo
de llamadas, pudiendo utilizarse para ello nu-
meración corta o de inteligencia de red, así co-
mo beneficiarse de las condiciones de interco-
nexión en caso de operadores con derecho a la
misma.

Por último, también relacionado con los servi-
cios de tarjetas, se ha planteado la eventualidad
de aplicar precios superiores a la terminación
desde números de TME y Airtel para el acceso
a números cortos y de inteligencia de red en ca-
so de reencaminamiento de llamadas, primero a
instancia de parte, y luego de oficio, resolvien-
do la CMT el 8 de febrero de 2001 que la nor-
mativa no recoge excepción alguna en las obli-
gaciones establecidas con carácter general pa-
ra la interconexión, singularmente en caso de
operadores dominantes, por el hecho de utili-
zarse para posteriormente prestar servicios de
tarjetas, requiriendo en consecuencia a los ope-
radores la revisión de los acuerdos en los que se
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hicieran voluntariamente”.



contuvieran cláusulas limitativas de la intercone-
xión para este tipo de servicios.

También han sido varios los conflictos relacio-
nados con el despliegue de puntos de interco-
nexión (PdI). Cabe mencionar el suscitado por
Lince ante la negativa de Telefónica a negociar
la constitución de determinados PdI transloca-
les, que Lince había solicitado a la vista de su in-
clusión en la OIR 2000, como se explicó en el
epígrafe anterior. Lince, en consecuencia, solici-
taba que se le reconociera el derecho a consti-
tuirlos, que se tomaran determinadas medidas
para incentivar su constitución y que se fijara su
precio. Con fecha 14 de diciembre, la CMT re-
solvió que efectivamente Lince tenía derecho a
los PdIs translocales solicitados, fijó plazos para
la conclusión de los acuerdos técnicos necesa-
rios y para su posterior constitución. Con inde-
pendencia de que tras esos plazos los PdI trans-
locales estuvieran o no efectivamente constitui-
dos, la CMT decidió que Lince comenzaría
desde ese momento a pagar sólo precios de in-
terconexión local en el tráfico correspondiente.
Por otro lado, y en vista de que las partes no ha-
bían negociado los precios de constitución de
estos PdIs con anterioridad al conflicto, la CMT
prefirió dejarlo a la negociación de las partes.

Dentro de esta misma casuística, es igualmente
reseñable el conflicto de interconexión surgido
entre Retevisión y Telefónica por presuntos re-
trasos injustificados en la ampliación de la capa-
cidad en determinados PdI solicitada por Rete-
visión, que le impedían competir de forma efec-
tiva. Retevisión solicitó que se obligara a
Telefónica a cumplir los plazos especificados en
su Acuerdo General de Interconexión y a tomar
determinadas medidas entretanto para detener
la pérdida de calidad sufrida por esos retrasos.
En el fondo del conflicto subyace la determina-
ción de si las peticiones de Retevisión han sido
excesivas o no, lo que podría justificar los retra-
sos de Telefónica. En cualquier caso la CMT

consideró que concurrían las circunstancias
que hacían conveniente la adopción de medi-
das cautelares, como hizo en Resolución de fe-
cha 28 de diciembre. Dichas medidas cautela-
res consistieron en obligar a Telefónica a entre-
gar el tráfico dirigido a Retevisión a través del
servicio de tránsito con aquellos terceros ope-
radores que éste designara, haciéndose cargo
de los costes adicionales.

En relación con los puntos de interconexión
puede destacarse igualmente la Contestación
de la CMT a la consulta de American Telecom
sobre la posibilidad de que Telefónica no curse
las llamadas por falta de punto de interconexión
en la provincia (Resolución de 23 de noviembre
de 2000).

Finalmente cabe señalar que se ha producido
un conflicto por impago de los servicios de in-
terconexión, llegando la CMT a autorizar a Tele-
fónica de España la suspensión de la intercone-
xión con la red del otro operador14.

5.3. MODIFICACIÓN DE ACUERDOS
DE INTERCONEXIÓN

El 27 de enero se resolvió un procedimiento ini-
ciado en 1999 en virtud de las atribuciones con-
feridas a la CMT en el artículo 22.2 párrafo se-
gundo de la LGT, instando a Telefónica de Espa-
ña, S.A.U y a Jazztel a modificar determinadas
cláusulas de su Acuerdo General de Intercone-
xión por sus potenciales efectos contrarios a la
libre competencia. Concretamente se instó a las
partes a eliminar del Acuerdo cláusulas de fija-
ción de precios que restringían directa e indi-
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pago de diferentes servicios de interconexión previamente
consolidados y facturados.



rectamente la facultad de las partes de negociar
precios mejores con otros operadores. Asimis-
mo se instó a la eliminación de cláusulas que
condicionaban excesivamente la posibilidad de
revisión, ya que suponía suspender la interco-
nexión mientras se negociaba, y de otras que
suspendían la aplicación del Acuerdo en caso
de controversia de las partes mientras la CMT
no resolviese sobre la misma.

6. SALVAGUARDA DE LA
LIBRE COMPETENCIA EN EL
MERCADO

6.1. ACTUACIONES RELACIONADAS
CON LA DECLARACIÓN DE
OPERADORES DOMINANTES

Las Directivas 92/44/CE, sobre líneas arrenda-
das, 98/10/CE relativa a telefonía vocal y la Di-
rectiva 97/33/CE relativa a la interconexión de
las telecomunicaciones, contienen obligaciones
para los Estados miembros de identificar los or-
ganismos que tienen peso significativo en el
mercado a los efectos de cada una de ellas y de
notificar esa información a la Comisión Euro-
pea. En concreto, y por lo que se refiere a la Di-
rectiva 97/33/CE, se establece éste como meca-
nismo esencial para la consecución de su obje-
tivo primordial, esto es, el establecimiento de
unas condiciones de interconexión equitativas,
proporcionadas y no discriminatorias como fac-
tor clave para el desarrollo de unos mercados
abiertos y competitivos.

El artículo 23 de la vigente Ley General de Te-
lecomunicaciones contiene la definición de
operador dominante. Como criterio general se
establece que un operador será dominante en
el ámbito municipal, autonómico, estatal o en
otro ámbito territorial determinado si posee una

cuota de mercado superior al 25% de los ingre-
sos brutos globales generados por la utilización
de las redes o por la prestación de los servicios,
si bien en atención a diversos factores conteni-
dos en dicho artículo, y relacionados fundamen-
talmente con la capacidad de un operador para
influir sobre las condiciones del mercado, la
CMT podría declarar dominante a un operador
con una cuota inferior o no declarar dominante
a un operador con una cuota superior. En el
mismo artículo se dispone que la CMT estable-
cerá y hará pública, anualmente, la relación de
los operadores que se consideran dominantes
en el mercado. El término “operador dominan-
te” que se utiliza en la LGTel es equivalente al
término “organismo con peso o poder significa-
tivo en el mercado” que se recoge en la legisla-
ción comunitaria.

Por otra parte, el Reglamento de Interconexión
establece que la determinación de los operado-
res dominantes se realizará para los mercados
de referencia de los siguientes servicios:

a) Redes públicas telefónicas fijas y servicios
telefónicos fijos disponibles al público.

b) Líneas susceptibles de arrendamiento.

c) Redes públicas telefónicas móviles y servi-
cios de telefonía móvil automática y de co-
municaciones móviles personales disponi-
bles al público.

Asimismo, se dispone que se considera un úni-
co mercado de referencia nacional para el ser-
vicio de interconexión.

Mediante Resolución del día 27 de julio, la CMT
dio cumplimiento a lo dispuesto en la normativa
antes citada, estableciendo y dando publicidad
a la relación de operadores que tenían la consi-
deración de dominantes en los distintos merca-
dos de referencia, sobre la base de los datos de
mercado de 1999; estos operadores fueron:
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• En el mercado de telefonía fija, Telefónica de
España, S.A.U. Conviene hacer notar que la
declaración de operador dominante en tele-
fonía fija afecta a los mercados de servicios fi-
nales y al mercado de servicios de intercone-
xión.

• En el mercado de alquiler de circuitos, Telefó-
nica de España, S.A.U.

• En el mercado de la telefonía móvil, Telefóni-
ca Móviles España y Airtel Móvil, S.A.

• En el mercado de servicios de interconexión,
Telefónica Móviles España y Airtel Móvil, S.A.

En esa misma resolución se disponía que a TME
y Airtel, en cuanto que operadores declarados
dominantes, les eran de aplicación los princi-
pios contables recogidos en el anexo a la Reso-
lución de esta Comisión de 15 de julio de 1999,
conforme a lo dispuesto en la resolución de fe-
cha 27 de julio de 2000, estando en consecuen-
cia obligados a presentar ante la CMT su Siste-
ma de Contabilidad de Costes en el plazo de
nueve meses.

Con respecto a la relación de operadores domi-
nantes de 1999, la única novedad la constituyó la
declaración de Airtel Móvil, S.A. como dominan-
te en el mercado nacional de interconexión, ya
en 1999 lo había sido únicamente para el mer-
cado de servicios.

Para la determinación de la relación de operado-
res con posición de dominio, la CMT analizó la
posición de los distintos operadores en los distin-
tos mercados y la capacidad de influir sobre las
condiciones de mercado. En el mercado nacional
de interconexión y para determinar si procedía o
no incluir a Airtel Móvil en la lista de operadores
dominantes, se analizó, además de la cuota de
mercado, medida en función de los ingresos y su
evolución, el control sobre los medios de acceso
a los usuarios finales, el grado de integración fijo-
móvil, el acceso a recursos financieros, el volu-

men de negocios y la experiencia en el suminis-
tro de productos y servicios.

6.2. MEDIDAS ADOPTADAS PARA
RESTABLECER LAS CONDICIONES
DE COMPETENCIA EFECTIVA EN
DETERMINADOS ÁMBITOS

6.2.1. Comercialización por parte
de Telefónica, S.A.U. de prestaciones
destinadas a colectivos
empresariales de diversas
comunidades autónomas

Con su Resolución de 8 de junio de 2000, la
CMT dio respuesta a la solicitud de intervención
presentada en su momento por Retevisión. Este
operador puso en conocimiento de la CMT que
Telefónica de España S.A.U. estaba ofreciendo a
diversas asociaciones empresariales, sitas en
distintas Comunidades Autónomas, servicios de
telefonía en Grupo Cerrado de Usuarios que,
además de vulnerar la normativa sectorial, in-
fringían el Derecho de la competencia, constitu-
yendo un abuso de posición dominante por dis-
criminación y prácticas fidelizadoras. En conse-
cuencia, Retevisión instaba la cesación de
dichos comportamientos, así como de la co-
mercialización de los servicios señalados.

En dicha resolución la CMT consideró que el
principal mercado afectado por el comporta-
miento de Telefónica resultaba ser el mercado
nacional de servicios de telefonía fija disponible
al público, en el que disfruta de una clara posi-
ción de dominio. En ese escenario, y sobre la
base de la doctrina, práctica y jurisprudencia
comunitarias, se estimó que “los acuerdos con-
cluidos eran susceptibles de producir efectos
anticompetitivos contrarios a la legislación sec-
torial y de competencia por discriminatorios y
fidelizadores”.
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A) Fidelización: estructura de los descuentos
comercializados y ventajas adicionales

La CMT apreció la existencia de elementos de
fidelización en los acuerdos concluidos por Te-
lefónica y las distintas asociaciones empresaria-
les, si bien dicha fidelización no se derivaba de
la cuantía de los descuentos ofrecidos, ya que
existían en el mercado ofertas similares o inclu-
so más beneficiosas. La fidelización resultaba
de la concurrencia de otros elementos; princi-
palmente de las denominadas “primas de com-
promiso de grupo” y de la inclusión de perio-
dos de tiempo excesivamente largos.

La aplicación a cada empresa de las ventajas
ofertadas en algunos de los acuerdos conclui-
dos no dependía únicamente del consumo indi-
vidualizado que alcanzase dicha empresa, sino
también del consumo del resto de las empresas
que integraban el colectivo denominado “Gru-
po Cerrado de Usuarios”. Se lesionaba pues la
capacidad individual de optar o no por la con-
tratación de los servicios del operador: cada
compañía debería consumir no sólo para no
privarse ella misma del descuento, sino también
para evitar que las restantes sufrieran la misma
consecuencia. Así pues, la configuración del sis-
tema de descuentos era tal que resultaba apta
para fomentar presiones entre las distintas em-
presas, a fin de alcanzar el volumen conjunto re-
querido y no perder el beneficio de la rebaja.
Además, algunos acuerdos vinculaban el des-
cuento al consumo total de cada empresa en
periodos de un año, periodos demasiado pro-
longados, especialmente en un sector como te-
lecomunicaciones, durante los que el cliente se
vería desincentivado para optar por las eventua-
les ofertas de los competidores de Telefónica:
de no seguir ligado a este operador, vería como
se perdían todas las ventajas económicas acu-
muladas a lo largo de todo ese tiempo.

En consecuencia, la estructura de los descuen-
tos ofertados en el marco de algunos acuerdos

induciría a las empresas a satisfacer con Telefó-
nica todas o casi todas sus necesidades de te-
lefonía fija disponible al público y dificultarían
la entrada o el posicionamiento de los competi-
dores en el mercado nacional de dichos servi-
cios.

Además de estos dos elementos, los acuerdos
contenían otros que reforzaban la fidelización a
la que acabamos de referirnos, concretamente
la existencia de ventajas adicionales distintas de
los precios y descuentos ofertados respecto a
los servicios telefónicos, así como la aplicación
retroactiva de descuentos y la inclusión de cláu-
sulas de confidencialidad por periodos de cin-
co años y de uso preferente de los produc-
tos/servicios de Telefónica.

B) Tratamiento discriminatorio respecto a
empresas con necesidades similares:
vínculos asociativos y ausencia de
justificación objetiva

A la vista del conjunto de ventajas en ellos reco-
gidas, los acuerdos concluidos por Telefónica
resultaban ser pactos preferentes ordenados a
satisfacer de la forma más adecuada posible las
necesidades de comunicación de ciertos clien-
tes: las compañías que formaban parte de cier-
tos colectivos empresariales catalogados como
Grupos Cerrados de Usuarios. Implicaban,
pues, un tratamiento diferenciado para el que,
sin embargo, no concurría la necesaria justifica-
ción objetiva. Efectivamente, es interesante ha-
cer notar que esa diferenciación no reposaba,
como pudiera parecer, en la similitud de las ne-
cesidades de comunicación de las empresas re-
feridas. Se basaba en el vínculo asociativo que
ligaba a cada compañía con su respectiva aso-
ciación o federación empresarial. Es decir, en el
compromiso adquirido por el beneficiario de
las ofertas con un tercero (el colectivo empresa-
rial correspondiente) distinto de quien comer-
cializaba los servicios.
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Esa discriminación se veía acentuada en el caso
de algunos acuerdos, mediante la imposición
de obligaciones de confidencialidad o el com-
promiso asumido por Telefónica para no autori-
zar el establecimiento de ningún otro Grupo
Cerrado de Usuarios en el ámbito de la Comu-
nidad Autónoma de que se tratase.

En razón de todo ello, la CMT resolvió la modi-
ficación de los acuerdos concluidos por Telefó-
nica en aquellos puntos que vulneraban la libre
competencia de acuerdo con lo expresado an-
teriormente.

6.2.2. Comercialización de la Tarifa
Plana Personal de Terra

El lanzamiento de la Tarifa Plana Personal de Ac-
ceso a Internet que Terra Networks, S.A. (Terra)
inició a principios de julio de 2000, dio pie a una
solicitud de Lince por la que este operador ins-
taba a la CMT que, con carácter tanto cautelar
como definitivo, ordenase la paralización de la
oferta correspondiente. Estimaba el solicitante
que la práctica comercial de Terra vulneraba no
sólo la legislación sectorial aplicable, sino tam-
bién el Derecho de la Competencia, en tanto en
cuanto constituía un supuesto de predación en
precios, con las correspondientes implicaciones
en términos de barreras de mercado y réplica
de comportamientos.

Mediante Acuerdo de 27 de julio, la CMT resol-
vió con carácter cautelar que Telefónica habría
de aplicar al tráfico dirigido a los números de
inteligencia de red, correspondientes a los cen-
tros de acceso a Internet que le comunicasen
los demás operadores, unos precios de interco-
nexión que no excediesen, para cada usuario
de dichos operadores, del precio ofertado por
Terra a sus usuarios finales (2.750 pesetas),
siempre que ese tráfico se produjese en las
mismas condiciones, incluida la distribución ho-
raria, establecidas en su oferta a los usuarios fi-

nales por esa compañía. Telefónica estaría obli-
gada a respetar, respecto de cuantos operado-
res lo solicitasen, lo dispuesto en el párrafo an-
terior. Posteriormente, y a la vista de las medi-
das provisionales señaladas, Retevisión solicitó
a la CMT que se hiciera extensivo lo dispuesto
cautelarmente en la citada Resolución al servi-
cio de acceso a Internet que ese operador ofre-
cía a través del código 1050, a lo que la CMT re-
solvió en términos idénticos a los empleados en
el caso suscitado por Lince en Resolución de 28
de septiembre.

El 8 de noviembre la CMT resolvió con carácter
definitivo el conflicto, confirmando las medidas
anteriormente adoptadas. Seguidamente se ha-
ce referencia a las conclusiones en ella alcanza-
das.

A) Precios predatorios y límites a la defensa
de intereses comerciales: réplica de ofertas,
intencionalidad de comportamientos,
mimetismo de estrategias comerciales

La CMT tomó como premisas de partida las dos
siguientes: como primera, que el sector nacio-
nal de provisión de acceso a Internet a través de
la red Telefónica básica (RTC) y de la Red Digi-
tal de Servicios Integrados (RDSI) resultaba ser
el mercado en el que había tenido lugar el su-
puesto abuso y, al tiempo, aquél que se había
visto afectado por la práctica comercial de Te-
rra. Como segunda, que Terra, aunque líder, no
ostentaba una posición de dominio en dicho
mercado. Sin embargo, el Grupo Telefónica sí
que disfrutaba, a través de algunas de sus filia-
les (Telefónica de España, S.A.U. y Telefónica
Data España, S.A.), de posición dominante en
ciertos mercados conexos: los correspondien-
tes a los distintos tramos de actividad que confi-
guran el proceso técnico de acceso a la Red.

En el escenario así descrito, los análisis econó-
micos efectuados pusieron de manifiesto, de
una parte, que la aplicación de la Tarifa Personal
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Plana implicaba pérdidas cuantiosas, sin que se
cubrieran los costes variables y fijos, y de otra,
que la estructura de los costes asociados a la
provisión de acceso a Internet a través de RTC
y RDSI era tal que, para el competidor que qui-
siera replicar la práctica de Terra, esa empresa
le resultaría imposible o excesivamente onero-
sa. En suma, que la política de precios aplicada
por Terra era objetivamente apta para anular o
lesionar seriamente la viabilidad económica de
otros operadores. Podía erigir una importante
barrera para el acceso o el adecuado posicio-
namiento de esos agentes en el mercado de re-
ferencia.

Llegados a este punto es importante remarcar
que, si bien la oferta de Terra se vio precedida
en el tiempo por la de otro operador (filial de
Retevisión, S.A.), no puede entenderse que la
práctica de Terra fuese una legítima defensa de
intereses comerciales. Téngase en cuenta que
la respuesta que se dé al mercado desde una
posición de dominio ha de ser siempre razona-
ble y proporcional. Es ahí precisamente donde
el lanzamiento de la tarifa plana de Terra se es-
timó censurable: por las razones antes esgrimi-
das, sólo un número reducido de entidades (con
una considerable fortaleza económica) hubie-
ran podido soportar las inevitables pérdidas
económicas sin que su capacidad competitiva
se viese eliminada o seriamente dificultada. Así
pues, proporcionalidad y réplica de comporta-
mientos estaban íntimamente ligadas.

A propósito de emulación de comportamientos,
se estimó conveniente señalar que este concep-
to no tiene por qué implicar un mimetismo de
estrategias empresariales. Es decir, la salva-
guarda de la competencia efectiva en un mer-
cado no significa posibilitar que los competido-
res respondan a la práctica del dominante con
un producto idéntico. Implica asegurar, en la
medida de lo posible, su capacidad para res-
ponder de forma equiparable. De lo contrario

se estaría imponiendo a los agentes económi-
cos una determinada forma de hacer, lo cual
vulneraría la libertad empresarial constitucio-
nalmente sancionada. De ahí que cuando se hi-
zo extensivo al servicio de acceso ofrecido por
Retevisión lo dispuesto en la medida cautelar de
27 de julio, no se exigiese una identidad en las
condiciones de prestación del servicio, sino su
similitud.

Debe destacarse igualmente que, si bien Telefó-
nica alegó en su momento que la finalidad per-
seguida por Terra no había sido en ningún mo-
mento impedir o lesionar la competencia efecti-
va en el mercado de referencia, no cabía sino
presumir que ese elemento de intencionalidad
estaba presente. De acuerdo con la jurispru-
dencia comunitaria, cuando el precio aplicado
sea inferior a la media de los costes variables,
no es preciso constatar el carácter eliminatorio
del comportamiento, esto es, el factor subjetivo
de la conducta. Se puede presumir. En este ca-
so concreto, como ya se ha señalado, la aplica-
ción de la tarifa plana de Terra implicaba la pér-
dida de todos los costes fijos y los variables.

B) Mercados conexos y efectos sensibles del
abuso sobre la estructura competitiva del
mercado afectado

De acuerdo con la práctica y jurisprudencia co-
munitarias, no tienen porqué coincidir en uno
solo el mercado dominado, aquél en el que se
actúa y el sector sobre el que repercute dicha
actuación. Así pues, y a los efectos de determi-
nar si se incurre o no en un comportamiento
abusivo, los tres ámbitos señalados pueden no
ser coincidentes, siendo únicamente necesario
que se trate de mercados “conexos”.

En el asunto Tarifa Plana de Terra, ya se ha indi-
cado que este operador fue considerado no co-
mo dominante en el mercado de referencia, si-
no como proveedor principal. Sin embargo, se
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observaba que en aquellos mercados que ser-
vían de soporte técnico a los servicios de acce-
so a Internet a través de RTC y RDSI, el Grupo
Telefónica sí disfrutaba de la necesaria posición
de dominio a través de algunas de sus filiales.
Por tanto, se apreciaba una evidente conexión
entre distintos mercados involucrados. De un la-
do, el mercado en el que tuvo lugar la práctica
comercial de Terra y que, además, resultaba
afectado por ella, esto es, el sector nacional de
provisión de acceso a Internet a través de RTC
y RDSI. De otro, los mercados en los que el Gru-
po Telefónica era dominante a través de algunas
de sus empresas, esto es, los correspondientes
a los distintos servicios soporte ya menciona-
dos.

A diferencia de los argumentos esgrimidos por
Telefónica, la CMT entendió, conforme a la
práctica y jurisprudencia comunitarias, que no
era necesario que el comportamiento de Terra
tuviera efectos sensibles sobre el mercado afec-
tado para considerar que estuviésemos en pre-
sencia de un abuso. Efectivamente: la regla de
minimis se aplica únicamente a los supuestos de
colusión, no de abuso. Incluso tratándose de su-
puestos en los que no existe un único mercado
a considerar, sino distintos sectores, el único re-
quisito exigible a la hora de apreciar la existen-
cia o no de un comportamiento abusivo es la
existencia de vínculos de conexión entre ellos.

C) Ejercicio del poder de mercado y
existencia de abuso

La Resolución adoptada en su momento recogía
igualmente una reflexión sobre la necesidad o
no de que una empresa con posición de domi-
nio haga uso de su particular fortaleza en el
mercado correspondiente, para que pueda
apreciarse la existencia de un comportamiento
abusivo. La documentación aportada por Terra
no permitía constatar que esa compañía hubie-
ra sido objeto de un trato de favor en lo referen-

te a la prestación, por una filial del Grupo Tele-
fónica, del servicio de red inteligente del que
hacía uso para prestar el servicio de acceso a
Internet. Sin embargo, la CMT consideró nece-
sario hacer hincapié en determinadas conside-
raciones que estimaba aplicables al caso. En
primer lugar, en que la jurisprudencia comuni-
taria ha dejado atrás el criterio de la necesaria
relación de causalidad entre dominancia y abu-
so. Esto es, aunque ha de existir algún tipo de
vínculo entre la posición de dominio que osten-
ta una empresa y el eventual abuso en el que
pueda haber incurrido, no forzosamente debe
tratarse de una relación causa-efecto. Por tanto,
una conducta puede vulnerar el Derecho de la
competencia incluso cuando su autor no ha he-
cho uso del poder del que disfruta en el merca-
do. En segundo lugar, en que no sólo se prohi-
ben las conductas que únicamente pueden ser
llevadas a cabo por empresas dominantes, sino
también aquéllas en las que puede incurrir
cualquier otra compañía y, sin embargo, produ-
cen un efecto anticompetitivo en razón de la po-
sición de dominio que se ostenta. Comporta-
mientos que son considerados lícitos cuando
provienen de una empresa no dominante, pasan
a ser censurables cuando posibilitan a quien
disfruta de una particular fortaleza en el merca-
do, reforzar o consolidar su posición.

En razón de todo ello, la CMT confirmó lo re-
suelto en sus Acuerdos precedentes, estimando
que el Grupo Telefónica había incurrido en un
abuso de su posición de dominio en el mercado
nacional de los servicios de acceso a Internet a
través de RTC y RDSI. En definitiva, habría esta-
do valiéndose del producto comercializado por
una de sus participadas, Terra, para, adelantar-
se en el tiempo a la gran mayoría de sus com-
petidores y erigir una barrera de entrada que le
permitiera posicionarse favorablemente de cara
al nuevo entorno de precios (entonces todavía
futuro) previsto por el legislador para el sector
de referencia.
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6.3. POSICIONAMIENTO DE LA CMT
RESPECTO A LA OCUPACIÓN
DE LA VÍA PÚBLICA MUNICIPAL,
CON CARÁCTER EXCLUSIVO 
Y POR UNA ÚNICA ENTIDAD,
PARA LA INSTALACIÓN 
DE TELÉFONOS DE USO PÚBLICO

Al hilo de una consulta formulada por Telefónica
de España, S.A.U., la CMT, en su Resolución de
fecha 23 de marzo, hizo una serie de reflexiones
que, si bien tienen como marco de encuadre el
escenario concreto planteado por Telefónica,
pueden ser tomadas como punto de referencia
para enfocar situaciones similares. Haciendo
abstracción de las particularidades del caso
concreto, la cuestión de fondo a dirimir era has-
ta qué punto es compatible con el Derecho de la
competencia la ocupación de la vía pública mu-
nicipal, con carácter exclusivo y por una única
entidad.

A) Telefonía pública y explotación de
teléfonos de uso público: mercados
conexos

El pronunciamiento de la CMT comenzaba con
una serie de consideraciones que no pretendían
sino contribuir a ubicar correctamente el asun-
to a tratar. En esencia, se estimaba que si bien la
telefonía pública y la explotación de teléfonos
públicos de pago eran mercados distintos, se
apreciaba una clara conexión entre ambos, lo
cual era determinante a la hora de considerar si
tenía sentido entrar a valorar la cuestión objeto
de consulta.

Efectivamente, los servicios de telefonía pública
presentan señas de identidad propias, tanto en
términos de especificidad de producto como
desde la perspectiva de las condiciones de
prestación: satisfacen las concretas demandas
de comunicación de un particular segmento de

usuarios de telecomunicaciones y constituyen
servicios de telecomunicaciones cuya presta-
ción requiere el otorgamiento de determinados
títulos habilitantes y está, por tanto, vinculada a
un concreto patrimonio jurídico de derechos y
obligaciones. Por el contrario, la instalación y
explotación de terminales de uso público en zo-
nas de dominio público no precisa, por sí mis-
ma, de licencia ni autorización en el ámbito de
las telecomunicaciones. Esta actividad no puede
calificarse como de telecomunicaciones, sino
que simplemente consiste en poner a disposi-
ción del público un equipo terminal telefónico a
cambio de una contraprestación económica. La
prestación de servicios de telefonía a través de
teléfonos públicos de pago constituye un mer-
cado propio y diferenciado respecto del seg-
mento de actividad económica, consistente en
la instalación y explotación de dichos termina-
les. Esa especificidad no es óbice, sin embargo,
a la hora de entender que ambos mercados son
mercados conexos: efectivamente, la explota-
ción de teléfonos públicos de pago presenta un
evidente carácter instrumental respecto a los
servicios de telefonía pública, constituyendo el
soporte sobre el que se hace efectiva la presta-
ción de dichos servicios. Estaríamos pues, ha-
blando de mercados que presentarían una rela-
ción de verticalidad, de tramos diferentes de
una misma cadena de valor.

B) Límites a la concesión de
derechos especiales o exclusivos a
las empresas: consideraciones de
interés público y naturaleza no
económica. Proporcionalidad

En su valoración, la CMT tomó como punto de
partida la jurisprudencia comunitaria relativa al
derecho de los Estados miembros a conceder
derechos exclusivos o especiales a las empre-
sas: con carácter general, deberán concurrir
consideraciones de interés público y naturaleza
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no económica para que dicha concesión de de-
rechos no sea incompatible con el ordenamien-
to comunitario y, por tanto, con el Derecho co-
munitario de la competencia. La aplicación de
esa doctrina general al supuesto concreto plan-
teado requería, se estimó, tener en cuenta los si-
guientes factores:

• Las actuaciones y competencias de las auto-
ridades municipales están ordenadas a la sa-
tisfacción de las necesidades de la comuni-
dad vecinal, debiendo actuarse con objetivi-
dad y plena sujeción a la ley.

• La prestación de servicios de telefonía públi-
ca implica de forma ineludible el acceso al
dominio público local.

• La apertura del sector de telecomunicaciones
en general y del segmento de servicios seña-
lados en particular.

• La defensa de la libre competencia como ele-
mento de interés general ordenado a la de-
fensa del orden económico constitucional-
mente sancionado.

A la luz de todo ello, la CMT consideró que: (i)
La exclusividad en el uso de la vía pública mu-
nicipal para la instalación de teléfonos de uso
público constituiría una barrera de entrada en el
mercado local correspondiente de servicios de
telefonía pública, en tanto en cuanto impediría la
presencia de una pluralidad de operadores; (ii)
esa restricción sería compatible con el Derecho
de la competencia si respondiese a la necesi-
dad, por parte de la autoridad municipal, de
proteger intereses locales de carácter público y
naturaleza no económica, y (iii), que dado que
la defensa de la libre competencia es un ele-
mento de interés público, no se estaría ante un
eventual conflicto entre intereses privados y pú-
blicos, sino entre intereses únicamente públicos
que, por tanto, y conforme a lo dispuesto por la
normativa reguladora de las Administraciones

Públicas, deberán ser ponderados con arreglo
al principio de proporcionalidad, que, asimis-
mo, constituye un principio general del Derecho
comunitario.

En suma, la CMT estimó que el otorgamiento,
por parte de las corporaciones municipales, del
derecho de ocupación de la vía pública munici-
pal para el establecimiento de teléfonos de uso
público, con carácter exclusivo y a una única
entidad, requerirá, para ser compatible con el
Derecho de la competencia, de la presencia de
intereses públicos no económicos y de propor-
cionalidad en la actuación.

7. INTERVENCIÓN DE LA
COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS
TELECOMUNICACIONES EN
MATERIA DE TARIFAS 
Y PLANES DE DESCUENTO

7.1. EL NUEVO MARCO
REGULATORIO Y LAS FUNCIONES
DE LA CMT

La actividad de la CMT en este ámbito de ac-
tuación ha estado marcada por la introducción
por parte del Gobierno de un nuevo sistema
que regula el régimen y el procedimiento de
autorización de las tarifas de los servicios de te-
lecomunicaciones que presta Telefónica de Es-
paña, S.A.U.15. Esta Comisión se anticipó al desa-
rrollo normativo de este nuevo sistema, al elevar
un Informe al Gobierno acerca de la oportuni-
dad de instaurar un nuevo Régimen de Regula-
ción de los Precios de los servicios de teleco-
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municaciones más significativos en el mes de
mayo. En dicho informe se planteaba la necesi-
dad de un control público de ciertos precios de
manera eficaz, para lo que se proponía un siste-
ma Price-Cap trianual, con una definición de
servicios, cestas, precios de referencia y pará-
metros tarifarios imprescindibles para el co-
rrecto desarrollo del sistema, así como de los lí-
mites máximos anuales (cap), criterios de pu-
blicidad y transparencia y procedimientos de
autorización, verificación y control que hicieran
posibles su instauración.

El nuevo marco regulatorio se aprueba final-
mente con la publicación el 1 de agosto de la ci-
tada Orden Ministerial y viene a recoger en par-
te las recomendaciones del informe de esta Co-
misión. El primer aspecto relevante que le
caracteriza es diferenciar entre cuatro grupos
de servicios prestados por la operadora: el ser-
vicio telefónico fijo, el servicio de líneas suscep-
tibles de arrendamiento, las llamadas de Fijo a
Móvil y otros servicios que utilizan el acceso de
la red pública telefónica fija, en particular, el
móvil marítimo, radio búsqueda y acceso a re-
des de datos (Datáfono, Ibertex, X28 y X32). Se
definen, a su vez, hasta tres regímenes diferen-
tes de regulación de precios, que son aplicados
a subgrupos distintos dentro de cada uno de los
grupos citados anteriormente, de lo que resulta
un esquema cruzado que puede representarse
del modo siguiente.

a) El régimen regulatorio I supone en realidad
la pervivencia del régimen actual de “precios
autorizados”, que se fijan de acuerdo con el
procedimiento establecido en la disposición
transitoria cuarta de la Ley 11/1998 de 24 de
abril, General de Telecomunicaciones.

b) El régimen regulatorio II es el verdadero
nuevo régimen Price-cap y así lo denomina
la propia Orden Ministerial, a cuya especifi-
cación dedica el Anexo I y los Apéndices 1 y
2 de la OM de 31 de julio.

c) El régimen regulatorio III, que se podría
denominar “de precios liberalizados”, ya
que para los precios de los servicios inclui-
dos en este régimen, que se detallan en el
Anexo II de la OM, se establece únicamente
la obligación de “comunicación previa” de
los precios que libremente fije la operadora
dominante con la limitación de los actuales
precios vigentes como tope máximo.

Dentro del nuevo marco regulatorio las funcio-
nes de la CMT en materia de tarifas son las si-
guientes:

• Informar sobre los precios de las llamadas de
acceso a Internet, los nuevos paquetes de
servicios y nuevos programas de descuentos,
así como de la modificación de los mismos
que seguirán aprobándose por el procedi-
miento establecido en la Disposición Transito-
ria Cuarta de la Ley 11/1998, de 24 de abril,
General de Telecomunicaciones. (Anexo,
punto 3).

• Informar sobre la inclusión o exclusión de la
lista de servicios o facilidades en el nuevo
marco de regulación de precios de acuerdo
con la evolución de la competencia en sus
respectivos mercados. (Anexo I, punto I.2).

• Informar sobre la duración de los periodos
de regulación posteriores al 31 de diciembre
de 2002 en función de la evolución de las con-
diciones de los mercados de referencia de
los servicios. (Anexo I, punto II).

• Informar a la Comisión Delegada del Gobier-
no para Asuntos Económicos sobre las modi-
ficaciones de las variables del modelo de re-
gulación de precios propuestas por Telefóni-
ca de España, S.A.U. (Anexo I, punto IV).

• Resolver sobre la procedencia de las modifi-
caciones de precios que pretenda introducir
Telefónica. La CMT dispone de un plazo de
15 días para resolver y deberá comunicar la

ACTIVIDAD DE LA COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONESIII

2
0
0
0

Informe Anual
326



resolución en 5 días. En caso de que no se
pronuncie en este plazo se entenderá que
procede la aplicación de los precios comuni-
cados por Telefónica. (Anexo I, punto IX).

• Informar sobre los precios de nuevos servi-
cios y facilidades cuya comercialización se
inicie en el transcurso de un periodo de regu-
lación de precios que se establecerán por el
procedimiento establecido en la Disposición
Transitoria Cuarta de la Ley 11/1998, de 24 de
abril, General de Telecomunicaciones. (Ane-
xo II, punto 3)

• Informar sobre los reajustes de los planes de
descuento debidos a las modificaciones de
los precios nominales de los servicios inclui-
dos en las cestas y subcestas a los que se les
aplique planes de descuento, que se aproba-
rán por el procedimiento establecido en la
Disposición Transitoria Cuarta de la Ley
11/1998, de 24 de abril, General de Teleco-
municaciones. (Anexo II, punto 4)

7.2. INFORMES AL GOBIERNO
RELATIVOS A MODIFICACIONES DE
PRECIOS Y TARIFAS

Cabe destacar en este ámbito de actuación la
exigua elaboración de informes preceptivos
que correspondan con la aparición de nuevos
servicios y sus correspondientes estructuras ta-
rifarias, en contraste con la actividad desarrolla-
da en el año precedente.

Previo a la aprobación de la Orden Ministerial
citada, la actuación de esta Comisión se ha ate-
nido a la elaboración de los oportunos informes
preceptivos según la Disposición Transitoria 4ª
de la LGT, en las siguientes materias:

• Informe sobre la propuesta de Telefónica de
España, S.A.U., de tarifas para el servicio tele-
fónico internacional a través del servicio EM-

SAT de comunicaciones móviles vía satélite
(23 de marzo de 2000).

• Informe preceptivo sobre tarifas máximas pa-
ra la facilidad del “Servicio Multicar” (11 de
mayo de 2000).

Con posterioridad a la aprobación de la OM de
31 de julio se produjo únicamente una solicitud
por parte de TESAU que haya requerido la ela-
boración de un informe preceptivo por parte de
esta Comisión:

• Resolución sobre la procedencia de la aplica-
ción de las modificaciones de los precios de
llamadas fijo a móvil, propuestas por Telefóni-
ca de España, S.A.U. para entrar en vigor el
próximo 15 de enero de 2001 (28 de diciem-
bre de 2000)

7.3. INFORMES AL GOBIERNO
RELATIVOS A PROGRAMAS
DE DESCUENTO

Como se ha indicado anteriormente, el nuevo
marco regulatorio mantiene, para la aprobación
de los planes de descuento, el procedimiento
descrito en la Disposición Transitoria Cuarta de
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Tele-
comunicaciones. Por tanto, el ejercicio de la fun-
ción de informar por parte de la CMT no se ha
visto modificado.

Los informes realizados en materia de progra-
mas de descuento analizan sus efectos sobre el
mercado, en especial, sobre la posible existen-
cia de prácticas o condiciones que pudieran te-
ner carácter anticompetitivo, así como sobre las
posibles ventajas o desventajas para el consu-
midor. En este sentido se analizaron detallada-
mente cada uno de los trece programas presen-
tados a lo largo del año por Telefónica de Espa-
ña S.A.U., poniendo especial énfasis en la
detección de condiciones fidelizadoras o discri-

IIIACTIVIDAD DE LA COMISIÓN DEL MERCADO DE LAS TELECOMUNICACIONES

2
0
0
0

Informe Anual
327



minatorias de carácter anticompetitivo, de prác-
ticas predatorias o de condiciones que dificulta-
ran la entrada en el mercado de otros operado-
res, de condiciones que pudieran encubrir un
comportamiento colusivo, etc.

También en este caso cabe señalar la significa-
tiva disminución de propuestas de planes de
descuento presentados por Telefónica en el
ejercicio 2000, tras un año frenético en la pre-
sentación de dichos planes como fue 1999. De
los trece programas informados, la CMT acordó
recomendar la aprobación de seis, la aproba-
ción sujeta a modificaciones de cuatro e informó
de forma desfavorable de tres de ellos. Las cau-
sas que motivaron las propuestas de modifica-
ción o el informe desfavorable de algunos de
los programas estaban fundamentalmente rela-
cionadas con la existencia de prácticas de ca-
rácter anticompetitivo. En concreto, el tipo de
prácticas censuradas se referían principalmen-
te a la inexistencia de margen de beneficio so-
bre los precios de interconexión, la existencia
de cláusulas fidelizadoras y discriminatorias
con posibles efectos anticompetitivos y exclu-
yentes (tales como descuentos sujetos al consu-
mo global de un grupo o asociación de usua-
rios, la venta conjunta de servicios regulados y
no regulados, la exigencia de un consumo míni-
mo para acceder a ciertos descuentos sin que
exista una justificación objetiva, etc.) y la falta de
transparencia en las condiciones de aplicación
del descuento.

7.4. OTRAS ACTUACIONES

En relación con el control de la correcta aplica-
ción de las tarifas vigentes cabe reseñar la Re-
solución de 30 de marzo a raíz de la denuncia
de la Asociación de Internautas contra Telefóni-
ca por no aplicar diversos planes de descuento
sobre llamadas de acceso a Internet a determi-
nados números de teléfono correspondientes a

centros de acceso al servicio Internet (CASI) de
otros operadores. La CMT determinó que Tele-
fónica debería aplicar los citados programas de
descuento a un solo número de teléfono de des-
tino que solicite cada abonado de acceso direc-
to. Telefónica podría cancelar el descuento si
demostraba que el número de teléfono de des-
tino no pertenecía a un acceso CASI. En la mis-
ma resolución se instó a diversos operadores a
suministrar los números que correspondan a un
acceso CASI a Telefónica. Posteriormente, la
CMT instruyó un procedimiento de información
previa para comprobar el grado de aplicación
de las medidas adoptadas.

Telefónica denunció a Retevisión y a Euskaltel
por la aplicación de precios diferenciados para
las llamadas realizadas entre sus abonados (dis-
tintos precios para las llamadas en que el llama-
do era también cliente de esa misma compañía
que para las que el llamado no lo era). Telefóni-
ca consideraba que estos precios eran contra-
rios a los principios de no discriminación y
transparencia en precios recogidos en la nor-
mativa sectorial. La CMT, en Resolución de 6 de
abril, acordó desestimar la petición de interven-
ción de Telefónica, dado que no se consideraba
que las promociones objeto de la solicitud de
intervención pudieran tener efectos anticompe-
titivos, fueran contrarias al principio de transpa-
rencia en precios o al principio de no discrimi-
nación en la prestación de servicios de teleco-
municaciones.

8. ASESORAMIENTO 
AL GOBIERNO Y A OTRAS
INSTITUCIONES
Durante el año 2000, la CMT ha emitido nume-
rosos informes asesorando al Gobierno, en la
misma línea de lo acaecido en años anteriores.
Debe mencionarse igualmente la solicitud de
informe de alguna Comunidad Autónoma y de
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algún Ayuntamiento, que ha solicitado el pare-
cer de la CMT con carácter previo a la adopción
de decisiones en el ámbito de su competencia.

Además de los ya indicados con relación a las
propuestas de tarifas y programas de descuen-
tos, la relación de informes elaborados es la si-
guiente:

8.1. INFORMES AL GOBIERNO

• Proyecto de Reglamento sobre acreditación
de prestadores de servicios de certificación y
de certificación de determinados productos
de firma electrónica (20 de enero de 2000).

• Proyecto de Orden Ministerial por la que se
modifica el Cuadro Nacional de Atribución de
Frecuencias (10 de febrero de 2000)

• Informe a la Secretaría General de Comuni-
caciones sobre la solicitud de modificación
de la estructura de distritos de tarificación re-
lativas a las Islas Canarias (9 de marzo de
2000).

• Proyecto de Orden por el que se aprueba el
pliego de cláusulas para la adjudicación de
dos licencias individuales tipo C2 para el es-
tablecimiento y explotación de redes públi-
cas fijas de acceso radio en la banda 28 Ghz
(16 de marzo de 2000).

• Proyecto de Orden por la que se regula el sis-
tema de registro de nombres de dominio de
Internet bajo el código del país correspon-
diente a España (.es) (16 de marzo de 2000).

• Proyecto de Orden por la que se aprueba el
Reglamento que establece el procedimiento
de certificación de los aparatos de telecomu-
nicación a los que se refiere la Ley General de
Telecomunicaciones (29 de junio de 2000).

• Proyecto de Orden del Ministerio de Ciencia
y Tecnología por la que se atribuye un rango

de numeración específico al servicio de ac-
ceso a Internet (28 de septiembre de 2000).

• Informe sobre las modificaciones a la Ley
11/1998, de 24 de abril, General de Teleco-
municaciones incluidas en el Anteproyecto de
Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y
del Orden Social (5 de octubre de 2000).

• Proyecto de Real Decreto por el que se
aprueba el reglamento que establece las
condiciones para el acceso al bucle de abo-
nado de la red pública Telefónica fija de los
operadores dominantes (8 de noviembre de
2000).

• Proyecto de Orden por la que se aprueba la
planificación de bloques de frecuencias des-
tinados a la radio digital de ámbito local, en
régimen de gestión indirecta, correspondien-
te al Plan Técnico Nacional de la Radiodifu-
sión Sonora Digital Terrenal (30 de noviembre
de 2000).

• Informe a la Secretaría de Estado de Teleco-
municaciones y para la Sociedad de la Infor-
mación sobre la Oferta de Acceso al Bucle de
Abonado presentada por Telefónica de Espa-
ña, S.A.U. (21 de diciembre 2000).

8.2. INFORMES A LAS COMUNIDADES
AUTÓNOMAS Y AYUNTAMIENTOS

• Proyecto del Gobierno de Navarra de Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares y
de Prescripciones Técnicas de la explotación
del servicio público de televisión digital en su
Comunidad (25 de mayo de 2000).

• Informe sobre las normas territoriales caute-
lares en materia de telecomunicaciones para
todo el ámbito de las Islas Baleares aproba-
das por el Consejo de Gobierno de las Islas
Baleares (10 de octubre de 2000).
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• Proyecto de Decreto del Gobierno de Cana-
rias por el que se establece el régimen de
concesión de emisoras de radio difusión so-
nora en ondas métricas con modulación de
frecuencia (26 de octubre de 2000).

• Proyecto del Gobierno de la Rioja para la ad-
judicación de la concesión del servicio públi-
co de televisión digital terrenal en la Comuni-
dad Autónoma de la Rioja (16 de noviembre
de 2000).

• Informe al Gobierno de la Rioja sobre provi-
sión de acceso a Internet por el Ayuntamien-
to de Arnedo (La Rioja) (30 de noviembre de
2000).

• Informe al Gobierno de Navarra (Junta Arbi-
tral de Consumo) sobre la reclamación pre-
sentada por Gratis Date contra Telefónica (14
de diciembre de 2000).

• Solicitud de información del Ayuntamiento de
Cubas de la Sagra (Madrid) en relación con la
negativa de la compañía Telefónica de presta-
ción del servicio (15 de junio 15 de 2000).

9. EJERCICIO DE LA POTESTAD
SANCIONADORA

Entre las funciones que la Ley 12/1997, de 24 de
abril, de Liberalización de las Telecomunicacio-
nes atribuye a la CMT se encuentra el ejercicio
de la potestad sancionadora cuando se produz-
can situaciones de incumplimientos de las ins-
trucciones dictadas para salvaguardar la libre
competencia en el mercado de las telecomuni-
caciones (Circulares) y de los acuerdos y reso-
luciones que adopte en ejecución de las funcio-
nes públicas que se le atribuyen; así como, por
el incumplimiento de los requerimientos de in-
formación formulados en el ejercicio de sus
funciones.

Esta función tiene como principal objetivo pro-
porcionar a la CMT el necesario elemento coer-
citivo que le permita asegurar, por sí misma, la
efectividad de los actos que ha de realizar para
el cumplimiento de su objeto legalmente pre-
visto de salvaguardar, en beneficio de los ciu-
dadanos, las condiciones de competencia efec-
tiva en el mercado de las telecomunicaciones y
de los servicios audiovisuales, telemáticos e in-
teractivos y velar por la correcta formación de
los precios en dicho mercado.

Hasta el pasado año, la CMT no había tenido
necesidad de adoptar medida alguna de carác-
ter sancionador, ya que todos los operadores
de redes y servicios de telecomunicación habí-
an acatado sus actos. Lamentablemente, esta
tendencia se ha quebrado en el ejercicio co-
rrespondiente al año 2000. Muchas pueden ser
las razones para explicar este cambio, aunque
sin duda el mayor grado de competitividad en
el mercado juega un papel relevante; los opera-
dores han debido tomar importantes decisio-
nes, tanto de naturaleza económica como de
estrategia empresarial, que en determinadas
ocasiones han supuesto la no adopción, parcial
o totalmente, de las medidas acordadas por el
regulador.

Durante el año 2000 se han recibido numerosas
denuncias por presuntos incumplimientos de
actos de esta Comisión lo que ha provocado la
apertura de los correspondientes periodos de
información previa a la apertura de procedi-
mientos sancionadores. Tal actividad ha desem-
bocado en un total de doce decisiones del Con-
sejo, sobre la oportunidad de incoar los corres-
pondientes procedimientos sancionadores, de
las cuales, en siete ocasiones se ha optado por
archivar las denuncias por no encontrar indicios
razonables de que se hubieran cometido las in-
fracciones denunciadas y en cinco ocasiones se
ha optado por proceder a la incoación de otros
tantos procedimientos sancionadores.
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Al finalizar el año 2000 se había completado to-
talmente la tramitación de los dos procedimien-
tos sancionadores que se comentan brevemen-
te a continuación:

1. Procedimiento sancionador incoado a la en-
tidad Telefónica de España, S.A.U por acuer-
do del Consejo de la Comisión del Mercado
de las Telecomunicaciones de 2 de marzo
de 2000 por el presunto incumplimiento de
la Resolución de esta Comisión de 28 de di-
ciembre de 1999, sobre medidas cautelares
en el expediente abierto en relación con la
solicitud de intervención [por incumplimien-
to de las condiciones detalladas para la tra-
mitación de solicitudes de preselección]
presentada por las entidades RSL Communi-
cations Spain, S.A. y B.T. Telecomunicacio-
nes, S.A. Tras la tramitación del correspon-
diente procedimiento por el Instructor de-
signado en el Acuerdo de Incoación, el
Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, en su reunión de 20 de
julio de 2000, dictó resolución en la que se
consideró probado que Telefónica de Espa-
ña, S.A.U había incumplido la citada Resolu-
ción de 2 de marzo de 2000 y declaró a la ci-
tada entidad responsable directa de la comi-
sión de una infracción muy grave y
continuada tipificada en el artículo 79.15 de
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones, imponiéndole la co-
rrespondiente sanción económica. La resolu-
ción del expediente sancionador ha sido im-
pugnada por Telefónica de España, S.A.U an-
te la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
impugnación que se sustancia actualmente
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional.

2. Procedimiento sancionador incoado a la enti-
dad Jazz Telecom, S.A por incumplimiento de
la Resolución de la Comisión del Mercado de
las Telecomunicaciones de 30 de marzo de

2000, relativa a la denuncia presentada por la
Asociación de Internautas contra Telefónica
de España, S.A.U. por su actuación en la apli-
cación de los planes de descuento de la O.M.
11-02-1999 para determinados números de
teléfono correspondientes a centro de acce-
so al servicios Internet (CASI). Tras la trami-
tación del correspondiente procedimiento
por el Instructor designado en el Acuerdo de
Incoación, el Consejo de la Comisión del
Mercado de las Telecomunicaciones, en su
reunión de 21 de diciembre de 2000, dictó
resolución en la que se consideró probado
que Jazz Telecom, S.A. había incumplido la
Resolución de 30 de marzo de 2000 relativa
a la obligación de los operadores Lince, Re-
tevisión, Airtel y Jazztel de suministrar los nú-
meros que corresponden a un acceso CASI a
Telefónica de España, S.A.U y declaró a Jazz-
tel responsable directa de una infracción
muy grave tipificada en el artículo 79.15 de la
Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Tele-
comunicaciones, imponiéndole la correspon-
diente sanción económica. La resolución del
expediente sancionador ha sido impugnada
por Jazz Telecom, S.A. ante la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, que se sustan-
cia actualmente ante la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo de la Audiencia Nacional.

Al finalizar el año 2000 continuaban en tramita-
ción los siguientes tres procedimientos sancio-
nadores incoados en el citado ejercicio:

1. Procedimiento sancionador incoado contra
Telefónica de España, S.A.U. por Acuerdo del
Consejo de la Comisión del Mercado de las
Telecomunicaciones, de 13 de julio de 2000
por presunto incumplimiento de la Resolu-
ción de 30 de marzo de 2000.

2. Procedimiento sancionador incoado contra
American Telecom, S.A. por Acuerdo del Con-
sejo de la Comisión del Mercado de las Tele-
comunicaciones, de 20 de julio de 2000, por
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presunto incumplimiento de la Circular 1/1999,
de 4 de noviembre, sobre la implantación de la
preasignación de operador por los operado-
res dominantes en el Mercado de Redes Públi-
cas de Telecomunicaciones Fijas.

3. Procedimiento sancionador incoado contra
Airtel Móvil, S.A., por Acuerdo del Consejo
de la Comisión del Mercado de las Teleco-
municaciones de 26 de octubre de 2000, por
presunto incumplimiento de la Resolución de
20 de julio de 2000, sobre conflicto de inter-
conexión entre Airtel Móvil, S.A. y RSL Com-
munications Spain, S.A., por la firma del
Acuerdo General de Interconexión.

10. OTRAS FUNCIONES
ATRIBUIDAS LEGAL
O REGLAMENTARIAMENTE

10.1. RESOLUCIÓN DE CONSULTAS
DE LOS OPERADORES DE REDES
Y SERVICIOS DE
TELECOMUNICACIONES 
Y DE LAS ASOCIACIONES
DE CONSUMIDORES Y USUARIOS

Entre las funciones que tiene atribuidas la CMT,
en virtud de lo expuesto en el artículo 29.2.a) de
su Reglamento, aprobado por el Real Decreto
1994/1996, de 6 de septiembre, se encuentra la
resolución de consultas que puedan formularle
tanto los operadores de redes y servicios de te-
lecomunicaciones como las Asociaciones de
Consumidores y Usuarios de estos servicios.
Con carácter general, ha de entenderse que las
consultas a las que se refiere el artículo arriba
indicado pueden referirse, principalmente, a los
siguientes ámbitos:

• Las normas que han de ser aplicadas por la
Comisión.

• Los actos y disposiciones dictadas por la pro-
pia Comisión.

• Las situaciones y relaciones jurídicas sobre
las cuales ha de ejercer sus competencias la
Comisión.

• Las normas que regulan el establecimiento o
explotación de redes de telecomunicaciones
o la prestación de servicios de telecomunica-
ciones.

En ejercicio de dicha función la CMT, en rela-
ción con el periodo correspondiente al año
2000, ha dado cumplida respuesta a diversas
consultas planteadas, en la mayoría de los ca-
sos, por operadores de redes y servicios de te-
lecomunicaciones. A continuación se extractan
las contestaciones más significativas.

10.1.1. En relación con la creación de
grupos integrados de
telecomunicación

(Resolución de 23 de marzo)

Es el contexto en que nos podemos situar en re-
lación con una entidad, titular de una serie de tí-
tulos habilitantes, que pretende realizar una re-
estructuración empresarial consistente en una
aportación no dineraria de dicha rama de acti-
vidad a una sociedad de nueva creación, la cual
se podría identificar como la sucesora en la
mencionada rama de actividad, recibiendo a
cambio la sociedad cedente los títulos repre-
sentativos del capital social de la nueva socie-
dad. Es decir, el conjunto de elementos patri-
moniales que constituyen la unidad económica
que tiene por objeto la explotación de los servi-
cios serían aportados a la nueva sociedad, inte-
grándose en ella, por tanto, en concepto de
aportación no dineraria, todo el conjunto patri-
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monial de bienes y derechos utilizados para la
prestación de los distintos servicios de teleco-
municaciones y para la instalación y explotación
de redes que, hasta la fecha de la aportación,
venía prestando directamente la sociedad ce-
dente que sería el accionista único de la nueva
sociedad.

Cabe pues, preguntarse si la citada operación
de reestructuración patrimonial puede llevarse
a cabo sin más requisitos que el de mantener en
la sociedad beneficiaria la solvencia de que dis-
pone la sociedad cedente de la rama de activi-
dad descrita y si, a tal efecto, resulta suficiente el
informe preceptivo del experto independiente
designado por el Registrador Mercantil, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 256 de
la Ley de Sociedades Anónimas, o si son nece-
sarias otras garantías o acreditaciones adiciona-
les para proceder a la modificación de los datos
inscritos en el Registro Especiales de Licencias
Individuales dependiente de esta Comisión.

Esta operación, descrita como “aportación no
dineraria de rama de actividad”, aparece defini-
da en el apartado 3 del artículo 97 de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto de
Sociedades, conforme al cual se trata de la
“operación por la cual una entidad aporta, sin
ser disuelta, a otra entidad de nueva creación o
ya existente la totalidad de una o más ramas de
actividad, recibiendo a cambio valores repre-
sentativos del capital social de la entidad adqui-
rente”. Esta figura tiene muchas similitudes con
la figura de la escisión. No obstante, la escisión
implica la división del patrimonio social de una
sociedad que es traspasado en bloque a otra
sociedad beneficiaria de nueva creación o ya
constituida -que deberá aumentar su capital
social- la cual entrega en contraprestación las
nuevas acciones emitidas a los accionistas de la
sociedad escindida que, simultáneamente, re-
duce su capital social en la cuantía necesaria
(escisión parcial) o se extingue (escisión total).

La escisión se caracteriza por causar el paso de
una parte de los socios de la sociedad escindi-
da a la sociedad beneficiaria, lo que conlleva el
correlativo traspaso del bloque patrimonial co-
rrespondiente a la cuota de dichos socios. Por el
contrario, en la aportación de rama, la sociedad
destinataria de la aportación no incorpora a su
esquema orgánico a los accionistas de la socie-
dad aportante, que siguen perteneciendo a la
misma sociedad, sino que las nuevas acciones
son entregadas a la sociedad aportante que así
pasa a ser socio de la sociedad que aumenta
capital. De esta forma la sociedad aportante su-
fre una modificación en la composición cualita-
tiva de su patrimonio que pasa a quedar consti-
tuido parcialmente por acciones de la primera
sociedad.

Una vez analizada la figura de la operación de
aportación de rama de actividad, esta Comisión
procedió al estudio de las normas en materia de
telecomunicaciones y de Derecho Administrati-
vo en general que contemplan la operación des-
crita. La normativa aplicable en materia de tele-
comunicaciones es la Ley 11/1998, de 24 de
abril, General de Telecomunicaciones y las
Órdenes Ministeriales de 22 de septiembre de
1998 de Licencias y Autorizaciones Generales.
Las dos primeras normas remiten a la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas.

En aplicación de la normativa descrita en el pá-
rrafo anterior, se alcanzaron las siguientes con-
clusiones:

• En materia de licencias individuales, al remi-
tirse tanto la Ley General de Telecomunica-
ciones como la Orden de Licencias a la Ley
de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, ha de entenderse que la entidad benefi-
ciaria de la aportación de la rama de activi-
dad de la entidad cedente quedará subroga-
da en la totalidad de los derechos y
obligaciones que derivan de las licencias
aportadas.
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• De acuerdo con lo exigido en la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, a fin
de que se produzca la subrogación descrita,
la sociedad cedente ha de acreditar ante esta
Comisión que la entidad que resultará bene-
ficiaria tendrá la misma solvencia que la
aportante en el momento de la adjudicación,
sin que la presentación del informe requerido
por la Ley de Sociedades Anónimas para la
realización de dicha operación resulte, en
principio, suficiente para ello.

• En el caso de las autorizaciones generales, de
acuerdo con la práctica que se lleva a cabo
en esta Comisión, bastará con que la socie-
dad beneficiaria solicite de nuevo la autoriza-
ción, acreditando el cumplimiento de los re-
quisitos exigidos, otorgándose automática-
mente la misma. No es posible, por tanto, su
transmisión o aportación.

10.1.2. Alcance concreto del término
modificación del servicio, citado en el
artículo 22 del Real Decreto
1651/1998, de 24 de julio, por el que
se aprueba el Reglamento por el que
se desarrolla el Título II de la Ley
11/1998, de 24 de abril, General de
Telecomunicaciones en lo relativo a
la interconexión y al acceso a las
redes públicas y a la numeración

(Resolución de 7 de setiembre)

Para comentar cuál es el significado del término
modificación del servicio es necesario analizar
los distintos supuestos a los que este reglamen-
to resulta aplicable:

A) Cambio de operador de red telefónica fija

En el citado artículo 22 nada se dice sobre el
significado del término “servicio” en el contex-
to de la portabilidad de números geográficos

en redes de telecomunicaciones fijas. Por su
parte, el Anexo del Reglamento de Intercone-
xión considera que la portabilidad de números
en la red telefónica pública fija quedará garanti-
zada siempre y cuando la misma no comporte
el cambio del servicio telefónico fijo disponible
al público por otro servicio distinto de éste, co-
mo puede ser el servicio de telefonía móvil au-
tomática.

Por otro lado, de acuerdo con la resolución de
esta Comisión, de fecha 6 de mayo de 1999, so-
bre las especificaciones técnicas aplicables a la
conservación de numeración en caso de cam-
bio de operador en las redes públicas telefóni-
cas fijas, queda fuera del ámbito de la definición
del servicio telefónico fijo disponible al público,
la propia red que soporta el citado servicio te-
lefónico.

Por ello, y dado que los conceptos de “servicio”
y “acceso” tienen una consideración diferente,
se puso de manifiesto en la citada resolución
que un abonado conectado a la red telefónica fi-
ja mediante un acceso analógico, al que se le ha
asignado un número de teléfono, podrá cam-
biarse a otro operador que le ofrezca un acceso
digital RDSI básico, conservando su numera-
ción, puesto que en este caso el servicio telefó-
nico se mantiene, a pesar de que el abonado
puede disfrutar mediante el acceso RDSI de un
mayor número de prestaciones adicionales al
servicio telefónico de las que disponía cuando
su acceso era analógico.

Por ello, la no modificación de servicio a la que
hace referencia el artículo 22. 1 del Reglamento
de Interconexión, se debe entender como ex-
clusivo de la conservación de números, cuando
se produzca cambio del servicio telefónico fijo
disponible al público al que se refiere el Anexo
del Reglamento de Interconexión y la citada re-
solución de esta Comisión de fecha 6 de mayo
de 1999, por otro servicio distinto a éste.
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No se admite en el marco regulatorio actual
conservar un número modificando su utilización
pasando del servicio telefónico fijo al móvil (o
viceversa) o de uno de estos a un servicio de in-
teligencia de red.

• Cambio de operador para los servicios de
red inteligente

En el apartado c) del artículo 22. 1 del Regla-
mento de Interconexión se reconoce, al igual que
el apartado a) del mismo artículo, el derecho a la
conservación de números para los supuestos re-
lativos al cambio de operador para los servicios
de red inteligente, siempre que no haya modifi-
cación de servicio. De la misma manera que en
el apartado anterior, nada se dice sobre el signi-
ficado y alcance del término modificación de ser-
vicio en el contexto de la portabilidad numérica
para los servicios de red inteligente.

Una de las características de los servicios de red
inteligente es que los códigos de acceso de los
números que identifican cada uno de los servi-
cios contienen información tarifaria; por ejemplo,
en el servicio de “cobro revertido”, identificado
con el número 900, el pago de la llamada la hace
el cliente llamado en lugar del llamante; o los nú-
meros 901 y 902 cuyo pago es compartido; o los
números personales o de tarificación adicional
(903 y 906 respectivamente) donde el llamante
paga tanto el servicio telefónico como el servicio
de información accedido mediante la llamada.

De esta manera, la expresión establecida en
este apartado cuando no haya modificación
del servicio, deberá entenderse como una de-
limitación establecida al derecho del abona-
do, en virtud de la cual, cuando cambie de
operador se permitirá la conservación de su
número, si se solicita sobre el mismo tipo de
servicio de red inteligente que le viniera
prestando al abonado con anterioridad al
cambio.

10.1.3. Posibilidad o no de que
operadores con Licencia B1 
de ámbito nacional puedan terminar
las llamadas provinciales 
que sus clientes generen
en provincias en las que carezcan
de Punto de Interconexión, durante
el periodo de implantación
en las cincuenta provincias

(Resolución de 23 de noviembre)

La Orden de 22 de septiembre, por la que se es-
tablece el régimen aplicable a las licencias indi-
viduales para servicios y redes de telecomunica-
ciones y las condiciones que deben cumplirse
por sus titulares (en adelante Orden de licen-
cias), dispone en su artículo 25 que la licencia B1
será necesaria “para la prestación del servicio
telefónico disponible al público, mediante el es-
tablecimiento o la explotación, por su titular, de
una red pública de telecomunicaciones”.

El artículo 27 dispone que los titulares de tales
licencias tendrán, entre otras condiciones, que
“cumplir los compromisos de cobertura y ex-
tensión del servicio asumidos en su propuesta
técnica y económica”, señalando que: “En caso
de que presten el servicio telefónico fijo dispo-
nible al público de ámbito nacional deberán es-
tablecer un punto de interconexión por provin-
cia en el plazo de un año desde el comienzo de
la prestación del servicio. Cuando la licencia de
tipo B1 sea de ámbito inferior al nacional, sus ti-
tulares deberán establecer, desde el mismo
momento del inicio de la prestación del servi-
cio, al menos un punto de interconexión en cada
una de las provincias en las que vayan a prestar
el servicio”.

En el mismo sentido, el citado artículo 27 del la
Orden de licencias considera como condición
que deben cumplir los titulares de licencias B1
el “facilitar la interconexión y el acceso a sus re-
des, en los términos de lo establecido en la Ley
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General de Telecomunicaciones y en Regla-
mento sobre interconexión y numeración”.

Por tanto, si bien la Orden de licencias impone
la obligación de tener un punto de intercone-
xión por provincia, exige que se garantice la in-
teroperabilidad. En ningún caso reconoce la Or-
den de licencias la posibilidad de que los ope-
radores incumplan la interoperabilidad
procediendo al bloqueo de llamadas, y menos
aún cuando esta práctica pudiera perjudicar la
posición competitiva de los operadores entran-
tes con respecto al operador dominante. Es más
el artículo 26 de la Orden de licencias incluye,
entre otros, el derecho del operador con licen-
cia de tipo B a ser seleccionado mediante el
procedimiento de llamada a llamada o median-
te preselección, así como interconectar la red
que soporta la prestación del servicio telefónico
disponible al público con las de los titulares de
redes públicas, por lo que es claro que la obli-
gación de establecer los puntos de intercone-
xión exigidos es independiente de la necesaria
interoperabilidad de los servicios.

El artículo 22 de la Ley 11/1998, de 24 de abril,
General de Telecomunicaciones (en lo sucesivo
LGTel) establece que todos “los “titulares de re-
des públicas de telecomunicaciones estarán
obligados a facilitar la interconexión de éstas
con las de todos los operadores del mismo tipo
de redes y servicios telefónicos disponibles al
público que lo soliciten”.

Por tanto, de acuerdo con la normativa vigente,
ningún operador puede bloquear en ningún caso
las llamadas. Así lo confirmaba esta Comisión a
diferentes consultas planteadas con relación al ar-
tículo 17.5 del Reglamento de interconexión y las
llamadas fijo-móvil. Esto es, las llamadas en que
se produzca el “rebote” no podrán ser “bloquea-
das” por el operador que proporcione acceso; se
declara incluso nulo el acuerdo entre las partes
que hubiera contemplado dicha posibilidad. Pesa
sobre Telefónica la obligación de entregar todas

las llamadas sin limitaciones realizadas con se-
lección de operador o preseleccionadas en el
punto de interconexión más cercano a su origen,
debiendo Telefónica denunciar la existencia de
llamadas que, a su entender, incumplan la legisla-
ción vigente en materia de encaminamiento. Es-
tos principios han sido confirmados continua-
mente por esta Comisión.

En suma, de conformidad con el artículo 22 de
la LGTel, los operadores no pueden limitar la in-
terconexión, impidiendo la terminación de lla-
madas, esto es, las llamadas provinciales efec-
tuadas en provincias en que se carece de punto
de interconexión. Ni la LGTel ni el Reglamento
de Interconexión permiten un “bloqueo” de las
llamadas en que concurran estas circunstancias,
evitando así que se pudiese producir un efecto
excesivamente “disuasorio” que indujese a los
usuarios a dejar de recibir servicios del opera-
dor seleccionado.

La falta de cumplimiento de la obligación de
despliegue de los puntos de interconexión co-
rrespondientes no permite al resto de operado-
res el bloqueo de las llamadas, pero no por ello
deja de tener consecuencias.

La prestación del servicio intraprovincial en las
provincias en las que se haya instalado un pun-
to de interconexión siempre se producirá con
rebote y en consecuencia, se tratará de un trans-
porte no eficiente; consecuentemente, no cabe
prohibir la prestación del servicio en provincias
donde se carezca de punto de interconexión, a
no ser que se produzca este transporte inefi-
ciente, cuando este transporte ineficiente se
produciría igualmente una vez cumplida la obli-
gación de instalar un punto de interconexión
por provincia en el plazo de un año. La solución
es aplicar en ambos casos la penalización pre-
vista en el citado artículo 17.5, es decir, el de-
caimiento del derecho a contraprestación eco-
nómica, salvo que las partes acuerden condi-
ciones diferentes.
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Como conclusión, cuando un operador solicite
entrada y salida en alguna conexión por el mis-
mo punto de interconexión a la red de Telefóni-
ca o realice un inserción ineficiente de su red tal
y como se ha caracterizado aquí, esta Comisión
entiende que podrá serle aplicado un recargo
del 30% sobre los precios de interconexión
comtemplados en la OIR vigente.

En este sentido, la Resolución de 25 de mayo de
2000 resume así los siguientes principios que
modulan en el tiempo las reglas de transporte
eficiente establecidas por esta Comisión:

• Durante el primer año de actividad a partir de
la fecha de obtención de su licencia, no le será
aplicado recargo alguno a ningún operador.

• Para los operadores que estén en su segundo
año de explotación y siguientes, se conside-
raría ineficiente el tráfico que por ausencia de
puntos de interconexión fuerce a Telefónica
encaminamientos que no cumplan con las re-
glas de encaminamiento eficiente.

Estos principios, expuestos con relación al tráfico
interprovincial, son por su fundamento aplicables
igualmente al tráfico provincial. Del mismo modo,
hay reseñar, que el incumplimiento de los debe-
res derivados de la Orden de licencias o el título
habilitante del operador de que se trate podría
motivar, en su caso, la actuación de esta Comisión.

10.1.4. Obligaciones del operador
dominante con respecto 
a otros operadores con relación 
a información de precios,
prestaciones de números cortos 
y de inteligencia de red

• Información de precios

Los precios del servicio de tránsito prestado
por un operador comprenden únicamente los

servicios prestados por tal operador, desde el
punto de interconexión con el operador de ori-
gen hasta el punto de interconexión con el ope-
rador de destino. Sobre tales precios no hay du-
da de que el operador tiene obligación de
transparencia, la cual se cumple haciéndolos
constar en el correspondiente acuerdo de inter-
conexión con el operador al que presta el servi-
cio de tránsito, que por tanto conoce dicho pre-
cio sin lugar a dudas; el operador de origen
puede ejercer su derecho a conocer los acuer-
dos de interconexión depositados por el opera-
dor dominante ante esta Comisión, en cumpli-
miento de lo previsto en el artículo 22 de la Ley
General de Telecomunicaciones.

El principio de libertad contractual que rige en
la interconexión no excluye la posibilidad de
que, mediante acuerdos entre los tres operado-
res implicados (el de origen, el de tránsito y el
de destino), puedan establecerse sistemas de
facturación directa de los servicios de termina-
ción al operador de origen.

• Prestación del servicio de números cortos
y de inteligencia de red

Las obligaciones del operador dominante con
relación a servicios de interconexión concretos
se delimitan, de un lado por el artículo 22 de la
Ley General de Telecomunicaciones y de otro
por la Oferta de Interconexión de Referencia.

Respecto a los servicios de tránsito, debe to-
marse en consideración que para un determina-
do tipo de tráfico, habrán de tenerse en cuenta
las estipulaciones tanto del acuerdo con el ope-
rador de origen como con el operador de des-
tino. A tal respecto, debe tenerse en considera-
ción que si el problema reside en que el tipo de
tráfico que se quiere hacer transitar no está pre-
visto en el acuerdo entre el operador de tránsi-
to y el de destino, el operador de origen tiene la
opción de utilizar un operador de transito cuyo
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acuerdo así lo prevea, o solicitar la intercone-
xión directa al operador de destino. En último
término, si el operador de origen considera que
el operador de destino están incumpliendo sus
obligaciones legales o contractuales, puede di-
rigirse a esta Comisión en ejercicio de los dere-
chos previstos en los artículos 22 y 25 de la Ley
General de Telecomunicaciones.

10.1.5. Posibilidad que tiene
un operador de prestar, bajo la
cobertura de la licencia individual de
tipo B1 de ámbito restringido a una
Comunidad Autónoma, el servicio de
líneas alquiladas que conecten un
punto de terminación de red situado
en su propio ámbito geográfico con
otro situado fuera del misma

(Resolución de 20 de julio)

En primer lugar, hay que analizar si una licen-
cia individual de ámbito inferior al estatal es
suficiente para la prestación del servicio de lí-
neas alquiladas que conecten un punto de ter-
minación de red en el ámbito geográfico cu-
bierto por el título habilitante y un punto de
terminación situado fuera de dicho ámbito, si
el operador se limita a explotar el tramo in-
cluido en su demarcación y para el resto del
circuito interconecta con un operador de título
estatal.

Hay que decir que un operador sólo puede
prestar servicios en el ámbito territorial de su
título habilitante. En particular, en el caso de
los operadores con licencia para establecer y
explotar una red de telecomunicaciones (por
ejemplo, mediante el alquiler de circuitos), so-
lo puede realizar dichas actividades en dicho
ámbito territorial. Así se deriva de lo estableci-
do en los artículos 25 y 28 de la Orden de Li-
cencias.

Asímismo, ello se establece en el artículo 2.2
del Reglamento Técnico y de prestación del
servicio portador de alquiler de circuitos, apro-
bado por el Real Decreto 1558/1995, de 21 de
septiembre, en vigor por virtud de los dispues-
to en la Disposición Transitoria Primera de la
Ley General de Telecomunicaciones.

Por otra parte, ha de tenerse en cuenta que la li-
cencia de tipo B1, en la medida que habilita pa-
ra la instalación o explotación de una red públi-
ca de telecomunicaciones, habilita expresamen-
te para la prestación del servicio de líneas
susceptibles de arrendamiento en los términos
de lo dispuesto en los artículos 2, apartado 2. 2
y 25 de la Orden de Licencias.

Así pues, forma parte del objeto de la licencia
individual de tipo B1 la prestación del servicio
de líneas alquiladas. Está conclusión, sin embar-
go, no supone que no quepa prestar el servicio
de líneas alquiladas entre un punto de termina-
ción situado dentro del ámbito territorial de una
Comunidad Autónoma y otro punto situado fue-
ra de este ámbito, posibilidad ésta cubierta por
la licencia, siempre que se preste el servicio en
el tramo no correspondiente al ámbito de la li-
cencia mediante interconexión.

De hecho, el artículo 11 del Reglamento por el
que se desarrolla el Título II de la Ley 11/1998,
de 24 de abril, General de Telecomunicaciones,
en lo relativo a la interconexión y al acceso a las
redes públicas y a la numeración, aprobado me-
diante Real Decreto 1651/1998, de 24 de julio,
precisa que entre el contenido mínimo de la
oferta de Interconexión de Referencia deben
aparecer los servicios de Interconexión ofreci-
dos, entre los que precisa los servicios “de in-
terconexión de líneas alquiladas”. Esta previsión
se ha recogido en el apartado 6. 7 de la Oferta
de Interconexión de Referencia de Telefónica de
España, S.A.U. para el año 2000 (OIR 2000) para
operadores con Licencia Individual de tipo “A”
y “B”, con las modificaciones introducidas por la
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Resolución del Consejo de la CMT adoptada en
su Sesión nº 19/00 de fecha 25 de mayo de
2000.

Conviene aclarar que la posibilidad de interco-
nectar líneas alquiladas no se limita a la interco-
nexión con operadores de ámbito nacional, sino
que también pueden tener lugar con operado-
res habilitados en ámbitos restringidos que se
correspondan con el tramo no cubierto por la li-
cencia restringida a una Comunidad Autónoma.

10.1.6. Determinación del título
habilitante necesario para la
prestación del servicio de Reventa
de líneas arrendadas, descrito como
la puesta a disposición del usuario
de una línea arrendada (punto a
punto) con elementos de transmisión
de otro operador

(Resolución de 20 de julio)

Las licencias individuales de tipo B y C, habili-
tantes para la instalación o explotación de una
red pública de telecomunicaciones, incluyendo
el derecho a prestar el servicio de líneas sus-
ceptibles de arrendamientos, se ha considerado
título suficiente para la prestación del servicio de
Reventa de capacidad de transmisión/circuitos.

El titular de una licencia de tipo B o C, de ámbi-
to restringido a una Comunidad Autónoma, ven-
dría habilitado por la propia licencia de tipo B o
C para dar el servicio de Reventa de capacidad
de transmisión/circuitos, cuando uno de los pun-
tos de terminación se encuentre en el territorio
de la licencia de ámbito restringido y se esta-
blezca mediante interconexión el enlace con un
punto de terminación situado más allá de este
ámbito territorial; fuera de este supuesto, la li-
cencia individual de ámbito restringido no sería
suficiente, de modo que sería necesario obte-
ner una autorización general de tipo C.

En el caso de que quien esté interesado en
prestar el servicio de Reventa de capacidad de
transmisión/circuitos no sea titular de una licen-
cia individual de tipo B o C también deberá ob-
tener una autorización general de tipo C que le
habilite para ello.

Sin embargo, existen dos supuestos de Reventa
de capacidad respecto de las cuales la conclu-
sión alcanzada en cuanto a la necesidad de una
autorización general de tipo C para su presta-
ción presenta ciertas dificultades:

• La Reventa de líneas analógicas.

• La mera Comercialización de líneas alquila-
das sin incorporar ningún elemento de comu-
nicación propio.

Conviene no olvidar que, de no encajar estas
actividades en una autorización general de tipo
C, la única vía abierta para su tramitación sería
la de las autorizaciones provisionales previstas
en el artículo 14 de la Ley General de Teleco-
municaciones.

Para finalizar este epígrafe, a continuación se in-
cluye una relación de las consultas formuladas,
por operadores de telecomunicaciones, Asocia-
ciones de Consumidores y Usuarios y Corpora-
ciones Locales, que han sido contestadas por la
Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes durante el año 2000:

• Consulta formulada por la Agrupación de
Operadores de Cable sobre las obligaciones
del operador dominante para con otros ope-
radores (23 de marzo).

• Consulta planteada por Telefónica de España,
S.A.U., sobre ocupación de parte de la vía pú-
blica del Municipio de Fuengirola, con carác-
ter exclusivo y por una única entidad, para la
instalación de teléfonos públicos de pago: re-
percusiones sobre Telefónica de España,
S.A.U. conforme a la vigente legislación de te-
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lecomunicaciones y el derecho de la compe-
tencia (23 de marzo).

• Consulta formulada por Retevisión sobre la
interpretación de la Resolución de 30 de mar-
zo de la Comisión del Mercado de las Teleco-
municaciones relativa a la aplicación por Te-
lefónica de los planes de descuento “BONO-
NET” (11 de mayo).

• Consulta de la Asociación de Empresas
Operadoras y de Servicios de Telecomuni-
caciones con Relación a la obligación de Te-
lefónica de suministrar la conexión a la red
Telefónica pública y el acceso a los servicios
disponibles para el público a los explotado-
res de terminales de uso público situados en
dominio público (13 de julio).

• Consulta formulada por Catalana de Teleco-
municacions, Societat Operadora de Xarxes,
S.A., sobre el servicio de alquiler de circuitos
y el servicio de reventa o subarriendo de cir-
cuitos alquilados (20 de julio).

• Consulta planteada por Redes de Telecomu-
nicación de Navarra, S.A., sobre la interpreta-
ción del término modificación del servicio ci-
tado en el artículo 22 del Reglamento de in-
terconexión y numeración, aprobado por Real
Decreto 1651/1998, de 24 de julio (7 de sep-
tiembre).

• Consulta formulada por la entidad American
Telecom, S.A., con respecto a la posibilidad
de que operadores con licencia B1 de ámbito
nacional puedan terminar llamadas provincia-
les generadas por sus clientes en provincias
en las que carezcan de Punto de Intercone-
xión (Pdl), durante el período de implantación
en las cincuenta provincias (23 de noviembre
de 2000).

• Consulta de la Junta Arbitral de Consumo del
Ayuntamiento de Málaga acerca del operador

obligado a la prestación del servicio universal
de telecomunicaciones (14 de diciembre).

10.2. ACTUACIÓN EN EL MERCADO
DE LOS SERVICIOS TELEMÁTICOS E
INTERACTIVOS

En el transcurso del año y en ejercicio de las
funciones y competencias atribuidas a la Comi-
sión del Mercado de las Telecomunicaciones, en
concreto las relativas al seguimiento del merca-
do, se dedicó una especial atención y esfuerzo
al seguimiento de los servicios telemáticos e in-
teractivos y en especial a Internet. Se continuó
con algunas de las iniciativas acometidas en
años anteriores y se incrementó la actividad en-
focada a la elaboración y recopilación de infor-
mación sobre estos servicios, que permitieran
un conocimiento fiable y riguroso de este seg-
mento del mercado tanto para la CMT como pa-
ra el conjunto del sector.

10.2.1. Comercio electrónico:
Convenio con las Entidades de
Medios de Pago

El desarrollo de la Sociedad de la Información e
Internet está transformando de manera radical
la forma en que las empresas desarrollan sus
negocios, redefiniendo sus servicios, mercados
y canales de distribución. El comercio electróni-
co es una de las actividades económicas que
han creado más expectativas de negocio desde
la explosión de Internet como red comercial a
escala mundial. Parte de los planes de negocio
de muchas entidades que tienen presencia en
Internet se basan en el desarrollo de alguna va-
riedad de comercio electrónico, ya sea en su re-
lación con otras empresas o con clientes resi-
denciales.

El comercio electrónico suele analizarse en fun-
ción de los agentes involucrados en las transac-
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ciones, hablándose de empresa-empresa, em-
presa-consumidor, empresa-gobierno, consu-
midor-gobierno, etc. De todos ellos el comercio
electrónico empresa-consumidor es uno de los
que más interés ha suscitado por parte de la
opinión pública. La industria de viajes, el turis-
mo, y algunas formas de vender al por menor,
se están convirtiendo en los sectores pioneros
en el comercio en la red. Sin embargo, el co-
mercio electrónico “entre empresas” es, en
gran medida, el tipo de comercio electrónico de
crecimiento más rápido. Para la CMT el segui-
miento de estos servicios es de especial interés
ya que, aunque son muchos los agentes que in-
tervienen en este mercado, los proveedores de
servicios de telecomunicaciones e Internet jue-
gan un papel decisivo en su desarrollo, creando
alianzas y estableciendo acuerdos con provee-
dores de servicios, productos y entidades finan-
cieras para incrementar el tráfico en sus redes y
el consumo de bienes y servicios que ofrecen
en sus portales o el de sus socios.

Dentro del objetivo de cuantificar los volúmenes
y la evolución real del comercio electrónico en
España a través de Internet, en lo que se refiere
a las transacciones entre las empresas y los con-
sumidores, la CMT firmó en junio de 2000 un
Convenio de colaboración con las entidades de
medios de pago Sistema 4b, la Confederación
Española de Cajas de Ahorro (CECA - Sistema
Euro 6000), y Servicios para Medios de Pago
S.A. (SERMEPA). Mediante este Convenio las ci-
tadas entidades acordaron proveer a la CMT,
con una periodicidad trimestral, datos relativos
a transacciones comerciales entre sitios web de
comercio electrónico con personas físicas o ju-
rídicas residentes en España que utilizan un
medio de pago español, y transacciones de no
residentes que realizan transacciones comercia-
les con sitios web españoles con un terminal
punto de venta virtual español. El análisis de los
datos obtenidos servirá para conocer cual es la

dimensión real de este mercado y la situación
de las empresas españolas en el mundo.

10.2.2. Publicidad: Acuerdo con la
Asociación Española de Anunciantes

Al igual que ocurre en otros mercados, en el de
los servicios de Internet se desarrollan, como
parte integrante de su cadena de valor, una se-
rie de negocios que en determinados casos su-
ponen una importante fuente de financiación del
conjunto. Este es el caso de la actividad publici-
taria, que ha encontrado en Internet un medio
idóneo para su desarrollo. Si bien en un mo-
mento inicial el sector publicitario consideró a
Internet como un sector marginal, que le hizo
merecedor de un tratamiento algo distante, con
el paso del tiempo y unido al despegue de la
Red tanto en contenidos, servicios y lo que es
más importante, de usuarios que se erigen en
potenciales objetivos (targets) de la publicidad,
hacen de los contenidos en Internet un nuevo
soporte que ha terminado siendo equiparado al
de cualquier medio de comunicación. Hoy In-
ternet, desde la perspectiva publicitaria, se en-
tiende como un medio de comunicación que
hay que tener en cuenta en la configuración de
cualquier campaña publicitaria y a la que por
tanto se destina una parte de los recursos eco-
nómicos que han de invertir los anunciantes.

El crecimiento de la actividad publicitaria en In-
ternet, así como su importancia en la financia-
ción del conjunto de este mercado, ha llevado a
la CMT a desarrollar un acuerdo con la Asocia-
ción Española de Anunciantes (AEA). Esta aso-
ciación decidió dotarse en su último Congreso
de un taller de Nuevas Tecnologías, que se dedi-
ca de forma especializada a la actividad publici-
taria en Internet. A través de esta colaboración,
la CMT participará en diversos estudios con el
objetivo de obtener una imagen fiel de la situa-
ción, evolución y perspectivas del conjunto del
mercado de servicios en Internet en España.
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10.2.3. Autorregulación: la CMT
depositaria del Código Deontológico
de ASIMELEC

Desde su constitución la CMT ha venido impul-
sando el desarrollo y asunción por los distintos
operadores y agentes del mercado de compro-
misos de carácter voluntario, del tipo “códigos
de conducta” y autorregulación. Este tipo de
compromisos voluntarios se sitúa en la línea de
desarrollo del paradigma Internet que, como es
bien sabido, debe gran parte de su notable éxi-
to a la aceptación voluntaria de normas abier-
tas, creadas mediante el consenso de los ex-
pertos y las distintas comunidades partícipes
en ella; comportamiento debido, en gran parte,
al carácter transnacional que caracteriza a la
red y que provocó unos primeros años de ca-
rencia de normas jurídicas emanadas de los
distintos estados.

En julio de 2000, se adoptó el acuerdo por el
que la CMT asumía la figura de depositario del
Código de deontología profesional de las em-
presas Proveedores de Servicios de Internet de
la Asociación Multisectorial de Empresas Espa-
ñolas de Electrónica (ASIMELEC). Las funciones
asignadas al Depositario de este Código Deon-
tológico, se encuentran recogidas en su artículo
17, con el siguiente tenor:

“Las funciones del Depositario serán las si-
guientes:

a) Controlar el adecuado cumplimiento del con-
tenido del Código Deontológico por todos los
signatarios del mismo.

b) Al efecto de cumplir con lo indicado ante-
riormente el Depositario podrá examinar el
comportamiento de los Proveedores de Servi-
cios signatarios en relación con las conductas
previstas en el presente Código.

c) Asimismo una vez detectada la conducta con-
traria a lo dispuesto en el Código podrá adver-

tir privadamente al causante de la misma. En el
caso de persistir en su actividad se estará a lo
previsto en el régimen sancionador.

d) Asimismo el Depositario podrá resolver
cuantas dudas puedan producirse en la inter-
pretación del presente Código.

e) Podrá proponer a la Comisión de Internet de
ASIMELEC cuantas sugerencias estime oportu-
nas para la modificación del texto actual o la in-
corporación de aquellas novedades que estime
convenientes.”

Para el ejercicio efectivo de las funciones asig-
nadas a la figura de Depositario del Código De-
ontológico de Proveedores de Servicios de In-
ternet de ASIMELEC, asumida por la CMT, se
resolvió asimismo el adquirir el compromiso de
“Elaborar informes periódicos de seguimiento
del citado Código, en el ejercicio de las funcio-
nes propias de esta Comisión, y en base a la in-
formación que le suministren los signatarios del
mismo”. El primer cuestionario fue remitido en
el mes de enero de 2001.

10.2.4. Otras actividades

En el transcurso del año se acometió la realiza-
ción de una serie de estudios o informes tales
como la creación de una base de datos docu-
mental sistematizada de los NICs territoriales
de la Unión Europea y de países de la Comuni-
dad Latinoamericana, que se verá acompañada
en el 2001 por los de los países de la OCDE.
También se han realizado estudios sobre el
mercado de los Portales Horizontales en Inter-
net, sobre la valoración de empresas de los
mercados tecnológicos y en concreto de Inter-
net, o sobre los servicios de acceso a Internet a
través de dispositivos móviles. Igualmente se
procedió a adjudicar a la Asociación para al In-
vestigación de los Medios de Comunicación
(AIMC), el encargo para la elaboración de estu-
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dios sobre presencia de entidades españolas en
Internet, bajo el código territorial de país “.es”,
mediante la realización de encuestas de carác-
ter trimestral, las cuales se encuentran publica-
das para su general conocimiento tanto en el si-
tio web de esta Comisión (http://www.cmt.es)
como en el de la AIMC (http://www.aimc.es).

Junto a lo anterior, como ya se iniciara en 1998 y
dada la importancia que reviste para el conjun-
to del mercado de Internet -tanto español como
mundial- el sistema de asignación de nombres
de dominio de Internet, se ha mantenido el se-
guimiento del proceso de consolidación de la
Corporación para la Asignación de Nombres y
Números de Internet (ICANN en su acrónimo en
lengua inglesa). Esta corporación que cuenta
con presencia plurinacional en sus órganos di-
rectivos y de apoyo, así como con Comités ase-
sores entre los cuales se encuentra el Comité
Asesor Gubernamental, en el cual participa de
forma activa el Estado español junto con el res-
to de estados de la Unión Europea y de la pro-
pia Comisión Europea, ha contado con la pre-
sencia, en calidad de observadores, de perso-
nal de la CMT. ICANN, responsable de la
administración de los recursos de Internet en el
mundo, los protocolos, direcciones IP y nombres
de dominio, ha avanzado de forma sustantiva en
su consolidación a lo largo de 2000, además de
haber impulsado la puesta en el mercado, a dis-
posición del conjunto de la comunidad, de siete
nuevos nombres de dominio genéricos de In-
ternet, que vienen a descongestionar los tradi-
cionales genéricos disponibles a nivel interna-
cional (“.com”, “.org” y “.net”).

Enmarcado en el proceso convergente al que
asistimos, la CMT ha estado presente en el Gru-
po de Expertos de Televisión Interactiva, en cu-
yo seno se abordan no sólo los servicios tradi-
cionalmente definidos como de televisión, sino
también aquellos nuevos de carácter interactivo

y de acceso a Internet mediante los decodifica-
dores para la Televisión.

Por último, como es norma en la práctica de la
Comisión del Mercado de las Telecomunicacio-
nes, se ha potenciado la relación con las entida-
des y asociaciones del sector, no sólo con los
proveedores de los servicios y los operadores,
sino también con el resto de agentes presentes
en la cadena de valor, incluyendo a los usuarios
tanto residenciales como corporativos, de los
servicios telemáticos e interactivos..

10.3. ACTUACIÓN EN EL MERCADO
DE LOS SERVICIOS AUDIOVISUALES

También en el ámbito de los servicios audiovi-
suales prosiguió la CMT sus actividades de se-
guimiento del mercado, centrándose durante el
2000 en el análisis de las principales magnitu-
des económicas del sector, las novedades técni-
cas y legislativas, los problemas regulatorios y
de competencia, la prestación de servicios por
los operadores y el panorama internacional en
el ámbito audiovisual.

Entre estas actividades destacar la realización
de un seguimiento específico del proceso de
implantación de la tecnología digital, tanto en la
televisión digital terrenal (TDT) como en la radio
(DAB) y una labor de estudio y análisis de los
trabajos llevados a cabo por el Grupo DVB (Di-
gital Video Broadcasting Group), en aras a la
adopción de estándares abiertos en la televi-
sión, trabajos que finalmente se han plasmado
en el estándar conocido con las siglas MHP
(Multimedia Home Platform).

En la transición hacia la tecnología digital, se han
identificado diversos aspectos técnicos que pue-
den afectar a la libre competencia y a la intero-
perabilidad de los servicios. Un ejemplo claro es
el de los APIs (Application Programming Interfa-
ces). En este caso, la utilización por parte de los
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operadores de plataformas de televisión de API’s
propietarios para la prestación de los servicios
interactivos puede convertirse en una barrera
técnica que limite la interoperatibilidad entre los
servicios de los distintos operadores. Con el ob-
jetivo de analizar este tema en profundidad, se
procedió a la creación del Grupo de trabajo, en
cuyo seno se está dando tratamiento también a la
solicitud de intervención presentada por Sogeca-
ble de “adopción de medidas que garantizasen
la libre competencia en la prestación de servi-
cios en el segmento de la televisión digital de
ámbito estatal y el derecho de los usuarios a ac-
ceder a la pluralidad de ofertas existentes en el
mercado”. La solución a estos problemas puede
residir en la implantación de un estándar abierto
y aceptado por la industria, como es el “Multi-
media Home Platform” (MHP) aprobado en el fo-
ro DVB, y que el 17 de julio de 2000 fue formal-
mente aprobado por el Instituto de Estándares de
Telecomunicaciones Europeo (ETSI).

Otra de las labores de seguimiento de la CMT
en este mercado giró en torno a la cuestión del
proceso de migración de la TV analógica a la TV
digital. En ese aspecto, las principales líneas de
estudio de la CMT son las siguientes:

• La compartición de un canal múltiple por va-
rios operadores de televisión.

• La prestación del servicio portador soporte
del de difusión de TDT.

• Interoperatibilidad de los servicios.

• Posibles problemas de aplicación de los lími-
tes a la concentración previstos para el sector
de la TDT.

• Problemas planteados por la falta de desarrollo
de los Planes Técnicos de TDT para permitir la
prestación de servicios de ámbito local.

• La prestación de los nuevos servicios interac-
tivos.

Esta transición de la televisión analógica por on-
das a la TDT conlleva una serie de dificultades
legales, comerciales y técnicas. Como ejemplo
de estos últimos, acaecido a lo largo del 2000,
cabe citar los problemas de interferencias en la
recepción de la señal de los operadores históri-
cos causados por el comienzo de las emisiones
en pruebas de TDT de Quiero TV, en aquellas
zonas en las que se emitía en canales adyacen-
tes a los suyos. Dichos problemas fueron solu-
cionados.

Por otro lado y conforme con las atribuciones le-
gales otorgadas a la CMT se llevó a efecto la tra-
mitación de los distintos expedientes de inscrip-
ción en los Registros que, relacionados con el
mercado de los servicios audiovisuales, se ges-
tionan en la CMT. En ese sentido, y desde la ópti-
ca de los agentes que operan en ese mercado,
resulta especialmente destacable el Registro de
Operadores de acceso condicional para la televi-
sión digital, tras la inscripción en el mismo de la
entidad Quiero TV S.A., concesionaria del servi-
cio de televisión digital terrenal de cobertura na-
cional, a través de la Resolución del Consejo de
fecha 6 de abril de 2000, por la que se procede
a inscribir en el Libro Principal del Registro de
operadores de Acceso Condicional a este opera-
dor. Esta inscripción ha venido acompañada por
las correspondientes inscripciones de equipos
descodificadores de esta entidad en el Libro Au-
xiliar de aparatos descodificadores.

Como viene siendo habitual, en aplicación de lo
dispuesto en la Ley 17/1997, de 3 de mayo, por
la que se incorpora al Derecho español la Di-
rectiva 97/47/CE, de 24 de octubre, del Parla-
mento Europeo y del Consejo, sobre uso de
normas para la transmisión de señales de televi-
sión y se aprueban medidas adicionales para la
liberalización del sector, modificada por el Real
Decreto-Ley 16/1997, de 3 de septiembre, el
Consejo de la CMT consideró que el nuevo
operador de televisión digital terrestre median-
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te acceso condicional, Quiero TV, no contaba
con descodificadores que pudiesen ser consi-
derados, por sus características técnicas intrín-
secas, sistemas inmediatamente abiertos y
compatibles. En este sentido, los descodificado-
res que se han registrado a lo largo del año fue-
ron los siguientes:

• Descodificador marca SAGEM modelo ITD
4000 (Resolución de fecha 6 de abril de 2000)
(Quiero TV).

• Descodificador marca SAGEM modelo ITD
4430 (Resolución de 26 de octubre de 2000)
(Quiero TV)

Por último, mencionamos una de las actividades
iniciadas durante el 2000 y que pueden reportar
resultados concretos a corto plazo: el inicio de
la colaboración con el Instituto Nacional de Es-
tadística (INE) en lo relativo al asesoramiento en
cuanto a definición de parámetros y metodolo-
gía a aplicar en la Encuesta sobre Servicios Au-
diovisuales realizada por el INE.
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